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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

II. APERTURA DE LA SESIÓN

—Se abrió la sesión a las 19:32, en pre-
sencia de 41 señores Senadores.

El señor DE URRESTI  (Vicepresidente).– 
En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la 
sesión.

Señoras Senadoras y señores Senadores, el 
acuerdo que se ha alcanzado para esta sesión 
extraordinaria fijada por nuestra Corporación 
es que el Presidente de la Comisión de Hacien-
da informe el proyecto que mejora y establece 
nuevos beneficios en el sistema de pensiones 
solidarias.

Se suspende la sesión por cinco minutos, en 
espera de ese informe.

———————

—Se suspendió a las 19:33.
—Se reanudó a las 19:42.

———————

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Continúa la sesión.

Se solicita autorización para que pueda in-
gresar a la Sala el Subsecretario de Previsión 
Social, señor Pedro Pizarro.

¿Habría acuerdo?
El señor MOREIRA.– Sí.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Acordado.

III. CUENTA

Informe

De las Comisiones de Hacienda y de Tra-
bajo y Previsión Social, unidas, recaído en el 
proyecto de ley, en segundo trámite constitu-
cional, que mejora y establece nuevos benefi-
cios en el sistema de pensiones solidarias (Bo-

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

—Allamand Zavala, Andrés
—Allende Bussi, Isabel
—Aravena Acuña, Carmen Gloria
—Araya Guerrero, Pedro
—Bianchi Chelech, Carlos
—Chahuán Chahuán, Francisco
—Coloma Correa, Juan Antonio
—De Urresti Longton, Alfonso
—Durana Semir, José Miguel
—Ebensperger Orrego, Luz
—Elizalde Soto, Álvaro
—Galilea Vial, Rodrigo
—García Ruminot, José
—García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
—Girardi Lavín, Guido
—Goic Boroevic, Carolina
—Guillier Álvarez, Alejandro
—Harboe Bascuñán, Felipe
—Huenchumilla Jaramillo, Francisco
—Insulza Salinas, José Miguel
—Kast Sommerhoff, Felipe
—Lagos Weber, Ricardo
—Latorre Riveros, Juan Ignacio
—Letelier Morel, Juan Pablo
—Moreira Barros, Iván
—Muñoz D Álbora, Adriana
—Navarro Brain, Alejandro
—Órdenes Neira, Ximena
—Ossandón Irarrázabal, Manuel José
—Pérez Varela, Víctor
—Pizarro Soto, Jorge
—Prohens Espinosa, Rafael
—Provoste Campillay, Yasna
—Pugh Olavarría, Kenneth
—Quintana Leal, Jaime
—Quinteros Lara, Rabindranath
—Rincón González, Ximena
—Sandoval Plaza, David
—Soria Quiroga, Jorge
—Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
—Von Baer Jahn, Ena

Concurrieron, además, los Ministros del 
Interior y Seguridad Pública, señor Gonza-
lo Blumel Mac-Iver; Secretario General de la 
Presidencia, señor Felipe Ward Edwards, y la 
Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora 
María José Zaldívar Larraín. 

Asimismo, se encontraban presentes  los 
Subsecretarios General de la Presidencia, señor 
Juan Francisco Galli Basili, y de Previsión So-
cial, señor Pedro Pizarro Cañas. 

Actuó de Secretario General el señor Raúl 
Guzmán Uribe, y de Prosecretario, el señor Ro-
berto Bustos Latorre.
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letín N° 13.091-13) (con urgencia calificada de 
“discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, 
documento 1).

—Queda para tabla.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Terminada la Cuenta.

IV. ORDEN DEL DÍA

ESTABLECIMIENTO DE NUEVOS
 BENEFICIOS EN SISTEMA DE

 PENSIONES SOLIDARIAS

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, 
iniciado en mensaje de Su Excelencia el Pre-
sidente de la República, en segundo trámite 
constitucional, que mejora y establece nuevos 
beneficios en el sistema de pensiones solida-
rias, con informe de las Comisiones de Ha-
cienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, 
y urgencia calificada de “discusión inmediata”.

—Los antecedentes sobre el proyecto 
(13.091-13) figuran en los Diarios de Sesio-
nes que se indican:

Proyecto de ley:
En segundo trámite: sesión 80ª, en 4 de 

diciembre de 2019 (se da cuenta).
Informe de Comisiones:
Trabajo y Previsión Social y Hacienda 

(unidas): sesión 81ª, en 4 de diciembre de 
2019. 

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor GUZMÁN (Secretario General).– 
Las Comisiones unidas dejan constancia de 
que aprobaron el proyecto de ley en los mis-
mos términos en que lo hizo la Cámara de Di-
putados, por la unanimidad de sus integrantes.

Cabe hacer presente que los artículos 1 y 
2 permanentes y primero, segundo, tercero, 
cuarto y quinto transitorios revisten el carácter 
de normas de quorum calificado, por lo que re-
quieren 22 votos para su aprobación.

Es todo, señor Presidente.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Muchas gracias, señor Secretario.

En discusión general y particular la inicia-
tiva.

Tiene la palabra el Senador Ricardo Lagos 
Weber, Presidente de la Comisión de Hacien-
da.

El señor LAGOS.– Señor Presidente, hace 
escasos minutos, en sesión conjunta, las Co-
misiones de Trabajo y de Hacienda votaron en 
general y en particular el proyecto de ley rela-
tivo a las pensiones básicas solidarias.

El objetivo de la iniciativa, en términos 
bien directos, es mejorar los montos de los be-
neficios de los actuales y futuros pensionados 
en el sistema de pensiones solidarias, asegurar 
una pensión de monto constante a los futuros 
pensionados bajo retiro programado con pilar 
solidario, y establecer un nuevo beneficio, el 
cual consiste en garantizar en el pilar solidario 
que la pensión por retiro programado no será 
inferior al valor de la pensión básica solidaria.

Para dar una dimensión de qué estamos ha-
blando, se trata básicamente, entendiendo que 
se está haciendo referencia al pilar solidario 
y no al pilar contributivo -esta es una materia 
que se aborda en un proyecto presentado por 
el Gobierno, que todavía está en discusión, en 
trámite legislativo-, de introducir una mejora 
en el más corto plazo posible a la pensión bá-
sica solidaria, asimilándola a un nivel equiva-
lente al de la línea de pobreza, conforme a una 
demanda que se planteó hace bastante tiempo.

Teniendo presente que acá hay esfuerzos 
razonables de mejoramiento de las pensiones, 
se intenta comprimir este aumento en el senti-
do de considerar una tasa de gradualidad en el 
menor tiempo posible.

A estos efectos, se determina en concreto 
un incremento del 50 por ciento para la pen-
sión básica solidaria (PBS) y para la pensión 
máxima con aporte solidario (PMAS), desde 
diciembre de este año, respecto de los benefi-
ciarios mayores de ochenta años. 

Adicionalmente, para los pensionados de 
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setenta y cinco a setenta y nueve años se incre-
menta la PBS y la PMAS en 30 por ciento en 
enero del 2020, y el aumento acumulado llega 
a 50 por ciento en enero del año 2021. 

Y, finalmente, los pensionados menores de 
setenta y cinco años -este es el último tramo- 
van a recibir un incremento en la PBS y la 
PMAS de 25 por ciento en diciembre de este 
año, de 40 por ciento en enero de 2021 -es de-
cir, en un año más-, para llegar posteriormente 
a un acumulado de 50 por ciento el 1 de enero 
del año 2022.

Los beneficiados por este sistema con edad 
menor a los setenta y cinco años, en el caso 
de la PBS, son más de 200 mil personas; en el 
rango de entre setenta y cinco y setenta y nue-
ve años son más de 94 mil personas, y quienes 
están por encima de los ochenta años son más 
de 104 mil personas.

En cuanto al APS, las cifras van desde las 
500 mil personas, en el caso de los menores 
de setenta y cinco años; sobre las 676 mil per-
sonas, tratándose del tramo de setenta y cinco 
a setenta y nueve años, y por encima de 226 
mil personas en el caso de quienes superan los 
ochenta años.

Si a eso sumamos las pensiones por inva-
lidez, que son alrededor de 300 mil, en total 
estamos hablando de un beneficio para más de 
1 millón 560 mil pensionados en Chile.

Sin perjuicio de lo que señalará la Minis-
tra del Trabajo en términos de beneficios es-
pecíficos, quiero manifestar que, junto con el 
aumento de la pensión básica solidaria, que 
será del 50 por ciento al cabo de dos años, se 
establecen también beneficios para los pensio-
nados de retiro programado, determinándose 
que, una vez acabado su fondo, el sistema de 
apoyo estatal va a seguir vigente y suplemen-
tará su pensión de por vida.

En el caso de la pensión por invalidez, la 
persona que la percibe corre severos riesgos de 
perder ese beneficio, parcialmente o del todo, 
en caso de percibir un ingreso adicional. Hoy 
se pone fin a eso. Y, además, se establece que 

aquellas personas que al momento de pensio-
narse o jubilarse no cumplan con los requisitos 
de la pensión básica solidaria, si con el deve-
nir del tiempo pasan a cumplirlos, van a poder, 
con la ley nueva, beneficiarse de esa pensión, 
posibilidad de la que hoy estaban excluidas.

Estos son beneficios bien sustantivos que, 
en consecuencia, no solamente se traducen en 
el aumento de la pensión básica solidaria y del 
APS, que es significativo, de un 50 por cien-
to, sino que además, con las tres medidas que 
acabo de señalar, permiten que se expanda el 
universo de las personas favorecidas con esta 
iniciativa.

Señor Presidente, ese es el contenido del 
proyecto. Espero que estemos en condiciones 
de aprobarlo. Está con “discusión inmediata” 
y, como dijo el señor Secretario, contiene nor-
mas de quorum especial.

Eso es cuanto puedo informar. 
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

A continuación, tiene la palabra la Presidenta 
de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, 
Senadora Adriana Muñoz.

La señora MUÑOZ.– Señor Presidente, no 
agregaré nada más a lo expuesto por el Presi-
dente de la Comisión de Hacienda, porque ha 
reflejado muy nítidamente cuál fue el debate 
que tuvimos en la Comisión. 

Solo voy a puntualizar algunos temas, por 
cuanto lo que hemos logrado hoy día forma 
parte de un proceso de trabajo que iniciamos 
hace bastante tiempo, en el marco de la Ley 
de Presupuestos del año 2020 y a raíz de una 
indicación inadmisible que venía desde la Cá-
mara de Diputados, que establecía un aumento 
de 50 por ciento para el 2020 de todo el pilar 
solidario sin gradualidad por tramos de edad, 
como se ha aprobado en esta ocasión.

Cabe puntualizar que, gracias a esa indi-
cación inadmisible presentada en la Cámara 
Baja, se logró abrir acá un espacio de debate 
y de búsqueda de acuerdos para aumentar sig-
nificativamente la pensión del pilar solidario. 
Y de un 10 por ciento inicial que propuso el 
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Gobierno se pasó a un 20 por ciento y hemos 
llegado a un 50 por ciento, cuyo pago se va 
a iniciar para todos los tramos establecidos 
-ochenta años y más, setenta y cinco a setenta 
y nueve años y sesenta y cinco a setenta y cua-
tro años- a partir de ahora, vale decir, diciem-
bre de 2019.

Considero que será una muy buena noticia 
para el millón 500 y tantos mil pensionados 
del pilar solidario recibir en diciembre este im-
portante aporte que se ha logrado en el marco 
del debate de esta iniciativa.

Además, señor Presidente, como esto fue 
parte de un acuerdo que se trabajó en las Co-
misiones unidas de Hacienda y de Trabajo, 
quiero dejar constancia en el debate de la Sala 
para la historia de la ley -también lo señalé en 
la Comisión- que hubo elementos, tal como in-
dicó el Presidente de la Comisión de Hacienda, 
que modificaron en algunos aspectos el pilar 
solidario, contenido en la ley No 20.255, del 
año 2008.

Creo que es importante dejar eso consigna-
do, pues es la primera modificación sustantiva 
que se hace a dicho cuerpo legal.

Por otro lado, señor Presidente, me parece 
muy importante que los acuerdos se cumplan.

Yo me encontré con la sorpresa hoy día 
en el debate particular del proyecto de que 
se incorporaron disposiciones con relación al 
pilar contributivo, al decreto ley No 3.500, en 
circunstancias de que para dar el acuerdo yo 
había solicitado en las semanas anteriores no 
incluir en este debate el pilar contributivo del 
decreto ley No 3.500, pues esa es una discusión 
que debemos hacer en profundidad, de acuer-
do con lo que muchos acá representamos, y no 
dar señales complejas al país.

Ello -y lo quiero dejar muy claramente es-
tablecido-, porque con esta buena noticia para 
los beneficiarios del pilar solidario no se va a 
dar respuesta a las expectativas que tienen mu-
chos pensionados del país en el sentido de que 
sus malas pensiones, sus tan esmirriadas pen-
siones sean objeto de un cambio en estos días.

Me parece muy relevante que nosotros de-
mos una señal de pedagogía en la línea de que 
este mejoramiento solo abarca las pensiones 
más bajas del pilar solidario.

Por lo tanto, señor Presidente, pienso que 
hay que tomarse en serio los acuerdos, la bue-
na voluntad y la disposición para destrabar 
situaciones complejas, para no encontrarse 
posteriormente con sorpresas, como lamenta-
blemente me tocó verlo en el día de hoy, trami-
tando una modificación al decreto ley No 3.500 
con relación a las rentas vitalicias y al retiro de 
excedentes de libre disposición.

He dicho.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra el Senador Lagos Weber.
El señor LAGOS.– Señor Presidente, no 

informé algo respecto a la forma de financia-
miento del proyecto.

Esta iniciativa originalmente iba a incre-
mentar las pensiones a partir de enero.

Lo que se hizo, producto del marco de en-
tendimiento al que se llegó hace un par de se-
manas y que fue ratificado por la Cámara de 
Diputados, es que este aumento comenzará a 
ser pagado o enterado a partir de ahora, en di-
ciembre.

Para esos efectos, el texto del proyecto ve-
nía con un artículo transitorio en el cual no 
quedaba clara -y esto lo hicieron ver la Sena-
dora Muñoz y el Senador Letelier, con la plena 
coincidencia de todos- la fecha en que debía 
dejarse constancia del inicio del pago, aunque 
posteriormente se dilucidó que sería a contar 
de diciembre de este año.

Ese tema se conversó con la Dirección de 
Presupuestos, que va a hacer las precisiones 
correspondientes una vez que se asignen los 
recursos respectivos.

Muchas gracias.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Antes de darle la palabra a la señora Ministra 
del Trabajo y Previsión Social para que dé a 
conocer el marco del acuerdo, le solicito for-
malmente una explicación acerca de lo relativo 
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al decreto ley No 3.500, tema al cual ha hecho 
referencia la Senadora Adriana Muñoz.

Somos muchos los que hemos entendido 
que el cambio al sistema debe ser bastante más 
de fondo, pues eso era parte del acuerdo.

Es difícil enterarse ahora de ello.
El señor NAVARRO.– ¿Y de quiénes es ese 

acuerdo?
El señor BIANCHI.– ¡De varios!
El señor CHAHUÁN.– ¡De la mayoría!
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Por eso, mejor escuchemos la explicación de 
la Ministra.

Tiene la palabra, señora Ministra.
La señora ZALDÍVAR (Ministra del Tra-

bajo y Previsión Social).– Señor Presidente, 
comenzaré aclarando esas dudas a fin de des-
pejarlas y luego voy a entrar al fondo del pro-
yecto.

La razón por la cual se incorporó esa indi-
cación, que se hizo a solicitud de algunos par-
lamentarios, responde a que en la actualidad 
para el retiro de excedentes de libre disposi-
ción se debe cumplir una serie de requisitos, 
uno de los cuales es recibir una jubilación -la 
actual ley así lo dice- superior a la pensión 
máxima con aporte solidario.

Como estábamos modificando, y de manera 
muy sustancial, la pensión máxima con apor-
te solidario, que hoy día es de 320 mil pesos 
pero que, producto del incremento en un 50 
por ciento, estaba llegando a 488 mil pesos, 
casi 500 mil pesos, lo que nosotros de alguna 
manera estábamos haciendo, de seguir indexa-
da la posibilidad de retirar excedentes de libre 
disposición a este valor mayor, era llevar a que 
menos personas pudiesen retirar excedentes de 
libre disposición y que aquellas que estaban en 
condiciones lo hicieran por un monto menor.

Por lo tanto, el objetivo de esta norma es 
mantener o garantizar ciertos derechos que 
hoy día se hallan establecidos en la ley, porque 
en ningún caso una normativa posterior puede 
afectar derechos que una persona ya tenía o ser 
más gravosa.

Entonces, la razón de la modificación dice 
relación exclusivamente con que ese retiro está 
vinculado exclusivamente con la ley del pilar 
solidario.

Ahora, con respecto al pilar solidario y la 
modificación a la ley No 20.255, ¿qué es lo 
que se busca con esta iniciativa? Lo que se 
persigue es que el millón y medio de personas 
que son hoy día beneficiarias del pilar solida-
rio, ya sea por pensiones de vejez o pensiones 
de invalidez; personas que nunca en su vida 
cotizaron o que, habiéndolo hecho en el sis-
tema antiguo, no tuvieron derecho a pensión; 
personas que, habiendo cotizado en el sistema 
antiguo o en las AFP, no lograron financiar 
pensiones por un monto superior a los 320 mil 
pesos -a 488 mil pesos a futuro con estas mo-
dificaciones-; personas que hayan optado por 
retiro programado o por renta vitalicia, o per-
sonas que reciban pensiones de sobrevivencia 
-y con esto estoy incorporando a la totalidad 
de los pensionados, esto quiero dejarlo muy 
claro-, puedan ver incrementado el monto de 
sus pensiones.

La ley No 20.255 establece un reajuste 
anual en el mes de julio sobre la base del IPC, 
pero ahora se estimó necesario incrementar los 
montos de esas pensiones hasta en un 50 por 
ciento.

Eso es lo que Sus Señorías están aprobando 
ahora. Es decir, que todas esas personas a las 
cuales me he referido obtengan un aumento de 
un 50 por ciento en el beneficio que el Estado 
les financia.

Ahora, la ley en proyecto no solo incorpora 
este beneficio -que es el gran beneficio, el que 
se ha dado a conocer-, que tiene una gradua-
lidad de aproximadamente veinticuatro meses 
y que financiará a un millón y medio de chile-
nos, sino que además contempla tres nuevos 
beneficios que hoy en día no existen.

Para quienes no lo saben, las personas que 
gozaban de pensiones de invalidez y recibían 
ingresos laborales se veían expuestas, even-
tualmente, a perder los beneficios del pilar so-
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lidario.
Y eso nos parece muy contradictorio, sobre 

todo cuando tenemos una Ley de Inclusión 
mediante la cual lo que queremos hacer es in-
corporar en plenitud a aquellas personas con 
el objeto de que puedan desarrollarse cien por 
ciento.

Es por eso que en esta modificación legal 
estamos buscando que los ingresos laborales 
no se consideren para los fines de calcular su 
vulnerabilidad y solo se tomen en cuenta cuan-
do ellos estén muy por encima de determinado 
parámetro, que hoy en día son 500 mil pesos.

Cualquier persona que perciba una pensión 
de invalidez y que reciba ingresos laborales 
por un monto inferior a los 488 mil pesos no 
va a perder los beneficios que actualmente tie-
ne, pues esos ingresos no serán considerados.

En segundo lugar, existía un verdadero dra-
ma con aquellas personas que, perteneciendo 
al 60 por ciento más vulnerable, habían llega-
do al momento de pensionarse, a los sesenta y 
cinco años, y su pensión era 1 peso, 10 pesos, 
mil pesos superior al límite. Esa persona opta-
ba por el retiro programado y veía que el mon-
to de su pensión bajaba sustancialmente a lo 
largo de su vida y, dado que no había entrado a 
los sesenta y cinco años, nunca más obtenía los 
beneficios de parte del Estado. Esto se corrige.

Si la pensión de una persona, producto del 
retiro programado, baja y ella se encuentra 
dentro del 60 por ciento más vulnerable, el 
pilar solidario le va a garantizar al menos el 
monto de una pensión básica solidaria.

Y, en tercer lugar, todas las personas que ac-
ceden actualmente al pilar solidario, que será 
más elevado, porque llegará hasta los 488 mil 
pesos como pensión de corte, tendrán la posi-
bilidad, si optan por retiro programado, de be-
neficiarse con una pensión vitalicia de monto 
garantizado.

Lo anterior quiere decir que no les va a ba-
jar el monto de su pensión, que las pensiones 
de sobrevivencia se van a garantizar tal como 
corresponde, y que para poder acceder a eso la 

persona primero va a usar sus fondos y en caso 
de que falten los recursos, ya sea para pagar 
esta pensión de manera vitalicia o para finan-
ciar sus pensiones de sobrevivencia, el Estado 
será el que ponga la totalidad de los recursos.

De esta manera, corregimos tres situaciones 
sumamente injustas, muy complejas y que me 
imagino que ustedes las habrán visto a diario 
en sus territorios: personas con pensión de in-
validez que trabajan informalmente para no 
perder los beneficios; personas que no accedie-
ron al pilar solidario y que hoy día están en una 
situación más desmejorada que otras; y per-
sonas cuyas pensiones han bajado de manera 
sustantiva y que no tienen necesariamente los 
recursos para poder financiarse cuando llegan 
a una edad más avanzada. 

Ese sería en resumen, señor Presidente, el 
contenido del proyecto de ley que se encuentra 
en este momento para consideración del Sena-
do.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Muchas gracias, señora Ministra. 

Tiene la palabra la Senadora Carolina Goic. 
El señor PIZARRO.– Quiero hacer una pro-

puesta, señor Presidente.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Disculpe, señora Senadora. Le daré primero la 
palabra al Senador Pizarro para que haga su 
planteamiento.

El señor PIZARRO.– Perdón, Senadora 
Goic.

Señor Presidente, obviamente, analizamos 
el proyecto en su compleja parte técnica y con 
todo lo que implica el acuerdo que habíamos 
adoptado, y se aprobaron por unanimidad to-
dos sus artículos, después de las aclaraciones y 
el debate adecuado. 

Tenemos citada, en estricto rigor, esta se-
sión hasta las 9 de la noche y nos queda por 
ver un proyecto más. Por tanto, mi sugerencia 
es, como están todos los artículos aprobados 
por unanimidad, hacer una sola votación en el 
entendido de que cada cual podrá fundamentar 
su voto.
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Creo que eso nos podría ayudar.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

¿Habría acuerdo para pronunciarse, en una 
sola votación, sobre los ocho artículos?

Acordado.
Senadora Goic, tiene la palabra.
La señora GOIC.– Señor Presidente, quiero 

partir señalando que lo que hacemos hoy día es 
una buena noticia para muchos pensionados. 
Pero además, tal como planteaba la Senadora 
Muñoz, Presidenta de la Comisión de Trabajo, 
ello es producto de un acuerdo, lo que debe-
mos destacar, pues en un tiempo muy rápido, 
con mucha celeridad, le hemos dado cumpli-
miento. Es bueno cumplir los acuerdos, sobre 
todo cuando benefician a los adultos mayores. 

Asimismo, debo señalar que esta no es la 
reforma previsional, que sigue pendiente, y es-
pero que la podamos ver en el Senado pronta-
mente. Pero sí es un paso, de alguna manera es 
un ladrillo, un cimiento fundamental en nues-
tro sistema previsional y en nuestro sistema de 
protección social.

Cuando en la reforma del 2008 se crea el 
pilar solidario, en la discusión efectuada insta-
lamos como principio que en nuestro país las 
personas mayores, los hombres y mujeres de 
más de sesenta y cinco años, tenían derecho a 
sus ingresos, a su propia pensión. Por lo tan-
to, no debían ser carga de un hijo, no se les 
contemplaba ese ingreso, aunque vivieran con 
él. No eran castigados porque durante su vida 
activa tuvieran una casa. Eso no se considera 
en este caso para calcular si están dentro del 60 
por ciento más vulnerable y, en consecuencia, 
tienen derecho al pilar solidario.

Era un piso de dignidad.
Eso fue lo que hicimos cuando se creó el 

2008, en el Gobierno de Michelle Bachelet, el 
pilar solidario, que aprobamos varios de noso-
tros.

Hoy día damos otro paso. Es decir, ningún 
adulto mayor en nuestro país con su pensión 
va a quedar bajo la línea de pobreza. Me pare-
ce que eso es muy importante en términos de 

dignificar a nuestros adultos mayores.
Se implementa con una gradualidad. A to-

dos -¡a todos!- nos hubiera encantado que se 
hubiera materializado altiro el aumento del 50 
por ciento, para llegar a ese piso de dignidad. 
Pero esa gradualidad es bastante acotada. Se 
hizo un esfuerzo relevante, pero además con 
seriedad, con el respaldo de los recursos para 
tal fin.

Y no solamente lo hicimos respecto de 
nuestros adultos mayores. También se estable-
ció un piso de dignidad para las personas con 
discapacidad, a quienes les dimos un margen, 
un respiro, para no perder su pensión si acce-
dían a un trabajo, también cuando se creó el 
pilar solidario. Y hoy día decimos: “No van a 
ser castigados si ingresan al mundo del traba-
jo, porque queremos un mundo más inclusivo 
para las personas con discapacidad”.

Creo que eso es muy importante.
Quiero agradecer a la Ministra por haber 

puesto el tema, porque esto no estuvo inicial-
mente en el acuerdo. Pero si podíamos hacerlo 
hoy día y dar esa señal, es fantástico. Y debo 
destacarlo: es una buena noticia, un paso. Lo 
importante es que sigamos avanzando.

Porque es cierto, hoy día se aumenta la can-
tidad de beneficiarios, que llegará a un millón y 
medio de pensionados, quienes van a recibir en 
un momento, dentro de veinticinco meses, un 
aumento de 55 mil pesos en su pensión. Pero 
también se incrementa la cantidad por el au-
mento del tope de la pensión a la cual se puede 
acceder con aporte previsional solidario.

Eso reviste mucha importancia.
Lo propuesto hoy día es para quienes no co-

tizan y tienen la pensión básica solidaria. Sin 
embargo, también es para un universo que sí 
ha cotizado pero que queda con pensiones bajo 
488 mil pesos y está dentro del 60 por ciento 
más vulnerable.

Esos son los criterios, señor Presidente. 
Pero creo que debemos tener la misma ce-

leridad para aquellos pensionados de clase 
media y que son igual de pobres, pues tienen 
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la misma necesidad de aumentar hoy día sus 
pensiones.

Ahí hay un compromiso, y es parte del 
acuerdo asegurar que estén los recursos fisca-
les para que eso pueda darse desde el primer 
día, a la par de ir aumentando la cotización 
que tenemos que usar en forma solidaria, para 
permitir también el aumento de las pensiones 
de aquellas personas de clase media hoy día, 
no solamente del 60 por ciento más pobre y 
vulnerable.

Junto con eso, y con la creación de un sis-
tema mixto de pensiones de verdad, debemos 
ver cómo modificamos las actuales adminis-
tradoras de fondos de pensiones. O sea, cada 
vez que uno habla de los 551 millones de dó-
lares de utilidades que obtuvieron en los pri-
meros nueve meses de este año, que represen-
tan un 70 por ciento más que las utilidades del 
2018, resulta claro que la gente nos pida tener 
igual celeridad. Pongamos un límite a esas uti-
lidades. Además, establezcamos que sobre ese 
límite se reparta entre los fondos de los traba-
jadores.

Por ello, quiero invitar a este Parlamento, 
a quienes estamos aquí, a los representantes 
del Ejecutivo, a los Ministros a que avance-
mos con rapidez, porque ahí también nos están 
esperando, porque también se trata de adultos 
mayores que requieren avanzar en dignidad.

Voto favorablemente, y destaco el trabajo 
que hicimos con mucha generosidad, tanto en 
la Comisión de Hacienda como en la de Traba-
jo; el impulso de los Diputados, y también la 
seriedad para sacar adelante hoy día este pro-
yecto.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
A continuación, tiene la palabra el Senador 
García.

El señor GARCÍA.– Señor Presidente, este 
es un día muy importante para 1 millón 600 
mil pensionados de nuestro país.

Por fin, el Congreso Nacional va a despa-
char un proyecto enviado por el Presidente de 
la República para concretar una promesa de 

mucho tiempo: el mejoramiento de las pen-
siones básicas solidarias de vejez, de las pen-
siones básicas solidarias de invalidez y de los 
aportes del pilar solidario.

Y digo que es importante porque, como 
bien lo señaló alguien que me antecedió, este 
ha sido un largo proceso, con encuentros y 
desencuentros. Y, finalmente, vamos a poder 
decirles a nuestros pensionados que se están 
reajustando sus pensiones, que estamos avan-
zando en materias tan importantes como las 
que señaló la Ministra del Trabajo, a quien 
aprovecho de felicitar. Hasta ahora se les de-
cía que la pensión básica solidaria de invalidez 
no la podían mantener si estaban trabajando. 
Pero ahora el trabajo que debían ocultar lo po-
drán desarrollar transparentemente, porque los 
ingresos que obtengan por él no van a afectar 
el beneficio de la pensión básica solidaria de 
invalidez. Eso, qué duda cabe, es un gran gran 
avance. No es solo el reajuste de las pensiones; 
son estos avances a los que también se refería 
la señora Ministra del Trabajo.

 Hay personas que a los sesenta y cinco 
años se pensionaron a través de la modalidad 
de retiro programado, fueron perdiendo o dis-
minuyendo significativamente el monto de su 
pensión y, sin embargo, no podían ser toma-
das por el pilar solidario a los setenta y cinco u 
ochenta años porque la ley no lo contemplaba. 
Ahora sí serán acogidas y tendrán asegurada 
una pensión mínima, lo cual me parece que 
también es otro avance significativo.

Lo mismo ocurre con la garantía de la pen-
sión. A pesar de que los fondos en una AFP va-
yan disminuyendo, no se afectarán, finalmente, 
los beneficios por concepto de sobrevivencia.

Por eso creo que este es un día importante, 
un día en que por fin les vamos a poder dar a 
nuestros pensionados una muy buena noticia.

Por supuesto que tenemos desafíos pen-
dientes. Todos nosotros sabemos que los pen-
sionados a través del sistema de AFP están 
reclamando que nos hagamos cargo del bajo 
monto de sus pensiones. Y debemos hacerlo. 
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En la Cámara de Diputados se encuentra un 
proyecto de reforma previsional y existe buena 
voluntad para subir la cotización y destinar un 
porcentaje prioritario de ella a tener un sistema 
de reparto y de esa forma poder mejorar las 
pensiones.

El Gobierno, durante la discusión del Pre-
supuesto 2020 y también durante la discusión 
de estos proyectos de ley, ha manifestado su 
disposición a poner recursos fiscales para que 
durante el período de transición, mientras se 
vayan acumulando los recursos de la nueva co-
tización, pueda haber un mejoramiento de las 
pensiones.

Pero necesitamos construir un acuerdo po-
lítico, necesitamos construir un acuerdo legis-
lativo. Y tenemos que hacerlo con prontitud, 
con rapidez, porque no podemos transmitir el 
mensaje de que quienes han ahorrado -algunos 
por más años, otros por menos- pueden recibir 
pensiones incluso más bajas que las que esta-
mos aprobando hoy día.

Eso, por supuesto, no es justo con personas 
que han dedicado toda su vida a trabajar y que 
también han hecho un tremendo esfuerzo por 
ahorrar para su pensión de vejez.

Debemos actuar con la mayor urgencia po-
sible. Con el mayor rigor técnico, por supuesto, 
pero, a la vez, con la mayor urgencia posible.

Señor Presidente, termino expresando que 
los Senadores de Renovación Nacional concu-
rrimos entusiastamente con nuestro voto favo-
rable a la aprobación del proyecto, porque por 
fin vamos a poder decir que hemos cumplido 
con lo que nuestros adultos mayores nos han 
venido reclamando durante tanto tiempo.

Muchas gracias.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra la Senadora Ximena Rincón.
La señora RINCÓN.– Señor Presidente, 

quiero partir por saludar y felicitar a los cole-
gas que trabajaron este proyecto en las Comi-
siones de Hacienda y de Trabajo y, por cierto, 
tal como ya lo dijo el Senador Lagos Weber, 
también la labor que se realizó durante la dis-

cusión presupuestaria. Sin lugar a dudas, ha 
sido fundamental para llegar a este momento.

Quiero levantar el siguiente punto, señor 
Presidente.

Efectivamente, el acuerdo que se adoptó 
en las conversaciones fue no afectar el pilar 
contributivo para revisarlo en una ley especí-
fica. Pero aquí, al hacer esta modificación, se 
generaba un efecto indeseado que la Ministra 
explicó muy bien. Al subir el monto del aporte 
del Estado a la pensión de nuestros adultos ma-
yores, se modifica uno de los requisitos para el 
retiro de excedentes de libre disposición. Y eso 
obviamente, desde el punto de vista del siste-
ma, afecta los derechos de quienes ahorran, de 
quienes cotizan.

Por lo tanto, nos parecía fundamental que 
eso se tuviera en consideración al momento de 
legislar sobre la materia. Y agradezco al Ejecu-
tivo que así lo hiciera.

Muchas veces varios de nosotros hemos 
reclamado por la titularidad de los fondos de 
pensiones. ¿De quiénes son? De los trabajado-
res. Y resulta que ahora, si la exigencia míni-
ma de lo que debe tener ahorrado el trabajador 
aumenta, asimilándolo al cien por ciento de la 
pensión máxima con aporte solidario, lo que 
estamos haciendo es dejar retenidos en el sis-
tema una mayor cantidad de fondos, lo que no 
parece justo.

Con el Senador De Urresti hemos hablado 
sobre esto. Él me dice: “Yo quiero un cambio 
y que abordemos el sistema en su conjunto”. Y 
estamos de acuerdo: veámoslo, pero sin afec-
tar, de manera indirecta, los ahorros de los tra-
bajadores. Y eso es lo que el Ejecutivo, único 
titular en estas materias, hizo con la indicación.

Tenemos muchos más asuntos que discutir 
respecto de las pensiones y nuestro sistema 
previsional y, tal como indicó quien me ante-
cedió en el uso de la palabra, debemos discu-
tirlos acabadamente, precisando claramente su 
impacto.

Cuando las ganancias de las AFP, tal como 
señaló la Senadora Goic, superan los 500 mi-
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llones de dólares y las pensiones que paga el 
sistema no son así de cuantiosas, obviamente 
que tenemos un tema que abordar. Pero no 
podemos, con normas indirectas, afectar los 
fondos o la titularidad de la propiedad de los 
fondos de nuestros trabajadores. Por eso era 
tan importante desacoplar la posibilidad del 
retiro de excedentes de libre disposición del 
aumento de las pensiones con aporte solidario 
del Estado.

Yo agradezco eso en esta discusión, así 
como a los colegas de Hacienda y de Traba-
jo, quienes recogieron ese planteamiento en la 
negociación y aprobaron la disposición perti-
nente. Los fondos son de los trabajadores y no 
podemos gravar la posibilidad de utilizarlos a 
través de esta normativa.

¿Quedan temas por discutir? Por cierto. 
¿Es insuficiente la pensión? Sí, es insuficien-
te, pero aquello es lo que el Ejecutivo estuvo 
dispuesto a hacer y, obviamente, cuenta con el 
respaldo de esta Sala.

El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 
Tiene la palabra, a continuación, el Senador 
Rabindranath Quinteros.

El señor QUINTEROS.– Saludo, en primer 
lugar, a la señora Ministra, a quien le agradez-
co la buena disposición que siempre ha tenido 
para tocar diferentes temas.

Señor Presidente, cuando nos comparamos 
con los países de la OCDE, una de las princi-
pales diferencias que saltan a la vista se refiere 
al sistema de seguridad social. 

En la mayoría de las naciones existe un ro-
busto sistema de seguridad social que protege 
efectivamente a las personas en las diversas 
contingencias que deben enfrentar en la vida: 
en materia de salud, en el tema del desempleo 
o una vez que llegan a la edad de jubilar. Y la 
protección es responsabilidad primordial del 
Estado. Es lo que se llama “Estado de bien-
estar” que han construido países democráticos 
con niveles de desarrollo similares al nuestro. 

Algo muy distinto es lo que ha imperado en 
Chile en las últimas décadas, en que han pre-

valecido soluciones individuales y privadas a 
problemas que son colectivos y públicos. 

Esto es lo que hoy está cuestionando la ciu-
dadanía, y por eso hablamos de la necesidad de 
reformas estructurales en estos ámbitos, que 
constituyen los tres pilares de la agenda social: 
salud, pensiones y salarios dignos. 

En materia de pensiones, los chilenos tie-
nen un juicio lapidario en contra del sistema de 
AFP, que es imposible de revertir. 

Los chilenos piden pensiones justas para 
quienes han contribuido con su trabajo al desa-
rrollo del país, cuyo monto no dependa única-
mente del esfuerzo individual y la rentabilidad 
de las inversiones, y pensiones básicas que 
permitan satisfacer las necesidades esenciales 
de quienes por distintas razones no han coti-
zado. 

El Gobierno planteó un mejoramiento del 
20 por ciento, que en este Congreso, tan vapu-
leado, a través de la negociación sobre reforma 
tributaria y la Ley de Presupuestos, se logró 
mejorar sustancialmente hasta llegar al 50 por 
ciento, según rangos etarios. 

Este es un primer paso para empezar a cam-
biar la realidad que viven millones de adultos 
mayores que deben seguir trabajando hasta 
avanzada edad o depender de la ayuda de sus 
hijos o de sus nietos para sobrevivir. 

Los trabajadores no pueden pasar a ser po-
bres por el hecho de jubilar.

Celebro este avance. Hay que reconocerlo. 
Sin embargo, al mismo tiempo, hay que cen-
trar la atención en los temas pendientes: temas 
sociales y también políticos, porque están ín-
timamente ligados; preocuparnos de la nueva 
Constitución, que debe ser la casa común, pero 
también de estos tres pilares de que he habla-
do: salud, pensiones y salarios dignos, que vie-
nen a constituir el alhajamiento mínimo de esa 
casa de todos.

Naturalmente, todo esto requiere otro Esta-
do, lejos del modelo subsidiario; otra cultura 
democrática, con mayor participación y con-
trol de los ciudadanos, y otra estructura tribu-
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taria, en que los que tengan más contribuyan 
también con más.

Como las pensiones son gastos permanen-
tes, deben ser financiadas con ingresos perma-
nentes, es decir, con mayores tributos.

De esta manera, señor Presidente, nos esta-
remos acercando al Estado de bienestar que se 
merece nuestro país.

He dicho.
El señor DE URRESTI (Vicepresidente).– 

Tiene la palabra el Senador Coloma.
El señor COLOMA.– Señor Presidente, 

como todo en la vida, hay días buenos y días 
malos. Y creo que el de hoy, por lo menos has-
ta esta hora e independiente de otros temas que 
pueden ser más complejos, está siendo bueno.

Creo que todos debemos sentirnos parte de 
un proceso que, espero, culmine ahora con la 
aprobación del proyecto en debate y que res-
ponde a una necesidad social compartida du-
rante décadas en este Congreso. No digo que 
tenga un final absoluto y totalmente feliz, por-
que, en este tipo de materias, uno siempre es 
más deudor que acreedor.

Esto tiene un significado muy profundo en 
la forma de hacer las cosas.

Quisiera valorar el esfuerzo económico que 
ha hecho el Gobierno, a nombre de todos los 
chilenos, porque, para darle un sentido econó-
mico, hay que decir que el primer año serán 
750 millones de dólares, y al 2022, 1.500 mi-
llones de dólares. Estamos hablando de me-
gacantidades, por así decirlo, que reflejan un 
esfuerzo fiscal inmenso, que, como todo en la 
vida, no es gratis. Va a suponer, obviamente, 
reasignaciones, dificultades o endeudamientos 
importantes que harán complejos los equili-
brios económicos no solamente para este Go-
bierno, sino también para los que vengan. 

Sin embargo, creo que había llegado el mi-
nuto en que había que dar el paso, y el Ejecuti-
vo lo dio con decisión, con valentía.

Aunque, en general, no soy mucho de agra-
decer, quiero darle las gracias, señor Presi-
dente, a la Ministra del Trabajo, no solo por 

su voluntad, sino también por su ánimo y su 
espíritu didáctico, porque los desafíos de quie-
nes estuvimos en la Comisión fue entender las 
dificultades infinitas de los distintos sistemas 
previsionales que hay en Chile, que son com-
pletamente agobiantes de asumir, de compren-
der. Pero, cuando uno tiene buena voluntad, las 
asume. Aquello fue muy valioso y relevante, 
además, porque se realizó con un lenguaje 
simple de transmitir al ciudadano. E incluyo 
en mis agradecimientos al Ministro Ward, tam-
bién aquí presente.

Asimismo, hay que considerar que esto 
obedece más a una lógica de entendimiento 
que de enfrentamiento. Porque es verdad: en la 
Comisión de Hacienda, a propósito de la dis-
cusión presupuestaria, y luego, en su momen-
to, en la Comisión de Trabajo, hubo que tratar 
de ponernos de acuerdo en algunos niveles que 
no son fáciles, por cuanto este es el tipo de co-
sas donde las demandas son más bien infinitas, 
y las capacidades, muy complejas.

En todo caso, pienso que estamos generan-
do un cambio muy importante: subir en 50 por 
ciento las pensiones de aquí al 1° de enero del 
2022. Y en este punto reclamo por un proble-
ma comunicacional. La gente plantea: “¡A tres 
años!”. ¡No! Es a dos años y veintiséis días, 
que es distinto. Por eso, creo que ahí tal vez 
cometimos una falta en la explicación. 

El hecho es que, por gradualidad, habrá un 
incremento del 50 por ciento de las pensiones. 
Alguien me puede decir: “¡No es mucho!”. 
Pero, oiga, cuando es el 50 por ciento, pasa 
a ser mucho. ¡Harto! ¡Significativo! ¡Mueve 
en algo la aguja! Claro, uno puede aspirar a 
cantidades mucho mayores, pero representa un 
esfuerzo histórico. 

Creo que eso es extraordinariamente rele-
vante y, a mi juicio, marca una forma de enten-
derse muy importante.

Por último, señor Presidente, dentro del 
escaso tiempo que me queda, no quiero dejar 
pasar un tema que el Gobierno abordó con ma-
yor decisión el día de hoy, como es el cambio 
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de la regla relativa a quien recibe una pensión 
de invalidez, ya que, a partir de la normativa 
en debate, esta última ya no será incompatible 
con un esfuerzo de trabajo remunerado formal. 
Según datos proporcionados por la señora Mi-
nistra, estamos hablando de más o menos 200 
mil personas que tienen una pensión funcional 
a su discapacidad, pero obviamente, hay dis-
tintos grados y distintas oportunidades. A mí 
me ha tocado muchas veces, en la Región del 
Maule, hablar con personas a las que, por tener 
un porcentaje de pensión por invalidez, les re-
sulta imposible, en la práctica, generar alguna 
actividad remunerada formal, lo que a veces 
genera frustración y a veces informalidad.

Creo que hay que poner cuidado en tener 
siempre reglas claras, porque por algo se da 
una pensión. Pero también es verdad -y le pido 
un último minuto, señor Presidente, para ter-
minar- que, cuando uno habla de “Inclusión” 
(con mayúscula), de cambiar y mejorar las re-
glas, de brindar opciones, pocas cosas resultan 
más nobles que darle, a una persona que sufre 
una discapacidad, también la oportunidad de 
que se le abran las puertas para ejercer algún 
tipo de trabajo, cosa que hasta ahora era muy 
compleja, por la amenaza que implica respecto 
de la pérdida de su pensión.

Por eso, señor Presidente, pienso que este 
es un día importante, un día positivo; uno de 
aquellos de los que uno espera acordarse por-
que pasaron muchos años antes de que llegara. 
Generalmente, los chilenos somos malos para 
apreciar las cosas cuando se logran, y más bien 
buenos para oír a la gente cuando no se logran.

Bueno, ¡aquí estamos logrando algo!
Este un paso muy significativo, que valoro, 

aplaudo, y que ojalá marque, en esta materia, 
un antes y un después.

He dicho.
El señor QUINTANA (Presidente).– Sena-

dor Bianchi, tiene usted la palabra.
El señor BIANCHI.– Señor Presidente, 

creo que miles de adultos y adultas mayores 
nos están viendo en esta transmisión especial.

Parto aclarando un primer punto.
¿Es esta una reforma previsional? ¡No! ¿Se 

toca a las AFP? ¡No! Es más, con respecto al 
aporte solidario, constituido por platas que en-
trega el Estado, cabe señalar que los fondos 
son traspasados, mes a mes, a las AFP. 

¿Es este proyecto un avance en cuanto a 
pensión básica solidaria y aporte solidario? 
¡Sí! Es un importante avance. Y es lo que esta-
mos discutiendo el día de hoy.

Hace algunos días, en la Región de Maga-
llanes, hice un programa especial sobre esta 
materia, para intentar aclarar las dudas de per-
sonas que reciben pensión básica solidaria o 
aporte solidario del Estado acerca de cómo 
esta normativa producirá un efecto en sus pen-
siones.

Efectivamente, los mayores de ochen-
ta años van a tener un incremento del 50 por 
ciento, pero también hay que decir que son los 
menos, desgraciadamente. Es un conjunto bas-
tante menor. ¿Por qué? Porque la mayoría de 
los pensionados están entre los sesenta y cinco 
y los setenta y cinco años. Sin embargo, habrá 
un incremento en el tiempo, tal como lo han 
señalado la propia Ministra y las Senadoras y 
los Senadores que me antecedieron en el uso 
de la palabra.

Esto tendrá un efecto positivo en otras pen-
siones. Por ejemplo, toda persona que al día de 
hoy reciba una pensión de hasta 320 mil pe-
sos va a tener un incremento de acuerdo con 
el monto que le paguen. Tanto es así que en un 
tiempo más el tope se elevará hasta las pensio-
nes de 488 mil pesos.

Otra duda: aquellas personas que se pensio-
naron con aseguradoras, ¿van a tener también 
un aporte con este proyecto? Sí, van a tener 
un incremento en sus pensiones, tal como lo 
ratificó la señora Ministra.

¿Qué pasa con las viudas, con las monte-
piadas? ¿Van a experimentar un aumento? Sí, 
dependiendo, obviamente, del monto de sus 
pensiones.

Por eso, muchas Senadoras y Senadores han 
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reclamado, con toda justicia, que acá se sumó 
un poco lo que tiene que ver con el decreto ley 
N° 3.500. Nosotros tenemos el profundo de-
seo de realizar un sincero y gran debate en esta 
materia, señor Presidente, por una sola razón: 
las pensiones en Chile no alcanzan para vivir 
en Chile. ¡Y es así!

¡Las personas pensionadas en nuestro país 
no pueden vivir en nuestro país con las pensio-
nes que reciben! 

Y por eso tenemos que entrar al debate de 
fondo, al debate de una reforma previsional 
que toque a las AFP. Estas hoy día miran desde 
afuera, desde arriba. ¡No han sido tocadas! Por 
lo tanto, todo sigue exactamente igual. 

Aquí el esfuerzo lo ha hecho el Estado.
Efectivamente, luego de una negociación 

política entre parlamentarias, parlamentarios 
y el Gobierno, se llegó a un acuerdo final que 
produce un incremento -yo diría- algo más sig-
nificativo que lo que se había propuesto en un 
comienzo, pero que claramente está muy por 
debajo de la línea de la pobreza, cuyo corte 
son los 420 mil pesos. Por tanto, la gran ma-
yoría de las pensionadas y los pensionados en 
nuestro país está recibiendo mucho menos de 
lo que es la propia línea de la pobreza. 

¡Y por eso, cuando uno se pensiona, co-
mienza a ser pobre en este país, Presidente! 

Cada persona adulta mayor, desde la puer-
ta de su casa para adentro, vive otra realidad: 
donde ya no se alimenta como antes; donde 
no le alcanza para la calefacción; donde no le 
alcanza para los medicamentos; donde no le 
alcanza para los consumos básicos, ni menos 
para recreación. ¡Esa realidad es la que tene-
mos que enfrentar; esa realidad es la que debe-
mos abordar!

¡Cómo hacemos para que las pensiones que 
se pagan en Chile alcancen para vivir en Chile 
y no sean una fábrica de pobreza para nuestros 
adultos mayores!

Voy a sumarme al voto favorable por esta 
propuesta que nos ha traído el Ejecutivo. Pero, 
sin duda alguna, llamo al Gobierno a abordar 

de una buena vez una profunda reforma pre-
visional que toque a las AFP. ¡No le tengamos 
miedo a esa industria! ¡Toquemos a las AFP 
y generemos pensiones que sean dignas para 
nuestros adultos mayores!

El señor QUINTANA (Presidente).– Yo 
tengo el deber de informar a Sus Señorías que 
quedan diez Senadores inscritos y que hay un 
horario fijado para poner en votación el si-
guiente proyecto.

Entonces, no sé si habría acuerdo -simple-
mente lo pregunto- para reducir los tiempos de 
cinco a tres minutos.

El señor LAGOS.– ¡Después del próximo 
orador, que soy yo, no hay problema…!

El señor LETELIER.– ¡No, señor Presiden-
te!

El señor BIANCHI.– ¡Es injusto!
El señor NAVARRO.– ¡No!
El señor QUINTANA (Presidente).– Bue-

no, no hay acuerdo.
Tiene la palabra el Senador Ricardo Lagos 

Weber.
El señor BIANCHI.– ¡Abra la votación, se-

ñor Presidente!
El señor NAVARRO.– No.
La señora ALLENDE.– Sí.
El señor LAGOS.– Yo no tengo problemas 

en que se abra la votación; total vamos a estar 
acá todo el rato.

El señor QUINTANA (Presidente).– Si le 
parece a la Sala, procedemos a votar.

Acordado.
En votación.
—(Durante la votación).
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el Senador señor Lagos.
El señor LAGOS.– Seré breve, señor Pre-

sidente. 
Me tocó informar el trabajo de la Comisión 

en esta materia, pero ahora quiero dar una opi-
nión desde el punto de vista de la fundamenta-
ción de mi voto. 

Deseo recordar el origen del proyecto que 
estamos discutiendo hoy día: era parte de la 
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iniciativa global de reforma a las pensiones a 
la que hizo referencia el Senador Bianchi, pero 
que después se separó. 

En ese proyecto original del Gobierno ve-
nía contemplado, como un gran atractivo a fin 
de incentivar el apoyo a la reforma más grue-
sa de las AFP, entre otras cosas, un aumento 
a la pensión básica solidaria. La amenaza era 
la siguiente: había que aprobar en diciembre 
la iniciativa porque, de lo contrario, no habría 
incremento para los adultos mayores en ene-
ro. El aumento era de 10 por ciento. Ese era el 
“candy”, como se dice. ¡Era de 10 por ciento!

Vino el estallido social del 18 de octubre 
y, entre las primeras medidas que anunció el 
Presidente Piñera, estuvo el aumento de la 
pensión básica solidaria -dentro del mismo 
proyecto, obviamente- de 20 por ciento ahora. 

Pero la crisis se extendió; el estallido social 
fue muy severo -no hace falta hablar mucho 
más de eso-, y el resultado de aquello fue que 
durante la discusión de la Ley de Presupuestos 
se acordó algo que no tiene que ver con ella: el 
compromiso de dividir el proyecto de pensio-
nes del Gobierno y aprobar en una ley separa-
da un aumento sustantivo de 50 por ciento.

¿Y por qué se buscó esa cifra? No fue fácil 
llegar a acuerdo con el Gobierno, porque ese 
porcentaje constituye un referente, que busca 
acercar la pensión básica solidaria a la línea de 
pobreza. Cualquier preferiría que el parámetro 
fuera, tal vez, similar al del ingreso mínimo o 
al de un ingreso mayor. 

Pero hubo un sentido de urgencia: se acor-
dó durante la discusión presupuestaria; luego 
fue a la Cámara de Diputados, y ahora estamos 
analizando dicho aumento acá.

Con todas las deficiencias que esto pueda 
tener, sin duda es un tremendo aporte para los 
adultos mayores que viven de la pensión bási-
ca solidaria. 

Les quiero recordar que dicha pensión co-
menzó en el año 2008, en el Gobierno de la 
Presidenta Bachelet, cuando por primera vez 
se introdujo un concepto distinto en el sistema 

actual. Antes lo único que aportaba el Esta-
do eran pensiones asistenciales básicas, y no 
alcanzaban ni siquiera para todos. Entonces, 
hubo algo más concreto, un cambio profundo.

Trato de ponerle mi mejor expresión corpo-
ral a esto, porque sí estoy satisfecho con el me-
joramiento sustantivo que se alcanzó respecto 
del 10 por ciento que había. ¡Ahora es cinco 
veces eso! 

Sin embargo, con la misma premura con 
que negociamos esto, con la misma premura 
con que están tratando de avanzar en el tema 
constitucional -la iniciativa debe estar aproba-
da a más tardar el 28 de diciembre para que 
el Servel pueda llevar a cabo el plebiscito en 
abril, y ojalá así ocurra-, yo sugiero que ten-
gamos algún grado de compromiso entre no-
sotros y el Gobierno -y miren lo que les digo- 
para ponernos una meta en materia de reforma 
de pensiones. ¡Una meta!

Digan “abril”, digan “mayo”; que esté pro-
mulgada para la Cuenta Pública presidencial. 
Vamos a discutir el contenido. Va a ser difícil, 
va a ser duro. Pero si no lo podemos sacar de 
aquí a junio, ya da lo mismo, porque eso sig-
nifica que tenemos diferencias muy profundas. 

Pongámonos esa meta, porque lo que nos 
están pidiendo las personas afuera son resulta-
dos concretos. La verdad es que este proyecto, 
una vez aprobado, va a ser el primer acuerdo 
concreto que no sea evitar el alza de 30 pesos 
en la tarifa del Metro -después de la “tendalá” 
que quedó, ¡quién lo iba a subir, obviamente!- 
o impedir un incremento en las tarifas eléctri-
cas.

Creo que es desde el Senado, desde el Con-
greso, de donde podemos proveer estas solu-
ciones, más allá de los cuestionamientos que 
hay sobre la clase política. Es desde acá.

Entonces, con la misma voluntad y disposi-
ción, pido que avancemos en el tema de pen-
siones, que es realmente un tema neurálgico 
para muchos chilenos, ¡neurálgico! Y si hay un 
compromiso formal de iniciar conversaciones 
pronto, con lo que sea necesario, saquemos un 
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proyecto que esté promulgado para la Cuenta 
Pública del 1º de junio. Tal iniciativa va a ser 
discutida; va a ser peleada, pues habrá muchas 
diferencias. Pero fijemos esa meta con urgen-
cia. 

No puede ser que nos pongamos una meta 
urgente para la nueva Constitución porque se 
nos acaba el plazo y no hagamos lo mismo en 
materia de pensiones. Creo que podemos rea-
lizar las dos cosas simultáneamente, como lo 
vamos a hacer ahora: aprobamos esta inicia-
tiva y después ver el proyecto relativo a los 
saqueos.

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador David Sandoval.

El señor SANDOVAL.– Señor Presidente, 
sin duda, lo que ha señalado recién el Senador 
Lagos Weber grafica de mejor manera las vo-
luntades e intenciones que nos animan desde el 
Congreso para avanzar en el cumplimiento de 
las demandas que nos ha puesto la comunidad. 

Con frecuencia solemos ver el vaso medio 
vacío, pero aquí se ha hecho un cambio sus-
tantivo en la atención de una necesidad que va 
a favorecer a poco más de un millón y medio 
de pensionados en diferentes ámbitos, quienes 
apreciarán este beneficio significativo, el cual 
se empieza a pagar a partir del mes de diciem-
bre.

¿Cuántos pensionados trabajan en la in-
formalidad para no perder, precisamente, sus 
pensiones solidarias, de vejez e invalidez? Son 
muchos adultos mayores los que se esconden 
para no perder tales beneficios. Pero a partir de 
hoy día no van a tener necesidad de ello.

Un millón de personas recibe el aporte so-
lidario en nuestro país y casi 600 mil cobran 
la pensión básica solidaria. Y todas ellas verán 
incrementadas de manera sustantiva sus pen-
siones.

En las últimas semanas hemos hablado con 
diferentes gremios, asambleas y entidades. En 
nuestra Región de Aysén estuvimos, junto a la 
Senadora Órdenes, participando en una asam-
blea con adultos mayores. Y todos ellos nos 

planteaban la urgente necesidad de que se les 
mejoraran las pensiones y nos increparon para 
que actuáramos de manera consecuente con tal 
propósito.

Me reuní hace pocos días con la Asociación 
de ex Funcionarios Públicos, quienes plantea-
ban sus necesidades respecto del pilar contri-
butivo. Esperamos, como bien se dijo acá, que 
la reforma al sistema de pensiones, que hoy día 
se halla en tramitación en la Cámara de Dipu-
tados, avance en tal sentido.

Incluso más, recuerdo que, en el marco de 
entendimiento social, se suscribió también el 
compromiso de acelerar el proceso que permi-
te mejorar los programas y las pensiones. Esta-
mos hablando de una señal muy potente desde 
el punto de vista humano.

Solamente en el caso de mi Región de Ay-
sén, son 6.803 las personas beneficiadas con 
aporte previsional solidario y pensión básica 
solidaria de vejez, y 1.501, con pensión bási-
ca solidaria y APS de invalidez. Estamos ha-
blando, solo en el caso de mi región, de 8.304 
beneficiarios. ¡Son 8.304 adultos mayores que 
nos están reclamando, nos están exigiendo, 
nos están planteando en esta disyuntiva su ne-
cesidad!

Creo que hoy día también nos hacemos par-
te de las demandas que han hecho presentes 
diversos gremios. Quiero destacar, entre otros, 
a la Unión Nacional de Pensionados, que pre-
side don Francisco Iturriaga, la entidad de pen-
sionados más grande de nuestro país.

Fundamentalmente, de lo que hoy día esta-
mos siendo parte, dando una respuesta concre-
ta, necesaria, anhelada y esperada a los adultos 
mayores, es de un aumento en las pensiones, 
independiente de su gradualidad. Ellos nos han 
expresado por diversos medios que es bueno 
que esto esté pasando. Agradecen el esfuerzo 
y el impacto.

Quisiéramos que fuese mucho más, ¡sin 
duda que sí! 

En definitiva, los adultos mayores están con 
la mayor esperanza de que esta iniciativa sea 
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una realidad en el menor tiempo posible y de 
que se apruebe, tal como lo hicieron reciente-
mente la Cámara de Diputados y la Comisión 
que analizó esta materia en el Senado, de for-
ma unánime.

Creo que aquí se da una respuesta concreta 
a una demanda social que por años se ha veni-
do manifestando.

Vimos la “marcha de los bastones”: adultos 
mayores que reclamaban en la calle un reque-
rimiento por transporte. A Dios gracias, tam-
bién tenemos una respuesta en ese contexto. 

Estamos hablando, en definitiva, de perso-
nas que legítimamente hoy día nos reclaman 
una atención a sus necesidades, en un país que 
vive en otras condiciones.  

Hay gente que no posee cotizaciones, por 
la informalidad en que laboraba o muchas ve-
ces por omitir formalizar sus propias fuentes 
de trabajo.

Creo que esos 8.304 adultos mayores de mi 
Región de Aysén, sin duda, tendrán un motivo 
más para esbozar una sonrisa en sus caras y 
decir: “Hoy día vamos a recibir una mejora”. 

Evidentemente, era una necesidad de la que 
había que hacerse cargo. Nos alegramos de 
todos los procesos que han terminado en esta 
instancia, de las correcciones que se hicieron 
al proyecto y de la respuesta concreta de mejo-
ra, que de todas maneras debemos apoyar.

Voto que sí, con el mayor y absoluto agra-
do.

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador Iván Moreira. 

El señor MOREIRA.– Señor Presidente, 
quiero abordar este tema desde otra dimen-
sión. Hay una frase que dice: “Todo el mundo 
quiere vivir mucho tiempo, pero nadie quiere 
llegar a viejo”. Creo que ella refleja el temor 
que tiene la mayoría de la humanidad de llegar 
a esa edad en que algunos vuelven a ser niños: 
sin dientes, sin ganas, sin poder caminar. 

Aunque se intente acomodar el concepto 
de “vejez” a los términos de “adulto mayor” 
o “tercera edad”, ¡llegamos todos a viejos! Y 

hoy día en nuestro país se evidencia que hay 
millones de chilenos que viven su vejez en for-
ma indigna. Esa es una deuda que mantiene el 
Estado de Chile.

Yo escucho muchos discursos; veo que gol-
pean la mesa, y se expresa mucho populismo 
al proponer cómo resolver esta situación, en 
circunstancias de que durante treinta años no 
se ha solucionado. 

Ahora, luego de la situación que estamos 
viviendo como país, yo valoro que todos ha-
yamos aterrizado, porque aquí la Izquierda 
democrática, la Derecha y el Centro fueron lo 
mismo en muchas materias económicas. 

Por eso, creo que vivimos, como todos han 
señalado, un momento especial, importante. 
Este proyecto de ley aumenta la pensión bási-
ca solidaria y el aporte previsional solidario, lo 
que es una gran noticia.

Es verdad que la gente va a recibir este 
aporte significativo durante los primeros me-
ses con una sonrisa. Pero esa sonrisa se va a 
desdibujar cuando pase un año, dos años, si no 
somos capaces de ir mejorando las pensiones. 
No es fácil, porque se requieren recursos y hay 
otras necesidades. Lo importante es dar un 
paso adelante en serio.

Cuando hablemos de la previsión, ¡por fa-
vor!, no fundamentemos solamente en virtud y 
en contra de las AFP.

Estas administradoras han existido durante 
años, y entiendo que todos los parlamentarios 
que están aquí cotizan en ellas. Puede que al-
guno tenga muchos años en otro tipo de caja, 
que ya prácticamente no existen, y reciba pen-
siones por esa naturaleza. Pero, en términos 
generales, la gente está en las AFP. Y aquí se 
tiende a demonizarlas. 

Se habla mucho de la transparencia, ¡está 
bien! Quizás nos equivocamos en no haber ge-
nerado en nuestro país una AFP estatal. A lo 
mejor eso hubiese solucionado el problema. 
Sin embargo, no lo corregimos a tiempo.

Señor Presidente, los adultos mayores no 
requieren de nuestra pena ni de nuestra mise-
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ricordia. Ellos exigen justicia; nos demandan 
poner nuestros mejores esfuerzos para lograr 
hacernos cargo de sus necesidades, y hoy día, 
en forma transversal, el Congreso lo está ha-
ciendo.

Lo vamos a repetir una y mil veces: este es 
un esfuerzo muy importante, pero no puede ni 
debe ser el último proyecto que beneficie a los 
adultos mayores. Debemos entender que no 
podemos construir futuro sin hacernos cargo 
de nuestro pasado.

Es imperativo hacernos responsables de sus 
necesidades de salud, del precio de los medi-
camentos -en ello está trabajando con mucho 
afán el Gobierno del Presidente Piñera-, de las 
facilidades para su desplazamiento, de cosas 
tan simples como las veredas y las áreas ver-
des para su distracción y disfrute, de su espar-
cimiento, de los espacios para la interacción 
social. 

En Chile aumentan cada vez más los adul-
tos mayores que se sienten solos. 

A algunos no les interesa este discurso, pero 
tarde o temprano llegarán a viejos y no sé si 
tendrán acumulados recursos para disponer de 
una jubilación justa.

Debemos ser comunidad, contención, apo-
yo y respeto. Nuestros adultos mayores lo me-
recen y lo necesitan ahora. 

Nuestra tarea hoy es vencer el pesimismo, 
¡vencer el pesimismo!

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador Juan Pablo Letelier.

El señor LETELIER.– Señor Presidente, 
estimados colegas, este es un buen acuerdo.

La Oposición le pidió al Gobierno hace 
un año que dividiera su proyecto de reforma 
previsional en dos. Hoy vamos a discutir dos 
iniciativas de ley separadas: una es la que nos 
ocupa, sobre pensión básica solidaria, ley que 
impulsó la Presidenta Bachelet, que se rela-
cionan con un sector no contributivo esencial-
mente, y, posteriormente, veremos un proyecto 
sobre el sistema contributivo de pensiones.

Este es un buen acuerdo, porque, a diferen-

cia de lo que proponía el Gobierno inicialmen-
te, que era un reajuste parejo de 10 por ciento, 
ahora se establece un alza con un piso superior: 
de 25 por ciento este año para las personas en-
tre setenta y cinco y setenta y cinco años; de 
30 por ciento para las personas entre setenta 
y cinco y ochenta, y de 50 por ciento para los 
mayores de ochenta años. En veinticinco me-
ses se logrará un reajuste del 50 por ciento, lo 
cual representa en términos prácticos más de 
50 mil pesos para cada uno de ellos.

Es un paso positivo, sin duda.
No olvidemos que el sistema de las AFP es 

un sistema fracasado, que no ha sido capaz de 
dar pensiones dignas. El 70 por ciento de los 
que jubilan por dicho sistema reciben una pen-
sión por debajo del sueldo mínimo.

Este proyecto hace, adicionalmente, algo 
que propusimos como Oposición. Valoramos 
que el Gobierno haya acogido nuestra pro-
puesta de que la pensión básica solidaria, que 
entrega el Estado, a lo menos esté al nivel de 
pobreza: 165 mil pesos.

Sin embargo, señor Presidente, faltan mu-
chos temas. 

Aquí no nos hemos hecho cargo de otras 
pensiones que no son parte de la pensión bási-
ca solidaria. Y quiero referirme a los exonera-
dos, que son más de cien mil, quienes están con 
sus pensiones congeladas en 160 mil pesos, a 
los que les siguen descontando el 7 por ciento 
para Fonasa, que se encuentran castigados, y 
es evidente que ellos deberían estar dentro de 
esta ley en proyecto porque están financiados 
con recursos públicos. Muchos de ellos tenían 
cotizaciones, pero el Estado, con su lenguaje, 
las transformó en pensiones no contributivas, 
a pesar de que el requisito para obtenerlas era 
haber cotizado. Espero que esto lo veamos en 
la siguiente iniciativa.

Este paso que hemos dado es gracias a las 
calles, es gracias a las manifestaciones que ha 
habido en nuestro país, es gracias a la falta de 
aceptación de las inequidades en nuestro país. 
¡Es un gran y buen paso!
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Y yo recojo lo que planteaba un Senador 
del frente, el Senador García, en cuanto a que 
tenemos la responsabilidad de construir un 
acuerdo sobre el segundo proyecto. 

Nosotros somos partidarios de un sistema 
mixto donde exista una capitalización del es-
fuerzo, del ahorro del trabajador, por cierto; 
pero no en el esquema de las AFP, no en el 
esquema del lucro con la plata de los trabaja-
dores que están afectos a previsión. Queremos 
asegurar que ninguna pensión contributiva esté 
bajo el sueldo mínimo. Esa es nuestra meta en 
la reforma.

De la misma manera, señor Presidente, en-
tendemos que el aporte del empleador, ese 5 
por ciento, tiene que ser destinado a crear un 
sistema de seguridad social.

Y, disculpen, quiero ser muy claro sobre 
cuál es la opinión de los Senadores socialistas.

Nosotros vamos a batallar y a luchar para 
que todo el aporte empresarial vaya a la soli-
daridad, para que el cien por ciento del aporte 
vaya a la creación de un pilar universal para 
todos los chilenos y chilenas que lleguen a ser 
adultos mayores; y para que exista reparto de 
hombres a mujeres, a fin de hacer justicia con 
las mujeres que tienen pensiones más bajas 
que los hombres, y de quienes tenemos más 
hacia las personas que disponen de menos in-
gresos durante su vida laboral.

Y la prueba de fuego será cómo la reforma 
estructural del sistema con solidaridad arregla, 
adicionalmente, las pensiones que hoy reciben 
el aporte previsional solidario, donde existe un 
efectivo incentivo para cotizar.

Señor Presidente, repito que este es un buen 
paso. Y lamento que en la Cámara de Diputa-
dos no lo hayan comprendido. Chile necesita 
un acuerdo de este tipo, y más significativo 
será el relativo al sistema de AFP.

El señor QUINTANA (Presidente).– Sena-
dora Isabel Allende, tiene la palabra.

La señora ALLENDE.– Señor Presidente, 
quiero, en primer lugar, reconocer que este es 
un importante avance, pero no debemos olvi-

dar nunca cómo se ha alcanzado. Y para defi-
nirlo hay dos palabras: “movilización social”. 
La gente salió a la calle porque está cansada 
del abuso, de la desigualdad, de la injusticia y, 
sobre todo, de las miserables pensiones que, 
desgraciadamente, entregamos en este país 
con el sistema actual de AFP.

Por lo tanto, esto tiene un origen muy claro: 
si no hubiese habido estas tremendas manifes-
taciones que se han dado en la calle, no habría-
mos llegado jamás a esto. Hay que recordar, 
como aquí se ha dicho, que inicialmente el 
Presidente Piñera había considerado un incre-
mento de 10 por ciento, de 20 por ciento, y yo 
creo que fue la presión de la calle y la volun-
tad que demostramos Cámara y Senado lo que 
permitió elevarlo al 50 por ciento.

Quiero decir algo más. La verdad es que tie-
ne que reconocerse que en este Senado se llegó 
a un acuerdo para elaborar esta “Ley corta”, 
porque todos sabíamos que la Cámara puso el 
énfasis en el 50 por ciento, pero también que 
eso era inadmisible en términos de nuestra ley 
orgánica. Y, así, accedimos a la presentación 
de una “Ley corta”, porque entendíamos la 
urgencia de partir con la pensión básica y el 
aporte previsional solidario.

Este es un primer paso y, sin lugar a dudas, 
lo valoramos. Pero también me quiero hacer 
cargo de lo que aquí se ha dicho.

Lo que a mí me preocupa es que la gente se 
confunda o no entienda que nosotros todavía 
no hemos tocado el tema de las pensiones en el 
pilar contributivo, no hemos tocado el sistema 
de las AFP, que ha tenido rentabilidades, una 
vez más, enormes, y los trabajadores ven con 
tremenda impotencia y frustración el monto 
tan bajo de sus pensiones.

Por eso, de una vez decimos: “Sí, queremos 
un acuerdo, estamos disponibles”. Y, como 
muy bien acaba de señalar el Senador Letelier, 
pongámosle un plazo. Pero seamos claros. No-
sotros queremos entrar al fondo del sistema ac-
tual contributivo porque genera pensiones muy 
bajas. Francamente, a la gente la engañaron, la 
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obligaron a cambiarse, le dijeron que tendrían 
una tasa de reemplazo de 70 por ciento, de cien 
por ciento, y hoy sienten una frustración gi-
gantesca. Por ejemplo, profesores que han tra-
bajado buena parte de su vida, algunos hasta 
cuarenta años, jubilan con 230 mil pesos luego 
de haber ganado un millón.

 ¡Cómo podemos tener cara para no en-
tender que esto no da para más! Tenemos que 
tocarlo de una vez por todas, al igual que el 
sistema único de salud que garantice la univer-
salidad y el aumento de los salarios. Eso es lo 
que significará hacernos cargo en lo más inme-
diato de la agenda social indispensable que la 
gente reclama con toda legitimidad.

Pero quiero agregar dos cosas: me alegro de 
que se haya considerado no hacer incompati-
bles las pensiones de invalidez con la posibili-
dad de trabajar.

Esto lo vimos hace muchos años en la Cá-
mara de Diputados, cuando en la Comisión 
Especial de la Discapacidad se acordó que las 
personas que tenían una pensión de invalidez 
no la perdieran al firmar un contrato de trabajo. 
Eso lo planteamos y no habíamos logrado que 
finalmente fuera aceptado.

Yo creo que esto es muy importante porque 
a las personas discapacitadas hay que darles 
no una política de beneficencia, sino la oportu-
nidad de poder insertarse laboralmente. Pero, 
obviamente, en muchos casos ello es insufi-
ciente, y por eso es bueno que no se termine 
esta pensión.

Y digámoslo de una vez por todas: no solo 
queremos llegar a un sistema mixto, solidario 
de verdad, con aportes de jóvenes a viejos, de 
hombres a mujeres, de quienes tienen más a 
quienes tienen menos, sino que alguna vez ten-
dremos que abordar el tema de las Fuerzas Ar-
madas, porque en este país hay un grupo abso-
lutamente privilegiado, minoritario en relación 
con la gran masa de la población, y resulta que 
el gasto es enorme. Nosotros nunca hemos 
podido analizar esto con seriedad, y debemos 
decir que no corresponde, que no puede seguir 

manteniéndose, que no debe perdurar en el 
tiempo un sistema completamente privilegiado 
en comparación con el resto de la población.

Queremos una verdadera reforma a las pen-
siones. Y en algún momento, con seriedad, 
con altura de miras, hay que tocar este tema 
porque, definitivamente, significa una enorme 
injusticia.

Por eso, señor Presidente, valoro este paso, 
voy a votar a favor, pero queremos dejar cons-
tancia claramente de que no podemos seguir 
con el actual sistema de pensiones, no el soli-
dario, sino el contributivo, ¡porque ha genera-
do pobreza y una tremenda impotencia!

Por eso, voto a favor.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el Senador Francisco Chahuán.
El señor CHAHUÁN.– Señor Presidente, 

Honorable Sala, por supuesto que es motivo 
de satisfacción el gran acuerdo alcanzado en 
la discusión del proyecto de Ley de Presupues-
tos, donde un grupo transversal de parlamen-
tarios logramos que el Gobierno respaldara 
una temática que era parte de su programa de 
Gobierno: subir las pensiones y dignificarlas.

Estamos hablando de la mayor inversión 
enfocada en las pensiones básicas solidarias 
después del pilar solidario de la Presidenta 
Bachelet. Y esto implica hacer un esfuerzo 
sustantivo. Y quiero felicitar la labor de la Mi-
nistra del Trabajo y Previsión Social, de los 
respectivos Subsecretarios, quienes han hecho 
un gran esfuerzo para que estos acuerdos final-
mente se puedan cumplir.

Hoy día estamos en aquello. En régimen 
vamos a tener un costo fiscal de 1.500 millo-
nes de dólares para la pensión básica solidaria, 
y de cerca de 858 millones de dólares, el 2022, 
para los efectos de subir significativamente las 
pensiones.

Pero, además, el Gobierno se abrió a una 
discusión de fondo, que dice relación con que 
el 5 por ciento del aporte patronal, el aporte 
del empleador, respecto de lo cual hay justa-
mente un proyecto en discusión en la Cáma-
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ra de Diputados, pueda también generar una 
solidaridad intergeneracional que nos permita 
mejorar sustantivamente las pensiones con un 
apoyo extra de recursos del Estado, y en que 
donde ciertamente hay otros temas que están 
pendientes.

Yo le planteaba a la Ministra lo siguiente.
Hoy día 90 mil pensionados no saben que 

tienen derecho a pensión básica solidaria, y 
hay que incrementar las comunicaciones para 
los efectos de llegar a beneficiarios que hoy día 
carecen de la necesaria información. O bien, 
establecer un límite a las utilidades de las AFP, 
a fin de que sobre esa base paguen un royalty 
que permita que los fondos de los trabajado-
res, sus cuentas de capitalización individual, se 
vean mejorados y, fundamentalmente, se vean 
incrementadas sus pensiones.

Por su intermedio, señor Presidente, deseo 
hacerle otra propuesta a la señora Ministra. Se 
trata de un tema que nosotros propusimos, in-
cluso, a través de una reforma constitucional 
junto con el Senador Carlos Bianchi, que dice 
relación con la posibilidad de abrir una cuenta 
de ahorro individual a cada nacido vivo, de-
positándole cerca de 1 millón 500 mil pesos, 
lo cual significaría un costo de 550 millones 
de dólares anuales. Ello permitiría resolver el 
tema de las pensiones no solamente a corto y 
mediano plazo, sino en el largo plazo, toman-
do en cuenta el aumento sostenido del enveje-
cimiento de la población, de lo cual hay que 
hacerse cargo.

Entonces, un tema dice relación con cuen-
tas de capitalización individual por cada naci-
do vivo. Otro, con la necesidad de establecer 
un límite a las utilidades de las AFP. Y, un ter-
cero, con la creación de un sistema mixto de 
pensiones.

Adicionalmente, hay otras ideas sobre la 
mesa que es preciso poner en discusión. Por 
ejemplo, la posibilidad de que un órgano pú-
blico genere las condiciones para licitar la ad-
ministración de los fondos previsionales de los 
trabajadores.

También se deben efectuar correcciones a 
las AFP. Que las comisiones sean contingentes 
al aumento de los fondos de los trabajadores, 
a lo cual también nos hemos referido, al igual 
que las llamadas “comisiones brujas”, vale de-
cir, las comisiones de intermediación, que tam-
bién las termina pagando el trabajador. Esos 
son temas que deben ponerse sobre la mesa.

Otro asunto que quiero proponer a la señora 
Ministra dice relación con el seguro de sobre-
vivencia, para los efectos de acortar la tabla de 
sobrevida que hoy día afecta a los trabajadores. 
Y si bien las pensiones no tendrán un aumen-
to -como era la expectativa- de 50 por ciento, 
sí puede haber un incremento sustantivo de al 
menos 20 por ciento promedio, dependiendo 
del monto de las pensiones.

O sea, hay muchas ideas sobre la mesa.
Por tanto, valoro que acá estemos resolvien-

do un tema urgente y necesario: el aumento de 
la pensión básica solidaria. También tenemos 
la posibilidad de disminuir el 50 por ciento de 
las tarifas del transporte para el adulto mayor. 
De manera que yo diría que este acuerdo es “la 
reforma para el adulto mayor”.

Pero, ciertamente, la reforma previsional 
debemos enfrentarla y generar un plazo…

El señor QUINTANA (Presidente).– Sena-
dor Alejandro Navarro, tiene la palabra.

El señor NAVARRO.– Señor Presidente, 
todo este debate me hace recordar una re-
flexión de nuestro premio nacional Nicanor 
Parra: “Hay dos panes. Usted se come dos. Yo 
ninguno. Consumo promedio: un pan por per-
sona”.

Este no es un buen acuerdo: es el posible.
Es un acuerdo miserable, porque la gente en 

la calle pide pensiones dignas, pensiones para 
sobrevivir. Y aunque se aumente en un 50 por 
ciento, la pensión no alcanza para sobrevivir. 
¡No alcanza!

Y si alguien en esta Sala cree que este 50 
por ciento de aumento va a cambiarles la vida 
a las personas, se equivoca completamente. No 
ha entendido nada, no ha escuchado nada, no 
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ha visitado a ningún pensionado, no ha ido a 
un hogar de ancianos. Esa pensión no alcanza 
ni siquiera para vivir en un hogar de ancianos.

Sin embargo, aquí las AFP pasan piola. El 
Estado sigue poniendo recursos para resolver 
un problema que el sistema, con José Piñera, 
hermano de Sebastián Piñera, prometió solu-
cionar en 1980. Se van a cumplir cuarenta años 
de cuando ofreció cien por ciento de tasa de 
reemplazo, y la verdad es que ha sido un com-
pleto fracaso. Y el Estado sigue subsidiándolo.

La Derecha neoliberal aplaude que el Esta-
do ponga plata para las pensiones, cuando el 
sistema que ellos crearon debió resolver este 
problema. Pero papá Estado sigue poniendo 
plata para que vivan un poco menos misera-
bles nuestros ancianos, nuestros abuelos.

Es más. La gente pidió y sigue pidiendo 
“No más AFP”. ¿Y qué hace este Senado? Con 
mi voto en contra aprobó que dos millones cien 
mil afiliados nuevos, todos los trabajadores fis-
cales, todos los municipales, todos los traba-
jadores independientes, ingresaran al sistema 
de AFP sin negociar una coma, ¡sin negociar 
nada! Se los entregaron libre y gratuitamente.

Ahora hablamos de la pensión básica soli-
daria, creación de la Presidenta Bachelet. Era 
lo que entonces se podía. ¿Y qué pasa hoy día? 
Que el aporte al pilar solidario se incrementa 
de 110.210 pesos a 165.302. De modo que los 
pensionados de setenta y cinco a setenta y nue-
ve años recibirán 33 lucas más, y los menores 
de esa edad, 27.500 pesos más.

El Senador Coloma -por su intermedio, se-
ñor Presidente- decía que el Gobierno ha dado 
un paso con valentía, con decisión.

¡No hay ni valentía ni decisión en este 
tema! La gente ha impulsado que hoy día el 
Presidente Piñera mande este proyecto.

Esta iniciativa no es mérito de ninguno de 
los que están en la Sala. No es mérito de la 
Comisión de Hacienda. No es mérito de los 
negociadores. No se pongan estrellitas que no 
merecen. ¡Este es un mérito de la calle! Si no 
hubiera habido movilización ciudadana, toda-

vía estaríamos mendigando un aporte misera-
ble a la pensión básica solidaria.

No nos engañemos: hay 235 mil millones 
de dólares en el fondo de las AFP ¡y los mane-
jan como quieren!

He presentado una acción legal -y la Mi-
nistra del Trabajo lo sabe muy bien- para que 
la AFP Cuprum deje de robarle al Fisco con 
Argento, una AFP fantasma, como lo ha de-
clarado la Contraloría General de la Repúbli-
ca, y que Provida deje de robarle al Fisco con 
Acquisition 420 millones de dólares, otra ad-
ministradora de fondos de pensiones fantasma.

¿Y saben a quién tengo al frente peleando 
en la Corte de Apelaciones y en la Corte Su-
prema? Para que Chile lo sepa: al Consejo de 
Defensa del Estado, porque la Superintenden-
cia de Pensiones defiende a las empresas: de-
fiende a Cuprum y a Provida.

Señor Presidente, son espantosas las utili-
dades de estas administradoras. Acá tengo el 
listado, y la gente lo puede ver:

Habitat subió en 56 por ciento sus utilida-
des y obtuvo 113 mil millones de pesos; Plan-
vital, 23 mil millones; Provida, 98 mil millo-
nes; Modelo, 34 mil millones; Capital, 71 mil 
millones, y Cuprum, mil millones. O sea, las 
utilidades de todas las AFP subieron sobre el 
50 por ciento.

En este sentido, solo cabe decir que me 
siento miserable al votar a favor. Voto con do-
lor, voto con pena, voto con frustración.

Lo digo porque hay una iniciativa de ley 
que nos cayó encima desde la Cámara de Di-
putados, la que nos va a reducir el sueldo en 
un 50 por ciento. De 6 palos bajamos a 3. Nos 
disminuyen el 50 por ciento y quedamos en 3 
millones de pesos. A la gente le aumentamos la 
pensión solidaria en 50 por ciento y queda en 
165 lucas para poder llegar a fin de mes. Pero 
no les alcanza.

Por eso, señor Presidente, algo aquí tiene 
que cambiar. Y si el Presidente Piñera no lo 
cambia, lo va a hacer la ciudadanía en marzo, 
¡con un súper marzo!, que nos va a exigir que 
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terminemos con las AFP.
¡No más AFP, señor Presidente! Esa es la 

base para empezar a hablarle con verdad a la 
ciudadanía.

¡Patagonia sin represas!
¡Nueva Constitución, ahora!
¡No más AFP!
Voto a favor, con pena, con dolor.
La señora ALLENDE.– ¿Y para qué vota a 

favor?
El señor NAVARRO.– Porque 50 lucas les 

sirven a los viejos.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra la Senadora Ximena Órdenes.
La señora ÓRDENES.– Señor Presidente, 

coincido en algunos aspectos con lo que han 
dicho mis antecesores. Y, efectivamente, esta-
mos en esta conversación porque las personas 
en Chile se movilizaron.

A mi juicio, ha habido acuerdos importan-
tes con el Ejecutivo. Y quiero destacar el rol 
que han cumplido Senadores y Senadoras para 
llegar a un acuerdo respecto a una nueva Cons-
titución, a una reforma tributaria que permita 
ampliar la recaudación y sostener los cambios 
que estamos impulsando. Y en el marco de la 
tramitación del proyecto de Ley de Presupues-
tos para el año 2020, sin duda que el tema de 
las pensiones tuvo un lugar estratégico en la 
discusión.

Pero eso no construye una agenda social. Y 
en eso quiero ser bien honesta.

Lo que hemos hecho es responder, a través 
de ciertas medidas urgentes, para dar señales 
de que estamos escuchando. Y los cambios 
nunca han sido sencillos. Pero cuando el Eje-
cutivo y el Congreso dan una señal, correspon-
de a una de Estado. Sin embargo, extraño el rol 
que deben cumplir los privados en los futuros 
acuerdos de carácter más estratégicos y perma-
nentes.

En cuanto al tema de las pensiones, yo creo 
que un primer gran cambio se ejecutó el año 
2008, cuando se creó el pilar básico solidario. 
Y hoy día estamos en una transición respecto a 

si vamos a tomar esa oportunidad y a efectuar 
los cambios o no.

Sin duda que el aumento de la pensión bási-
ca solidaria y de la pensión máxima con aporte 
solidario son significativos, pero no le hemos 
dado respuesta a la gran mayoría que cotiza en 
AFP, a quienes, en el marco de la década de los 
ochenta, se les obligó a cambiarse a un sistema 
que no conocían: las administradoras de fon-
dos de pensiones. Les impusieron cotizar de 
manera obligatoria. Y, claramente, la promesa 
que les hicieron, que se traduce en la tasa de 
reemplazo, no se ha cumplido.

En países OCDE, la tasa de reemplazo es 
de 65 por ciento; en Chile está en el 31 por 
ciento. Alguien habló de los profesores, que 
para mí es un ejemplo icónico: de un millón 
de pesos que recibían bajaron a 250 mil pesos, 
que es más o menos lo que están percibiendo 
los educadores en nuestro país por concepto de 
jubilación. Es una tasa de reemplazo inferior al 
30 por ciento.

Por lo tanto, si no nos hacemos cargo de esa 
demanda, creo que no vamos a responder de 
manera adecuada al contexto actual, porque 
lo que ha ocurrido en estos cerca de cincuenta 
días es una inflexión en la historia de Chile. Y 
quien no lo entienda así, creo que comete un 
error.

Ahí tiene que salir nuestro rol, con todo el 
compromiso que aquello exige para tocar el 
modelo. Lo podemos llamar “mixto”, “no más 
AFP”, en fin. Pero, claramente, a partir de la 
cotización individual obligatoria este asunto 
no va a tener salida.

La población en edad de jubilar crecerá sig-
nificativamente el año 2050. No quiero decir 
que se trate de una relación causa-efecto; sin 
embargo, llama la atención que en nuestro país 
la tasa de suicidios en mayores de setenta y 
cinco años sea tan significativa con respecto a 
otros grupos etarios.

Ahora bien, son seis las AFP; es decir, 
efectivamente estamos hablando de un merca-
do muy concentrado y que debemos entrar a 
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regular, porque al final el miedo al envejeci-
miento se está traduciendo en una amenaza a 
la calidad de vida de todos los chilenos y las 
chilenas.

Señor Presidente, voy a votar a favor de este 
proyecto, pues creo que los acuerdos deben 
honrarse; no obstante, quiero hacer esta distin-
ción: la agenda social no está en el Congreso 
de Chile, no la hemos construido nosotros.

Adhiero a las propuestas que han hecho va-
rios Senadores en el sentido de ponernos como 
meta que, de aquí hasta la próxima Cuenta 
Pública que el Presidente de la República les 
debe entregar desde este espacio a los chilenos 
y a las chilenas, seamos capaces finalmente 
de decirles: “Vamos a cambiar el modelo de 
AFP”.

Por último, debemos tocar también -lo 
mencionó la Senadora Allende- lo relativo a 
Capredena y a Dipreca (Fuerzas Armadas y 
de Orden y Seguridad Pública): corresponden 
al 10 por ciento de los cotizantes del sistema 
de AFP. Entonces, es nuevamente el Estado el 
que ha realizado el esfuerzo. Lo que hicimos 
en el proyecto de Ley de Presupuestos fue dar 
una señal desde el Estado. No obstante, algu-
nos ya están hablando de una nueva reforma 
tributaria, porque para hacer esto permanente 
y concretar todas las señales que se han en-
tregado se requiere revisar aún más para tener 
mayor recaudación.

Entonces, creo que es el minuto de invitar a 
la mesa a los privados, en este caso, del sector 
de las AFP, porque efectivamente el modelo 
fracasó y no está dando cuenta de la tasa de 
reemplazo que se prometió, y menos de la ca-
lidad de vida que se mostraba en las imágenes 
de la publicidad de ese tiempo.

Así que, señor Presidente, me voy a pronun-
ciar favorablemente respecto de esta iniciativa.

Tengo confianza en que vamos a ser capa-
ces de crear este nuevo acuerdo para una ver-
dadera agenda social en Chile.

Voto a favor.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra la Senadora Luz Ebensperger.
La señora EBENSPERGER.– Señor Presi-

dente, seré muy breve, pues considero que ya 
se ha dicho casi todo en este Hemiciclo sobre 
la materia.

Solo quiero relevar que, en medio de esta 
profunda crisis que viven Chile y todos los 
chilenos, hoy día hay una buena noticia, que 
ciertamente no soluciona todos los problemas 
-y está lejos de hacerlo-, pero que constituye 
un avance importante.

Asimismo, deseo resaltar la forma como se 
llega a este acuerdo, en particular en el Sena-
do, en el marco del Presupuesto, y la manera 
en que los demás acuerdos se han ido gestan-
do.

También destaco el trabajo de las Comisio-
nes que llegaron a estos acuerdos y el de los 
señores Senadores y de las señoras Senadoras 
que han intervenido en ello, así como la labor 
que ha llevado cabo el Gobierno, especialmen-
te por parte de la Ministra del Trabajo, María 
José Zaldívar, y del Ministro Hacienda, Igna-
cio Briones, todos quienes se han desempeña-
do activamente junto a los miembros de esta 
Corporación para sacar adelante este proyecto.

Sin duda, esto es para estar tranquilo; sin 
embargo, no podemos quedarnos contentos 
con algo así, pues todavía hay mucho que 
hacer para delante. Acá no hay ganadores ni 
perdedores; ni vencidos ni victoriosos: aquí 
simplemente han ganado los pensionados, 
que son 1.563.824 personas, quienes a contar 
de diciembre y en forma gradual tendrán este 
aumento en sus pensiones. De ellos, relevo 
también a los más de 17.583 pensionados de la 
Región de Tarapacá, los cuales se verán bene-
ficiados de esta iniciativa.

Creo que esa es la forma de avanzar; esa es 
la manera de enfrentar una crisis: con acuerdos 
de esta naturaleza.

Por último, quiero señalar que es frustrante 
que se haya tenido que producir una movili-
zación social para que Gobierno y Parlamento 
lleguen a este tipo de acuerdos, en vez de ha-
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berlos sacado adelante sin mediar un estallido 
social.

Voto muy contenta a favor de esta inicia-
tiva.

El señor QUINTANA (Presidente).– Le 
agradezco a la Senadora Luz Ebensperger por 
sus palabras y, además por autolimitarse en el 
uso del tiempo que le correspondía.

Solicito la autorización de la Sala para que, 
una vez que finalice su intervención, me reem-
place en la testera el Senador señor Elizalde.

Acordado.
Tiene la palabra Su Señoría.
El señor ELIZALDE.– Señor Presidente, el 

proyecto que estamos discutiendo en este He-
miciclo ha sido posible, con sus perfecciona-
mientos, gracias a la movilización de los ciu-
dadanos, la cual ha generado las condiciones 
para que lo que antes se veía como lejano y 
difícil se haga realidad.

La ciudadanía movilizada ha permitido co-
rrer el cerco de lo factible y avanzar en distin-
tas áreas. Todavía hay otros ámbitos donde nos 
queda mucho por avanzar. Y uno de ellos, sin 
duda, tiene que ver con el fortalecimiento del 
pilar solidario del sistema de pensiones.

Hace mucho tiempo le solicitamos al Go-
bierno, incluso al Presidente de la República 
directamente, que separara el proyecto sobre 
pensiones en dos, pues en lo que respecta al 
fortalecimiento del pilar solidario siempre 
hubo voluntad de la Oposición para concurrir 
a un entendimiento: mientras mayor fuera el 
aumento del monto de las pensiones y mayor 
el aporte público, más valoraríamos una inicia-
tiva de esta naturaleza.

Sin embargo, tenemos diferencias en otro 
aspecto, que es el del sistema contributivo; 
pero eso no obsta a que debemos trabajar en 
la búsqueda de un entendimiento que permi-
ta resolver esas discrepancias para mejorar las 
pensiones de aquellos que han cotizado -y lo 
siguen haciendo- durante mucho tiempo.

En cuanto a esta iniciativa, creo también 
que el cambio de gabinete ha contribuido a ge-

nerar un clima distinto.
Por eso valoro la actitud que han tenido par-

ticularmente los nuevos Secretarios de Estado: 
el Ministro de Hacienda y la Ministra del Tra-
bajo, quienes nos acompañan en esta sesión y 
han posibilitado un acuerdo para que las pen-
siones del pilar solidario aumenten en un 50 
por ciento en el plazo acotado de dos años.

Hay pensiones que van a aumentar en ese 
porcentaje para los mayores en forma inme-
diata, y otras lo harán a través de un proce-
dimiento escalonado. Pero ello va a permitir, 
efectivamente, un salto significativo, que se 
enmarca dentro de los esfuerzos que ha hecho 
nuestro país por generar pensiones dignas para 
aquellos que o no han cotizado o su densidad 
de cotizaciones es tan menor que reciben pen-
siones extremadamente bajas en su monto.

Se trata de una iniciativa que se aprobó el 
año 2008 durante el primer Gobierno de la Pre-
sidenta Bachelet, que ha experimentado mejo-
ras en los sucesivos gobiernos y respecto de la 
cual ahora se da un nuevo salto que, sin duda, 
es importante valorar.

No olvidemos que el 2008 existían las Pasis; 
había incompatibilidad entre marido y mujer y 
entre convivientes de hijos no matrimoniales; 
el monto era muy bajo, y había cupos disponi-
bles. Y se dio un salto sustantivo al establecer 
un pilar solidario como parte del sistema pre-
visional precisamente para ir en ayuda de los 
adultos mayores más necesitados.

Hoy se da un paso adicional muy significa-
tivo, y por eso vamos a votar a favor de esta 
iniciativa.

Con respecto al pilar contributivo, quiero 
reiterar la disposición de la bancada del Parti-
do Socialista para dialogar en la búsqueda de 
un entendimiento.

Nuestro punto de vista -y en eso hemos sido 
muy explícitos- tiene que ver con que la lógi-
ca de la capitalización individual y del ahorro 
obligatorio que existe en el actual sistema de 
pensiones no es suficiente para construir un 
verdadero sistema de seguridad social que les 
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garantice pensiones dignas a los adultos ma-
yores.

Lo hemos señalado: el destino de la cotiza-
ción adicional que provendrá de los empleado-
res, tan solo bajo la lógica de la capitalización 
individual, hará que las pensiones aumenten 
en igual porcentaje; sin embargo, dicho incre-
mento se va notar en las pensiones en muchas 
décadas más. Ello no da cuenta de la deman-
da que hoy plantean los chilenos para que sus 
pensiones sean mayores.

Por eso consideramos imprescindible abor-
dar el debate vinculado con pasar de un siste-
ma bajo la lógica del “sálvese quien pueda” a 
un sistema mixto que contribuya efectivamen-
te a introducir un elemento importante de so-
lidaridad que permita aumentar las pensiones 
ahora y no en varias décadas más.

Cada punto porcentual de la cotización adi-
cional que se destine a solidaridad posibilitará 
aumentar las pensiones ahora.

A mi juicio, ese es el reclamo que plantean 
los chilenos.

Las movilizaciones en las calles dan cuen-
ta de situaciones de abuso inaceptables. Y una 
de ellas, probablemente la principal, tiene que 
ver con los bajos montos de las pensiones del 
sistema de AFP, que no garantizan la dignidad 
que merecen los adultos mayores.

Por ello reiteramos nuestra disposición 
para conversar respecto de esta materia, sobre 
la base de nuestras convicciones, respetando 
ciertamente las distintas miradas, pero enten-
diendo que tenemos un desafío común como 
país: dar respuesta inmediata al drama de las 
pensiones.

¿Me concede un minuto más, señor Presi-
dente?

El señor QUINTANA (Presidente).– No le 
hemos dado a nadie tiempo adicional, señor 
Senador.

El señor ELIZALDE.– Voto a favor.
El señor QUINTANA (Presidente).– En-

tendemos que Su Señoría vota favorablemen-
te esta iniciativa. Le recuerdo, asimismo, que 

debe pasar a presidir la sesión a continuación.
Tiene la palabra la Senadora Yasna Provos-

te.
La señora PROVOSTE.– Señor Presidente, 

el régimen previsional que rige en Chile desde 
noviembre de 1980 es un modelo de capitali-
zación individual reñido con el mandato cons-
titucional y con las convenciones internacio-
nales que consagran el derecho a la seguridad 
social.

Es un régimen que desde su instauración 
autoritaria ya ha condenado al desamparo a 
millones de chilenos y chilenas, para cuyos 
padecimientos no hubo ni habrá nunca repa-
ración.

No deseamos perpetuar esta lacerante rea-
lidad. Y por eso no podemos ceder en el diag-
nóstico de nuestra historia reciente. 

La seguridad social, a diferencia del reco-
nocimiento a los pueblos originarios, que aún 
está pendiente, es un derecho que está consa-
grado en la Constitución Política de la Repú-
blica, y al Estado le corresponde el deber de 
garantizarla y de cautelar su pleno ejercicio.

La finalidad de la seguridad social es la 
justicia social que debe gobernar sobre el régi-
men de pensiones, la salud, la maternidad, los 
riesgos del trabajo, la seguridad laboral, la ce-
santía y, en general, todo tipo de prestaciones 
sociales y familiares.

Siempre en la previsión social hay un bien 
común que es superior al de los grupos e indi-
viduos y que se prolonga desde el pasado de 
una sociedad constituida para proyectarse ha-
cia el futuro de ella misma.

Porque cuando el Estado entrega la admi-
nistración de cotizaciones obligatorias a cor-
poraciones privadas, no está renunciando a 
su deber de protección de recursos generados 
mediante el trabajo asociado. No son seguros 
privados los que se gestionan, sino prestacio-
nes sociales administradas por privados. La 
diferencia entre una y otra radica en el control 
democrático que la ciudadanía puede ejercer 
sobre el destino de estos recursos.
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Un cambio al sistema de pensiones pasa por 
una decisión política, y se requiere voluntad 
para expresarla.

Por eso me parece importante no eludir el 
debate de fondo y ser capaces de tener pro-
puestas al respecto.

Como humanista cristiana, tengo una con-
cepción de sociedad: una sociedad que vive en 
comunidad, una sociedad que cree en la soli-
daridad.

Personalmente, creo en el establecimiento 
de un órgano público, una corporación solida-
ria de pensiones sin fines de lucro encargada 
de administrar las cotizaciones obligatorias del 
empleador, que no es lo mismo que una AFP 
estatal, porque la diferencia es como el día y 
la noche.

El sistema solidario debe destinar las coti-
zaciones a aquello para cuyo fin se recaudan: 
esencialmente, pagar pensiones dignas.

Una AFP estatal seguiría haciendo lo mis-
mo que las demás AFP, las que han termina-
do pagando pensiones de miseria, invirtiendo 
las cotizaciones en las bolsas de comercio del 
mundo para que los grandes grupos económi-
cos se enriquezcan con los fondos previsiona-
les de las trabajadoras y los trabajadores. 

Adoptar esta decisión abre la puerta a un 
sistema mixto de pensiones que, en un plazo 
razonable, permita a las personas el derecho 
a optar entre mantenerse en el sistema priva-
do de capitalización individual administrado 
por las AFP, o bien, incorporarse a un sistema 
público y solidario de pensiones administrado 
por una Corporación sin fines de lucro. Las 
chilenas y los chilenos tendríamos ¡por fin! la 
libertad de elegir entre uno u otro sistema, lo 
que fue arrebatado por la dictadura. ¡Nada más 
propio de la democracia!

Estamos ciertos de que la creación de un 
sistema solidario de pensiones, alternativo a 
las administradoras de fondos de pensiones 
y que posibilite ejercer el más importante de-
recho de la democracia, la libertad de elegir, 
debe ser parte de este debate. 

Ponemos esta propuesta a disposición de 
todos quienes tenemos la misión de legislar; 
obviamente, del Ejecutivo, quien posee la ini-
ciativa en materia previsional, y, muy especial-
mente, de los trabajadores y sus organizacio-
nes para que se pronuncien y discutamos sobre 
ella. 

Aspiramos a pensiones dignas y decentes 
para todos, a pesar de encontrar absolutamente 
insuficiente esta iniciativa.

Entonces, confiando en lo que ha dicho la 
Ministra -y me lo ha ratificado personalmente-, 
esto es, que pagarán este incremento a partir 
de diciembre de este año, no tengo otra opción 
más que votar favorablemente este proyecto. 

—Pasa a presidir la sesión el Senador se-
ñor Elizalde, en calidad de Presidente acci-
dental. 

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador Alfonso de 
Urresti.

El señor DE URRESTI.– Señor Presidente, 
Honorable Sala, en primer lugar, quiero salu-
dar a los integrantes del Ejecutivo que están 
presentes.

Nos encontramos avanzados en esta discu-
sión. Y, por lo que hemos escuchado, lo que 
vamos a votar hoy día es el gatopardismo; es 
la contribución nuevamente de un Gobierno 
y de un sector dominante de este país que no 
quieren darse cuenta de que tenemos un nefas-
to sistema de capitalización individual.

El sistema que existe es de ahorro obliga-
torio; no es un sistema previsional. El que te-
nemos no es un sistema que les asegure a los 
chilenos y a las chilenas acceder a pensiones 
dignas, estructuradas sobre la base de lo que la 
persona ha trabajado: simplemente es un siste-
ma de ahorro forzoso.

A partir del decreto N° 3.500, en 1980-
1981, se establece la obligación de cotizar en 
ese sistema.

Ahora este país se cansó, y por eso vemos 
tremendas movilizaciones, las que sin duda 
continuarán, pues esto no se ha resuelto.
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Quienes se están jubilando ahora son pre-
cisamente aquellas personas que comenzaron 
con este sistema y ahora están realizando el 
proceso final con las AFP.

Hasta aproximadamente el 2010 todavía 
gran parte de la gente que se jubilaba lo hacía 
a través del sistema del Servicio de Seguro So-
cial y del sistema de cajas.

Ahora prácticamente estamos en régimen 
con jubilaciones única y exclusivamente pro-
venientes del sistema de las AFP. 

El hermano del Presidente Piñera prometió, 
al momento de hacer ese proyecto, que habría 
jubilaciones con una tasa de reemplazo del 
cien por ciento de las últimas remuneraciones.

Uno puede decir: “Está bien; puede haber 
un margen: setenta por ciento”.

Hoy día las personas están jubilando con la 
gran cantidad de 220 mil pesos, que equivalen 
al 22 por ciento de las últimas remuneraciones. 

A propósito de las movilizaciones -y qué 
bueno que estén presentes el Ministro del Inte-
rior, el Ministro Secretario General de la Pre-
sidencia, la Ministra del Trabajo-, tengo que 
decir que los directivos de las AFP, a quienes 
imagino que Sus Señorías conocen, pues de-
ben frecuentarlos, duermen tranquilos -esto lo 
he señalado en reiteradas intervenciones-, pues 
no les han tocado su negocio.

¡Ustedes no lo quieren tocar! ¡Ustedes les 
siguen cuidando el negocio y el bolsillo a los 
dueños de las AFP, a los poderosos de este 
país!

Porque no seamos hipócritas: ¡cómo no va-
mos a votar a favor de este proyecto -es lo que 
nos están pidiendo que hagamos-, si son 50 mil 
pesos! ¡Para las personas que ganan 130 mil 
pesos, 50 mil pesos más es una fortuna!

¡Sería imposible no votarlo favorablemen-
te!

Yo le pregunto a la Ministra: ¿Dónde es-
tán los dueños de las AFP? ¿Dónde están esos 
señores? ¿Con qué han contribuido a resolver 
esta crisis social? 

¡Están calladitos y escondidos! ¡Están cui-

dando sus privilegios!
Le consulto, Ministra: ¿Les van a tocar el 

bolsillo a los dueños de las AFP: sí o no? ¿Van 
a seguir permitiendo que sigan percibiendo 
utilidades vergonzosas, de 500 millones de dó-
lares, mientras quienes están en el fondo E ven 
bajar casi en 8 por ciento sus recursos, por las 
inclemencias y turbulencias del mercado?

Quienes están a punto de jubilar y se en-
cuentran en el fondo E perdieron dinero. ¡Y 
el Gobierno impávido nos pide que apoyemos 
este proyecto con plata del Estado! 

O sea, en las crisis, cuando hay problemas 
para pagar las pensiones, que son bajas, tiene 
que estar el Estado pagando, y al momento de 
ganar utilidades, ¡topón pa’dentro para la em-
presa! 

¡Esto es miserable! ¡Es miserable!
¡Y qué bueno que la población se haya mo-

vilizado! ¡Qué bueno!
Creo que todavía tiene que movilizarse 

mucho más y apuntar a que el problema de la 
desigualdad acá son las AFP, ¡la fábrica de po-
bres!, ¡la fábrica de adultos mayores que tie-
nen que languidecer en sus casas!, ¡la fábrica 
de adultos mayores que necesitan vivir con un 
hijo o con la red familiar!

Pero de eso no se hacen cargo. Yo no he es-
cuchado a la señora Ministra del Trabajo refe-
rirse a ese tema.

Técnicamente, ella maneja muy bien las ci-
fras. Incluso, pasaron “entre gallos y mediano-
che” una última indicación que no estaba en el 
acuerdo, para seguir fortaleciendo a las AFP.

¡Pero dónde está la propuesta para avanzar 
en un proceso de eliminar las AFP! Entende-
mos que esto no puede ser automático. Por su-
puesto. Uno no es irresponsable.

¡Que no sean miserables las pensiones, se-
ñora Ministra! ¡Tóqueles un poquito el bolsillo 
a las AFP!

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador Jorge Piza-
rro.

El señor PIZARRO.– Señor Presidente, yo 



11738 DIARIO DE SESIONES DEL SENADO

recuerdo que hace unos cinco años la Presi-
denta Bachelet convocó a una Comisión espe-
cial de alto nivel, de expertos en materia pre-
visional, para plantearle al país una propuesta 
de reforma que pudiera corregir el mal fun-
cionamiento y lo que todos entendíamos eran 
los resultados negativos del sistema de ahorro 
individual.

¿Me permite hablar el señor Vicepresiden-
te de la Corporación? Yo lo escuché con todo 
respeto.

Es bueno recordar en qué terminó esa Co-
misión de alto nivel, de expertos, que planteó 
la Presidenta Bachelet, con el mandato de ela-
borar una propuesta que significara un cambio 
estructural del sistema de AFP: lamentable-
mente, terminó con dos informes, en un empa-
te, con dos visiones totalmente contrapuestas 
de cómo solucionar el grave problema que te-
níamos con las pensiones en nuestro país.

A partir de ahí, la Presidenta hizo su propia 
propuesta, al final de su mandato. Pero este Go-
bierno la dejó de lado y planteó otra propuesta. 
Sin embargo, tal como dijimos desde que ella 
ingresó, solo buscaba aumentar el ahorro indi-
vidual y mantener el actual esquema.

Si alguien dice acá que el tema de las pen-
siones no había estado en el debate público y 
en las prioridades nuestras en este Senado, o 
en los Gobiernos nuestros, desde hace más de 
diez años, creo que comete un error. Porque 
no es un tema que se esté planteando ahora o 
que se haya puesto en el debate hace un año o 
dos, cuando se crearon algunos movimientos 
y se hicieron manifestaciones masivas frente 
a la necesidad de modificar este sistema. Mu-
chas veces acá mismo advertimos lo que podía 
significar esa bomba de tiempo, que podía tra-
ducirse en un estallido social.

Por eso, quiero decirles con franqueza a to-
dos los colegas que han hablado como si este 
tema hubiese aparecido recién, como si nun-
ca nos hubiéramos dado cuenta de esto, como 
si nunca lo hubiéramos conversado o como 
si nunca hubiéramos planteado alternativas a 

este respecto, que la verdad es que no había -ni 
hay todavía, creo yo- suficiente conciencia en 
la sociedad chilena en cuanto a la necesidad, 
que nos parece fundamental, de hacer cambios 
estructurales en el esquema actual.

Parte de lo que estamos implementando 
hoy con esta propuesta de aumento de pensio-
nes al pilar básico solidario tiene que ver con 
los acuerdos que adoptamos hace unos días en 
este Senado para modificar el Presupuesto y 
ponerle un énfasis en lo social. También tiene 
que ver con los acuerdos relacionados con la 
modificación tributaria, donde hicimos ver la 
necesidad de una reforma tributaria que tuvie-
ra más ingresos y no disminución de los recur-
sos, tal como se venía planteando.

Por lo tanto, claramente aquí hay un giro 
también, que es producto de la búsqueda de 
acuerdos que hemos hecho acá y, por supuesto, 
de las movilizaciones. Porque el país cambió. 

Esa es la razón por la cual el Gobierno ha 
accedido también a irse abriendo a una nueva 
agenda, a una agenda política, a una agenda 
económica, a una agenda social, como también 
a una agenda de seguridad, en el buen sentido 
de la palabra.

Entonces, señor Presidente, creo que hay 
que perseverar en esta línea y avanzar todo lo 
que se pueda.

Respecto al tema de las AFP y del proyec-
to que está en la Cámara de Diputados, for-
ma parte de lo acordado en el sentido de que 
de aquí a marzo debemos tener una nueva ley 
en materia previsional, ¡una nueva ley! Y por 
supuesto que, en nuestra opinión, debe incor-
porar grandes cambios, introducir solidaridad, 
introducir reparto y, por cierto, meterse en la 
gestión de lo que hoy día es la administración 
de los fondos de pensiones.

Es parte de nuestra responsabilidad y obli-
gación avanzar en todos los acuerdos políticos 
que sean necesarios hacia una nueva Consti-
tución. Y por eso hemos exigido que los pre-
sidentes de partido se pongan de acuerdo ¡ya! 
en el itinerario que les dé garantías a los chile-
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nos de que en abril tendremos un plebiscito y 
que en octubre elegiremos democráticamente 
a quienes formarán parte de esa convención 
constituyente o asamblea constituyente.

Reitero: eso es parte de nuestra responsa-
bilidad. 

Por tanto, lo que aquí hagamos lo tenemos 
que hacer conscientes de que nuestro rol es 
avanzar todo lo que podamos en la medida en 
que ello signifique que la sociedad chilena va 
a cambiar.

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador Huenchumi-
lla.

El señor HUENCHUMILLA.– Señor Pre-
sidente, yo creo que el país tiene una tremenda 
oportunidad histórica de dar un giro en el mo-
delo y el tipo de sociedad que hemos construi-
do en los últimos cuarenta años. Y es una opor-
tunidad en la que la responsabilidad primera 
es del Gobierno, porque él es el conductor del 
Estado, tiene las facultades constitucionales y 
legales, la iniciativa para los efectos de apro-
vechar esta coyuntura de crisis, en donde la 
gente salió a la calle, se movilizó y dijo: “Mire, 
nosotros no queremos vivir como estamos vi-
viendo”.

Entonces, este proyecto, que es fruto de la 
realidad, de las arcas fiscales y de un acuerdo, 
pero que está motivado por la movilización, 
porque antes de eso estábamos en el 10 por 
ciento, al mismo tiempo que es un avance rela-
tivo, constituye la mejor demostración del fra-
caso del sistema de capitalización individual 
que alguna vez se implantó en este país por la 
fuerza. Porque ese sistema estaba basado en 
una ideología, en una filosofía del ¡individua-
lismo! Como señalaba la señora Thatcher, “La 
sociedad no existe; existe solamente el indivi-
duo”. 

Era la ideología que tenía el Gobierno del 
general Pinochet y que consistía, en decir: 
“Mire, usted arréglese en la vida directamen-
te, ahorre y en la vejez viva como fue capaz 
de ahorrar; y como no habrá intervención del 

Estado ni solidaridad ni colaboración entre los 
miembros de la sociedad, entonces usted va 
a caminar solo por la vida, y cuando llegue a 
viejo se las arreglará como quiera, de acuerdo 
con la libreta de ahorro que tenga o con el aho-
rro forzoso que obtuvo”.

¡La demostración de ese fracaso es que sin 
la intervención del Estado esto no sería posi-
ble! Y no porque yo sea estatista, sino porque 
el sistema individualista no funciona en las 
sociedades, pues todos vamos en un mismo 
barco navegando; no podemos vivir cada uno 
por su cuenta; vivimos en sociedad. Y, por lo 
tanto, debemos tener un mínimo de colabora-
ción entre nosotros. Porque, si a mí el Estado 
no me ayuda en la salud, no me ayuda en la 
educación, no me ayuda en la vejez, entonces 
¡de qué me sirve el Estado!

Señor Presidente, para el Gobierno, para 
nosotros, para la Oposición, para los que es-
tamos conduciendo hoy día el país esta es una 
tremenda posibilidad de dar un giro, de hacer 
las cosas de otra manera, de realizar los cam-
bios profundos que el país necesita, concreta-
mente en materia previsional.

Quiero decirles al Gobierno y a los empre-
sarios: “Miren, ¡no estamos por echar la es-
tantería abajo, por destruir el país! Queremos 
hacer las cosas bien, responsablemente”. ¡Pero 
que no se equivoque el Gobierno si piensa que 
con estos paliativos, con estos remedios para 
los síntomas la situación se va a resolver! De 
esta crisis profunda que estamos viviendo va-
mos a salir en la medida en que hagamos los 
cambios que el país necesita, los cambios que 
la gente espera. Porque, de lo contrario, chu-
tearemos el problema para más adelante y esto 
va a renacer con más fuerza.

Por eso, tenemos la tremenda responsa-
bilidad de darle estabilidad y gobernabilidad 
a Chile, no con paliativos, sino con medidas 
profundas que vayan a la vena de la injusticia 
que significa un régimen de capitalización in-
dividual, o de las necesidades que tiene la gen-
te en virtud de un sistema en que un grupo de 
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privilegiados hace negocios con la salud, con 
la previsión y con la educación.

Apuntar al fondo nos permitirá salir airosos 
en la oportunidad histórica que tenemos por la 
profunda crisis que estamos viviendo.

En ese marco, señor Presidente, voto a fa-
vor del proyecto.

Muchas gracias.
El señor ELIZALDE (Presidente acciden-

tal).– Finalmente, tiene la palabra el Senador 
José Miguel Insulza.

El señor INSULZA.– Señor Presidente, 
cuando nació el nuevo sistema de pensiones, 
hace ya varias décadas, durante la dictadura 
militar, se hicieron tres promesas. La gente ol-
vida a veces que fueron tres las cosas que se 
prometieron.

La primera era que todos íbamos a ganar 
mejores jubilaciones que las que se recibían 
entonces, hasta el punto de que alguien salu-
dó este nuevo sistema -en broma, por cierto, 
en alguna publicación que salió en ese enton-
ces- diciendo que no entendía por qué si iban a 
ser tan buenas las pensiones los creadores del 
sistema, los militares, eran excluidos de él, y 
exigió que ellos también pasaran a disfrutar de 
sus beneficios.

Es claro que esto no ha sido así. Las pensio-
nes son mucho más bajas de lo que prometió 
José Piñera y, más aún, hay que subsidiarlas 
de alguna manera con contribuciones estatales.

La segunda promesa consistía en que este 
modelo iba a significar un ahorro para el país 
y que el Estado de Chile iba a disponer de más 
recursos para invertir en otras cosas, pues no 
tendría que pagar pensiones.

Bueno, ahora parte importante del costo de 
las pensiones es de cargo del Estado. De hecho, 
todo este proyecto es de cargo fiscal, como han 
señalado varios Senadores. No hay ni un peso 
aquí de las AFP. Estamos subsidiando pensio-
nes para la gente más pobre que no ha tenido 
acceso a ningún beneficio de este sistema.

Pero hubo una tercera promesa que sí se 
cumplió: que el sistema iba a acumular capital 

para la inversión en Chile. Y, como sabemos 
hoy, los dueños de las AFP tienen 270 mil mi-
llones de dólares en sus cuentas. Esa es la acu-
mulación que han hecho con el salario, con el 
sueldo y, tal cual se ha dicho acá, con la capi-
talización obligatoria individual de la mayoría 
de los chilenos.

Y ese es un riesgo importante para nuestra 
economía también. Las AFP son cada vez más 
de capital extranjero, forman parte de consor-
cios internacionales y se hacen, por lo tanto, 
más intocables y más inamovibles, dando lu-
gar a un sistema financiero que va haciendo 
que cada vez tengamos menos empresas. 

Miremos a fin de año los resultados de las 
empresas para ver cuántas AFP realmente de-
terminantes quedan.

Miremos cómo están distribuidos el retail 
y las empresas. Estas se hallan cada vez más 
concentradas en el país. La concentración 
económica, permitida entre otras cosas por el 
sistema de AFP, es probablemente una de las 
grandes amenazas para nuestra democracia, 
sobre todo para la distribución que queremos 
hacer de la riqueza.

Creo, señor Presidente, que es importante 
poner este asunto en el contexto. 

Estamos celebrando -no creo que haya que 
ser tan pesimista al respecto- que gente a la 
cual este país le ha dado muy poco y que per-
cibe pensiones muy miserables hoy día está 
recibiendo una cantidad importante de dinero 
más al mes. Esa es una gran cosa, una buena 
cosa para estas personas, sobre todo en este 
momento y en una fecha en que se acercan las 
fiestas de fin de año.

Pero no olvidemos que el sistema de pen-
siones solidarias es una creación posterior, es 
un intento por arreglar un poquito las cosas, 
es costeado por el Estado y no saca a la gen-
te de la pobreza por sí solo. Tampoco resuel-
ve los grandes problemas de desigualdad que 
este país tiene, que parten desde los salarios, 
se transmiten a las capitalizaciones y terminan 
con pésimas pensiones.
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Yo espero que realmente nosotros cumpla-
mos nuestro compromiso, de aquí a marzo, 
como se ha dicho. Hagamos algo al respecto. 
No podemos dejar que un sistema o que un 
grupo de empresas, cada vez más trasnaciona-
les, se apoderen así de la riqueza del país, a 
vista y paciencia de todos los chilenos.

Muchas gracias, señor Presidente. 
El señor ELIZALDE (Presidente acciden-

tal).– Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor GUZMÁN (Secretario General).– 

¿Alguna señora Senadora o algún señor Sena-
dor aún no ha emitido su voto? 

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Terminada la votación.

—Se aprueba en general y en particular 
el proyecto (39 votos favorables), dejándose 
constancia de que se cumplió con el quorum 
constitucional exigido, y queda despachado 
en este trámite.

Votaron por la afirmativa las señoras 
Allende, Aravena, Ebensperger, Goic, Muñoz, 
Órdenes, Provoste, Van Rysselberghe y Von 
Baer y los señores Allamand, Araya, Bian-
chi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Durana, 
Elizalde, Galilea, García-Huidobro, Girardi, 
Guillier, Harboe, Huenchumilla, Insulza, Kast, 
Lagos, Latorre, Letelier, Moreira, Navarro, 
Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prohens, 
Pugh, Quintana, Quinteros, Sandoval y Soria.

El señor GARCÍA.– ¿Me permite, señor 
Presidente?

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Por supuesto, señor Senador.

El señor GARCÍA.– Señor Presidente, yo 
tengo un pareo con el Senador Carlos Montes, 
pero el Senador Juan Pablo Letelier, jefe del 
Comité Socialista, me autorizó a incorporar mi 
voto en este proyecto.

Si fuera tan amable, le solicito que se con-
signe mi pronunciamiento favorable.

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Así es, Su Señoría. Fuimos informados 
del pareo.

En consecuencia, se deja constancia de la 

intención de voto favorable del Senador José 
García.

El señor GARCÍA.– Muchas gracias.

———————

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor GUZMÁN (Secretario General).– 
Señoras y señores Senadores, previo a pasar al 
próximo asunto, es necesario fijar plazo para 
formular indicaciones al proyecto que modifi-
ca la Ley General de Pesca y Acuicultura en el 
ámbito de los recursos bentónicos.

Se ha propuesto el lunes 6 de enero, a las 
12:00.

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Si le parece a la Sala, así se acordará.

Acordado.

———————

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor GUZMÁN (Secretario General).– 
En estos momentos ha llegado a la Mesa el si-
guiente documento:

Certificado

De la Comisión de Seguridad Pública, re-
caído en el proyecto de ley, en segundo trámite 
constitucional, que modifica el Código Penal 
para tipificar como delito la alteración de la 
paz pública mediante la ejecución de actos de 
violencia, y agrava las penas aplicables en las 
circunstancias que indica (boletín N° 13.090-
25) (con urgencia calificada de “discusión in-
mediata”) (Véase en los Anexos, documento 
2).

—Queda para tabla.

———————

El señor GARCÍA.– Pido la palabra, señor 
Presidente.
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El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Puede hacer uso de ella, señor Senador.

El señor GARCÍA.– Señor Presidente, 
solo quiero solicitar que abra la votación del 
siguiente proyecto apenas comience su trata-
miento.

Gracias.
El señor MOREIRA.–  No, señor Presiden-

te. Me opongo.
El señor ELIZALDE (Presidente acciden-

tal).– No hay acuerdo.

TIPIFICACIÓN DE DELITO DE 
ALTERACIÓN DE LA PAZ PÚBLICA 
MEDIANTE EJECUCIÓN DE ACTOS 
DE VIOLENCIA Y AGRAVAMIENTO

 DE PENAS

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Corresponde pasar a la discusión general 
del proyecto de ley, en segundo trámite consti-
tucional, originado en moción de los Diputados 
señora Marcela Sabat y señores Miguel Ángel 
Calisto, Gonzalo Fuenzalida, Gabriel Silber y 
Matías Walker, que modifica el Código Penal 
para tipificar como delito la alteración de la 
paz pública mediante la ejecución de actos de 
violencia, y agrava las penas aplicables, en las 
circunstancias que indica, con certificado de la 
Comisión de Seguridad Pública y urgencia ca-
lificada de “discusión inmediata”.

—Los antecedentes sobre el proyecto 
(13.090-25) figuran en los Diarios de Sesio-
nes que se indican:

Proyecto de ley:
En segundo trámite: sesión 80ª, en 4 de 

diciembre de 2019 (se da cuenta).
Informe de Comisión:
Seguridad Pública (certificado): sesión 

81ª, en 4 de diciembre de 2019. 
El señor ELIZALDE (Presidente acciden-

tal).– Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor GUZMÁN (Secretario General).– 

La Comisión de Seguridad Pública consigna 
en su certificado que, por la unanimidad de sus 

integrantes, acordó discutir la iniciativa solo 
en general y proponer a la Sala proceder del 
mismo modo.

Cabe señalar que el proyecto no contiene 
normas de quorum especial.

Asimismo, hago presente que esta iniciativa 
fue aprobada en general en el referido órgano 
técnico por mayoría de votos. Votaron por su 
aprobación los Senadores señores Kast, Har-
boe, Insulza y Pérez Varela, y se pronunció por 
su rechazo, el Senador señor Huenchumilla.

El señor MOREIRA.– Señor Presidente, 
punto de reglamento.

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra, Senador Moreira.

El señor HARBOE.– Que esté sentado.
El señor MOREIRA.– Solo quería hacerlo 

más rápido, señor Senador.
Señor Presidente, me han entregado razones 

muy contundentes para que dé el avenimiento 
para abrir la votación.

Entonces, yo no quiero ser impedimento 
para una reunión que sostienen en este minuto 
los partidos de Chile Vamos con el objeto de 
llegar a un acuerdo en el tema constitucional.

Así que por ese motivo me voy a quedar yo 
solo trabajando.

Por tanto, señor Presidente, no me opongo a 
que se abra la votación.

El señor ELIZALDE (Presidente acciden-
tal).– ¿Habría acuerdo para ello?

La señora EBENSPERGER.– Sí.
El señor PIZARRO.– Sí, pero después del 

informe.
El señor ELIZALDE (Presidente acciden-

tal).– Conforme.
Si le parece a la Sala, se abrirá la votación 

después de que se entregue el informe.
Acordado.
Tiene la palabra el Senador Harboe.
El señor HARBOE.– Señor Presidente, este 

proyecto de ley, que cumple su segundo trámi-
te constitucional en la Corporación, se originó 
en moción de los Diputados señor Fuenza-
lida, señora Sabat y señores Calisto, Silber y 
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Walker.
Su objetivo es modificar el Código Penal 

con el propósito de tipificar como delito la al-
teración de la paz pública mediante la ejecu-
ción de actos de violencia, agravando las penas 
aplicables, en determinadas circunstancias.

En los fundamentos de la moción se esta-
blece, en lo medular, que es necesario abordar 
los crecientes fenómenos de violencia pública, 
desmanes, alteración del orden público y des-
trucción de la propiedad, tanto pública como 
privada.

Asimismo, sus autores postulan que en Chi-
le se han verificado maneras de protestar y de 
representar intereses desde la ciudadanía que, 
casi de manera inevitable, han conllevado a 
algunos grupos a realizar actos de violencia. 
Este fenómeno no es solo local, sino que se 
ha podido advertir también en otras latitudes, 
como las protestas por el medioambiente en 
Europa, la reciente revuelta social de los “cha-
lecos amarillos” en Francia o las protestas por 
diferencias étnico-culturales en China y Hong 
Kong.

De consiguiente, si es este un fenómeno 
que será persistente, abordar su aspecto de se-
guridad ciudadana, abogando por fortalecer la 
paz social y castigar efectiva y severamente a 
quienes prefieren delinquir por sobre manifes-
tarse con respeto a los demás, contribuye exac-
tamente a robustecer la democracia y proteger 
a los más débiles, a quienes desean que su voz 
se escuche de manera no violenta.

Es decir, plantean los mocionantes, este 
proyecto busca proteger a aquellos que se ma-
nifiestan de manera pacífica.

En segundo lugar, la exposición de motivos 
de la iniciativa de los Diputados consigna que 
la actual herramienta jurídica contenida en el 
artículo 269 del Código Penal es insuficiente y 
se encuentra desactualizada para permitir una 
efectiva persecución penal de los desmanes y 
desórdenes públicos. En efecto, puntualizan 
los Diputados que el tipo penal plantea com-
plejos requisitos para poder imputar responsa-

bilidad penal a una persona a título de desór-
denes públicos.

La iniciativa legal aprobada por la Cámara 
de Diputados se estructura sobre la base de las 
siguientes modificaciones:

I. En primer lugar, se intercala en el Código 
Penal un artículo 268 septies, nuevo, en rela-
ción con el delito de desórdenes públicos. Se 
contempla dentro de esta figura la hipótesis de 
quien, valiéndose de una manifestación o re-
unión pública, tomare parte violenta y activa-
mente en un hecho constitutivo de este ilícito, 
disponiéndose una pena de reclusión menor en 
su grado medio a máximo (541 días a cinco 
años).

Asimismo, para estos efectos se establece 
que constituye desorden público:

1) Paralizar o interrumpir un servicio públi-
co de primera necesidad afectando gravemente 
su funcionamiento. Se entiende por tal el ser-
vicio de transportes, hospitalario, de emergen-
cia, de electricidad, de combustible, de agua 
potable y de comunicaciones.

2) Ejecutar actos de violencia peligrosos 
para la vida o la integridad física de las per-
sonas mediante el lanzamiento de elementos 
contundentes, cortantes, punzantes u otros ap-
tos para esos fines.

3) Destruir total o parcialmente en forma 
relevante una vivienda o un establecimiento 
comercial o industrial, una oficina pública o 
privada, uno o más vehículos motorizados o 
irrogar daño a bienes de reconocida importan-
cia científica, religiosa o social.

4) Incendiar objetos o utilizar elementos 
destinados a impedir coactivamente la libre 
circulación de las personas o vehículos.

5) Impedir o dificultar la actuación del 
personal de los cuerpos de bomberos u otros 
servicios de utilidad pública destinados a com-
batir un siniestro u otra calamidad o desgracia 
que constituya peligro para la seguridad de las 
personas.

6) Ocupar o usurpar bienes inmuebles de 
carácter industrial, comercial o agrícola, sean 
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estos públicos o privados.
En el mismo orden de ideas, se establece 

una regla de determinación de la pena, que dis-
pone que se aplicará siempre el grado máximo 
de ella cuando los partícipes hayan actuado 
formando parte de una agrupación u organiza-
ción de dos o más personas destinada a come-
ter habitualmente los hechos punibles referi-
dos anteriormente, siempre que esta o aquella 
no constituyere una asociación ilícita de la que 
trata el Párrafo 10 del Título VI del Libro Se-
gundo del Código Penal.

En seguida, se establece una norma que se-
ñala que si un hecho previsto en este artículo 
mereciere mayor pena bajo alguna otra dispo-
sición, se aplicará esta última.

II. En segundo término, se efectúa una mo-
dificación de adecuación legislativa. Para efec-
tos de adecuar la normativa del Código Penal 
con la contenida en esta iniciativa legal, se re-
emplaza la palabra “Párrafo” por “artículo” en 
el artículo 269.

III. En tercer lugar, en lo que atañe al delito 
de robo en lugar no habitado, previsto en el 
artículo 442 del Código Penal, se incorpora un 
inciso final que dispone una regla que prescri-
be que se aplicará la pena de presidio menor 
en su grado máximo (es decir, tres años y un 
día a cinco años) cuando el autor de las con-
ductas señaladas en dicho artículo las perpetra-
re actuando en grupo o individualmente pero 
amparado en él, y tuvieren lugar con ocasión 
de calamidad pública o alteración del orden 
público.

La Comisión, al revisar el proyecto apro-
bado por la Cámara de Diputados, observó un 
conjunto de situaciones en virtud de las cuales 
prefirió pronunciarse solamente sobre la idea 
de legislar, no aprobando el texto en particu-
lar, y propone a la Sala del Senado proceder de 
la misma manera, es decir, aprobando solo en 
general, con el objeto de dar espacio a un ma-
yor estudio de las modificaciones propuestas y 
otorgar a las señoras Senadoras y a los señores 
Senadores que no participaron de su análisis 

la oportunidad de perfeccionar y enriquecer la 
iniciativa con ocasión del segundo informe.

Así entonces, la Comisión, por la mayoría 
de sus integrantes, Senadores señores Insulza, 
Kast, Pérez y quien habla, aprobó en general 
este proyecto de ley. Se pronunció en contra el 
Senador señor Huenchumilla.

En consecuencia, la Comisión de Seguridad 
Pública sugiere a esta Honorable Sala la apro-
bación en general de esta iniciativa legal. 

He dicho.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el Senador Alejandro Guillier.
El señor PÉREZ VARELA.– ¿Va a abrir la 

votación?
El señor QUINTANA (Presidente).– Con-

forme a lo acordado hace un momento, se abri-
rá la votación.

En votación general.
—(Durante la votación).
El señor QUINTANA (Presidente).– Sena-

dor Guillier, tiene la palabra.
El señor GUILLIER.– Señor Presidente, se 

nos ha invitado a votar en general un proyecto 
contra los saqueos. 

Yo quiero ser muy preciso, señor Presiden-
te: ¡Estoy en contra de los saqueos, los incen-
dios, la destrucción de la propiedad pública y 
privada!

Pero la iniciativa de ley que tenemos fren-
te a nosotros y que acabamos de leer, porque 
nos llegó recién, no dice absolutamente nada 
contra los saqueos. Lo único que estoy viendo 
en este texto es que se quiere transformar en 
delito las legítimas movilizaciones sociales.

¡Quieren criminalizar la legítima expresión 
del malestar contra el abuso!

El propio Fiscal Nacional, Jorge Abbott, ha 
dicho en la mañana de hoy que no se puede lle-
var a sede penal un conflicto social y político.

Por esa razón, en esta votación en general 
me voy a pronunciar en contra. 

Mis colegas me dijeron en los minutos pre-
vios que se van a presentar indicaciones, que 
no me preocupe, que se va a mejorar este pro-
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yecto, para que efectivamente condene los sa-
queos y la destrucción de la propiedad pública 
y privada.

Pues bien, cuando esas indicaciones formen 
efectivamente parte de esta iniciativa, que hoy 
no es contra los saqueos, sino contra las mo-
vilizaciones sociales, entonces votaré en con-
ciencia y de acuerdo con su mérito.

Por ahora, no voy a caer en el juego de un 
proyecto cuyo nombre, además, lo dice todo, y 
que quiere transformar en delito la alteración 
del orden dando la apariencia de que se defien-
de una falsa normalidad donde sigue imperan-
do el abuso.

¡No estoy dispuesto a votar esto en los tér-
minos aquí presentados!

Esto es una falta de respeto al Senado de 
la República, al igual que la forma en que se 
están tramitando los proyectos de ley en esta 
Sala.

Voto en contra.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el Senador Pedro Araya. 
El señor ARAYA.– Señor Presidente, hoy 

día se nos convoca a votar un proyecto que se 
llama “antisaqueos”, pero de contrabando trae 
varias normas que no tienen nada que ver con 
el saqueo. 

Y empiezo por la primera parte del proyec-
to.

Aquí se propone modificar el Título VI, Pá-
rrafo 2, del Código Penal, sobre los delitos a 
los que se denominan “Otros desórdenes pú-
blicos”. Y esto no es menor, porque conviene 
detenerse un poco respecto de qué cuida este 
delito.

Varios penalistas han señalado que el Título 
VI es más bien un cajón de sastre sobre cier-
tas figuras penales que, no teniendo cabida en 
otros libros del Código, fueron llevadas por el 
legislador a través de este título. Y en este tí-
tulo se regulan una serie de capítulos que a mi 
juicio no guardan mucha relación.

Ahora, el problema del texto que presenta 
la Cámara de Diputados es que trae una serie 

de normas que van a generar problemas de 
concurso aparente de leyes penales y concurso 
ideal de delitos, dado que hay varias figuras 
que se pretende sancionar como desórdenes 
que no lo son en cuanto tal, o que siéndolo, 
pueden constituir otros delitos, como el de in-
cendio o de lesiones.

Aquí soterradamente se quiere prohibir 
cualquier tipo de manifestación que acarree 
una alteración grave al orden público y que, 
producto de la violencia que se use, lleve a lo 
que conocemos como las tomas.

Hay que decirlo: de aprobarse este proyecto 
como está, se acabaron las tomas en las uni-
versidades, en los hospitales, en los predios 
agrícolas. Y esto no puede ser, porque sabe-
mos que muchas veces la toma constituye una 
forma de presión que utilizan, por ejemplo, los 
estudiantes para ser escuchados.

A mi juicio, lo que hoy día estamos tipifi-
cando, a través de esta figura de desórdenes, 
son manifestaciones de los derechos de ex-
presión, de reunión y de la legítima protesta 
social.

A partir de eso, generamos un tipo penal 
que es bastante confuso en la redacción res-
pecto de qué debe entenderse por desorden 
público. Da la sensación de que aquí lo que se 
buscó al final del día era entregar una serie de 
tipos penales, una descripción que nada tiene 
que ver con las figuras de desórdenes públicos.

Y espero que en la discusión particular se 
pueda rechazar completamente el número 1, 
relativo al artículo 268 septies, porque esto 
justamente lo que hace es criminalizar la pro-
testa social, criminalizar la legítima manifesta-
ción que se pueda realizar.

Considero que también confunde figuras 
que no atentan o que no alteran la seguridad 
pública. Pensemos, por ejemplo, cuando se 
propone que en el caso de una protesta se impi-
da coactivamente la libre circulación, utilizan-
do algún elemento. O sea, bastaría que alguna 
persona se sentara en la calle, que colocara al-
gún tipo de elemento o que se tomara de las 
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manos con otra -como dice el Senador Lagos- 
con el fin de impedir el paso de los vehículos 
para que esté sancionada por la figura de des-
orden público. Creo que esta figura está muy 
mal tratada y responde más bien a una medida 
de carácter populista que no ha sido bien estu-
diada por quienes presentaron esta iniciativa.

En segundo lugar, respecto del delito de sa-
queos, considero que no se resuelve el proble-
ma de fondo. Este se relaciona más bien con 
la tipificación del delito, ya que en el texto se 
optó por colocar una nueva figura en el delito 
de robo en lugar no habitado.

El gran problema que presenta hoy día la 
Fiscalía a mi juicio no tiene que ver con el tipo 
penal, porque hoy día el tipo penal se encuen-
tra absolutamente establecido, pues existen las 
penas y las agravantes. Inclusive, teóricamente 
-si me alcanza el tiempo, lo voy a explicar-, si 
uno aprobara este proyecto de ley, estaría eli-
minando automáticamente una agravante y se 
podría llegar a una pena mucho más baja de la 
que estamos proponiendo para el saqueo.

Al final del día lo que hay aquí es un pro-
blema probatorio, porque las investigaciones 
se le caen al Ministerio Público producto de 
las malas investigaciones.

La redacción que se propone mantiene vi-
gente que para que exista el robo en lugar no 
habitado debe darse alguno de los tres supues-
tos que establece el artículo 442, es decir, que 
exista escalamiento, fractura o que se usen 
llaves falsas. Y sabemos que eso es un tema 
probatorio.

Cuando uno mira qué ha pasado estos días 
con las investigaciones que lleva adelante el 
Ministerio Público, uno ve que no se ha podido 
probar que las personas que estaban saquean-
do hayan concurrido en alguno de los tres ele-
mentos del tipo penal del artículo 442.

Al establecer que la pena de presidio se 
aplica en su grado máximo lo que hacemos es 
eliminar un grado de la pena, pero no modifi-
camos el tipo penal.

Si efectivamente quisiéramos sancionar los 

saqueos, mi impresión es que esto debiera ser 
una modificación agravada del hurto más que 
del robo, porque, si no, el problema va a seguir. 
Al final del día, vuelvo a insistir: se sigue radi-
cando el problema de esclarecer estos hechos 
en un tema del tipo penal, y no se modifica lo 
que debiera cambiarse. El Ministerio Público, 
aun cuando exista esta pena, para poder llevar 
a las personas ante la justicia tendrá que probar 
alguno de los tres elementos del artículo 442, 
cosa que aquí no se está tocando.

Si efectivamente queremos sancionar los 
saqueos, me parece que sería mucho más fácil 
una modificación a los delitos de hurto simple, 
colocando algunas agravantes específicas.

Termino diciendo, señor Presidente, que mi 
impresión es que se puede producir un pro-
blema en la aplicación práctica de las normas 
de la pena de los artículos 67 y 68 del Código 
Penal, porque con la figura del saqueo que se 
está aplicando, en la práctica, lo que estamos 
haciendo es considerar como tipo penal la 
agravante 10ª del artículo 12 del Código Penal, 
lo que va a impedir que esto se pueda utilizar 
como agravante.

Todos sabemos, o quienes hemos ejercido 
alguna vez la profesión, que cuando la persona 
no posee antecedentes, si tiene una circunstan-
cia atenuante -generalmente, la irreprochable 
conducta anterior, que los tribunales suelen es-
timar como muy calificada-, eso lleva a que se 
baje la pena hasta en un grado.

Entonces, como consecuencia de ello, ¿qué 
va a pasar? Si se aprueba el tipo de saqueo 
como está y se le aplica una atenuante muy ca-
lificada, podemos caer en el piso de la pena, es 
decir, esa persona va a recibir una pena proba-
ble efectiva de 541 días.

Si nosotros dejamos la norma tal como está 
en el artículo 442 y se puede hacer uso de las 
agravantes, de hacerlo en medio de una mani-
festación o calamidad pública, como lo dice la 
agravante penal, vamos al techo de la pena; es 
decir, llegamos a los cinco años.

Entonces, también hay que tener cuida-
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do en la forma en que está redactado porque, 
probablemente, en la pena aplicable a la pena 
real, con esta figura, y producto del juego de 
atenuantes y agravantes, podemos estar dando 
una pena mucho más baja de lo que presenta la 
actual legislación en esta materia.

Vuelvo a insistir. Creo que esto sigue sien-
do un tema de prueba por parte del Ministe-
rio Público. Y si quisiéramos efectivamente 
sancionarlo, debiera modificarse el delito de 
hurto, que es mucho más fácil de probar, con 
agravantes específicas en estos casos.

Dicho eso, voy a votar a favor, señor Presi-
dente, esperando que se corrijan las deficien-
cias que presenta el proyecto.

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 
la palabra el Senador Francisco Chahuán.

El señor CHAHUÁN.– Señor Presidente, 
efectivamente, la idea básica del proyecto es 
generar las condiciones necesarias para san-
cionar las graves alteraciones al orden público 
que hemos vivido en los últimos meses.

En la línea de lo que señaló el Senador que 
me antecedió en el uso de la palabra, nosotros 
presentamos un proyecto de ley antiturbazos, 
que se encuentra hoy día en la Comisión de 
Constitución y que busca establecer una cir-
cunstancia agravante particularmente respecto 
del delito de hurto, posibilitando tener, por la 
vía probatoria, una agravante calificada. Esto 
se presentó tras las denuncias que en su mo-
mento se realizaron frente a las trece bandas 
que cometían turbazos en Valparaíso. Cerca 
de treinta y una personas fueron condenadas a 
más de quince años justamente porque conse-
guimos que la Fiscalía recalificara los delitos. 
Estos delitos consistían básicamente en que 
personas entraban en grupo y saqueaban los lo-
cales comerciales. Entonces, logramos que se 
acumularan las causas y, como ya mencioné, 
que se recalificaran como robo con intimida-
ción o violencia. Y, finalmente, conseguimos 
condenas para esas treinta y un personas con 
penas que van hasta quince años.

En el mismo sentido, creemos que hay que 

buscar la fórmula que nos permita aminorar 
el peso de la prueba y asegurar una condena 
efectiva para quienes vulneran flagrantemente 
el orden público.

Particularmente, se debe mostrar en los he-
chos que hay que perseguir a los responsables 
de los saqueos con el mayor rigor de la ley, sea 
quien sea, no importando la posición, el nom-
bre, el apellido. Porque tenemos que demostrar 
claramente que somos inflexibles para no per-
mitir la impunidad.

Eso lo he dicho públicamente y también lo 
digo en este Hemiciclo.

Aquí es donde se ve finalmente la coheren-
cia: ¡actuar con el mayor rigor de la ley, sea 
quien sea el delincuente que finalmente altera 
el orden público!

En tal sentido, este proyecto de ley estable-
ce otros elementos adicionales como hechos 
constitutivos de desorden público: paralizar 
o interrumpir un servicio público de primera 
necesidad afectando gravemente su funciona-
miento; ejecutar actos de violencia peligrosos 
para la vida o la integridad física de las perso-
nas mediante el lanzamiento de elementos con-
tundentes, cortantes, punzantes u otros aptos 
para esos fines; destruir total o parcialmente en 
forma relevante una vivienda o un estableci-
miento comercial o industria; incendiar obje-
tos o, como hemos visto, establecimientos de 
comercio; impedir o dificultar la actuación del 
personal de los cuerpos de bomberos; ocupar 
o usurpar bienes inmuebles de carácter indus-
trial, comercial o agrícola, sean estos públicos 
o privados; entre otras.

Además, la normativa establece que “Se 
aplicará la pena de presidio menor en su grado 
máximo cuando el autor perpetre este delito 
con ocasión de calamidad pública o alteración 
del orden público”.

Creemos que en estos casos hay que actuar 
con la mayor severidad. Y eso implica demos-
trar que acá no hay nadie por sobre la ley.

Se ha hecho público el caso de un concejal 
de La Calera. Al respecto, nosotros no sola-
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mente hemos pedido su expulsión del partido, 
sino que, además, el propio Partido Renova-
ción Nacional se va a querellar, porque consi-
deramos, sin lugar a dudas, que no hay nadie 
por sobre la ley.

Y eso es una señal de seriedad y de res-
ponsabilidad. No importa el apellido; lo im-
portante es ser claros y contundentes. Vamos 
a establecer todas y cada una de las responsa-
bilidades.

El combate a la impunidad debe ser claro y 
preciso. No importa ni el apellido, ni la posi-
ción, ni la afiliación ideológica del personaje o 
del delincuente que comete un delito.

Respecto de este proyecto, creo que va en la 
dirección correcta.

Tal como señaló el Senador que me ante-
cedió en el uso de la palabra, podemos buscar 
fórmulas para aminorar el peso de la prueba 
y asegurar que las penas sean efectivamente 
contundentes, sobre todo cuando los hechos se 
produzcan en situación de calamidad pública o 
de alteración del orden público.

Acá está en juego si somos capaces o no 
de terminar con la impunidad y de condenar la 
violencia, venga de donde venga.

He dicho.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el Senador Girardi.
El señor GIRARDI.– Señor Presidente, los 

desafíos que tenemos por delante en cuanto a 
cómo enfrentar el desorden público y la vio-
lencia son desafíos mayores y particularmente 
importantes en estos tiempos, en el siglo XXI.

Lo primero que quisiera señalar es que tal 
vez nos falta comprender cómo se desarrollan 
los fenómenos que estamos viviendo. Estamos, 
en una transición entre un mundo que termina 
y otro que emerge, frente a un tema vinculado 
con instituciones verticales, acostumbradas a 
enfrentar desafíos verticales, a tener contrapar-
te, a procesos que no son moleculares como 
los que estamos experimentando.

A mí me parece interesante entender un 
poco esto.

En primer lugar, siento que lo que hay acá 
es un fenómeno de transmisión memética. 
Existe mucha paranoia en cuanto a pensar que 
hay grupos organizados; pero en realidad son 
grupos desorganizados, que están desestruc-
turando todo lo que conocemos. El ejemplo 
más notable se puede ver con las mujeres de 
“Lastesis”, que logran transmitir unidades cul-
turales con coreografía, con concepto, que se 
irradian a nivel mundial.

Creo que lo mismo sucede con los jóvenes 
que ejercen la violencia. En cierta manera, es 
una emulación parecida a la performance de 
“Lastesis”, que es pacífica, que es maravillosa, 
que es artística. La otra también es una coreo-
grafía conceptual e intelectual, pero ligada a la 
violencia como manera única de expresión o 
de creer que es el único camino para resolver 
los problemas.

A mi entender, acá no hay grupos organi-
zados, pero sí colectivos, y colectivos muy 
duros. Pero, ¿saben qué? Son consecuencia de 
las redes sociales, porque lo que están hacien-
do las redes sociales es personalizando; lo que 
están haciendo redes sociales como Facebook, 
Instagram, a través de las cuales se comunican 
los y las jóvenes, es justamente reuniendo a los 
iguales en un mundo burbuja. Y se constituyen 
colectivos, colectivos virtuales, que son tre-
mendamente cerrados y que creen que esa es la 
realidad del mundo, lo que existe, justamente 
porque se establece una reunión de personas 
en zonas de confort.

Me parece muy importante salir de esa pa-
ranoia. Aquí no hay grupos extranjeros; lo que 
hay es la expresión de la era digital, que está 
personalizando y construyendo mundos bur-
buja, tremendamente cerrados, donde se com-
parten visiones, valores. Lamentablemente, 
en esos grupos también se incuba la violencia 
como respuesta.

Ahora, ¿qué es lo que uno quisiera decir?
Lo primero es que los instrumentos de re-

presión no son la solución. ¡Y son muy pe-
ligrosos! Creo que la única respuesta es la 
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respuesta política. El Gobierno, el Ministro, 
el Presidente, deben entender, de una vez por 
todas, que la respuesta tiene que ser una agen-
da social potente, no a gotario, no en salame, 
no una que nadie entienda. Hay una demanda 
muy profunda y transversal, y sería un error 
político de una envergadura gigantesca no en-
tender aquello.

¿Por qué digo que la lógica de la represión 
es peligrosa? Porque, si no hay una respuesta 
política, si las personas insistentemente han 
venido planteando esto durante décadas y la 
política no las ha escuchado, lo que se empie-
za a generar, como instrumento único para ser 
escuchado, para hacer transformaciones, es la 
violencia. Pero ese síntoma, esa visión, surgen 
como consecuencia del fracaso de la política 
o de la incapacidad de esta para resolver los 
problemas. 

Tal vez el error que cometimos fue incubar 
esta experiencia piloto en el Instituto Nacional. 
¿Cuántas veces esos jóvenes se quisieron ex-
presar pacíficamente? En gobiernos anteriores, 
en gestiones municipales anteriores, no fue-
ron escuchados. ¿Saben cuándo fueron oídos? 
Cuando empezaron a tener encapuchados.

Muchas veces los canales de televisión, 
los matinales -lo he visto-, llamados por las 
personas que van a hacer una manifestación, 
preguntan: “¿Se van a tomar la calle o no? Por-
que, si no se la toman, no es interesante y no 
vamos a ir”.

Entonces, es muy peligroso construir, des-
de la lógica de la represión, una solución que 
no tenga carácter político, porque eso lo único 
que hace es legitimar la violencia. Si fracasa 
la política, va a existir el sentimiento de que 
la única solución es el ejercicio de la violen-
cia como único instrumento para llevar a cabo 
transformaciones. Y nosotros queremos esta-
blecer justamente lo contrario: que es la polí-
tica y no la violencia, que es el diálogo y no la 
violencia los que tienen que resolver los pro-
blemas.

Sin embargo, no vemos que el Gobierno ni 

muchos de nosotros comprendan que ese es el 
camino.

Un último minuto y termino, señor Presi-
dente.

Creo que hay que focalizar y no ponerlos 
a todos en el mismo saco. Por eso que la pro-
puesta de combatir de la misma manera a los 
jóvenes que se manifiestan pacíficamente y a 
los violentistas fue un inmenso error, que hay 
que reparar. Tratar como delincuentes a los 
encapuchados, a los que usan pañoletas, a los 
que andan disfrazados es un error gigantesco, 
porque significa poner en el mismo estatus a 
los violentos y a los pacíficos.

En tal sentido, este proyecto hay que apro-
barlo justamente porque es distinto, porque 
separa a los que cometen hechos de violencia 
de aquellos que no los cometen. Sin embargo, 
quiero alertar que hubo un intento de saqueo en 
este proyecto por parte del Gobierno. Yo com-
parto lo que plantea el Senador Pedro Araya 
en cuanto a que aquí hay algunas incrustacio-
nes que se traficaron y que son tremendamente 
peligrosas, porque pueden criminalizar a gente 
que no tiene por qué ser criminalizada. ¡Hay 
que focalizarse en los delincuentes!

Voy a apoyar el proyecto, señor Presidente, 
pero con reserva de algunos de sus artículos.

El señor QUINTANA (Presidente).– ¡Bien 
su tesis, Senador Girardi!

 Tiene la palabra el Senador José Miguel In-
sulza, miembro de la Comisión de Seguridad 
Pública.

El señor INSULZA.– Señor Presidente, la 
verdad es que a mí me preocupa un poco la 
forma algo agitada en que algunos colegas 
enfrentan un proyecto que, mal que mal, fue 
aprobado en general en la Cámara de Dipu-
tados por 127 votos a favor, solo 7 votos en 
contra y 13 abstenciones. Yo me imagino que 
los parlamentarios de la otra rama, con los cua-
les a veces no tenemos mucho acuerdo, habrán 
meditado un poco esta iniciativa antes de lan-
zarla, lo cual no quiere decir que, a mi juicio, 
no tenga algunos contenidos bastante equivo-
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cados como los que se han planteado acá.
En realidad, al igual que algunos otros Se-

nadores, no sé cómo fueron a parar las tomas 
en medio de este proyecto. Son un fenóme-
no completamente distinto. Pero hay hechos 
como la interrupción o la destrucción de un 
servicio público; la ejecución de actos de vio-
lencia peligrosos para la vida o la integridad 
física de las personas; la destrucción de un es-
tablecimiento comercial o industrial, que evi-
dentemente merecen ser sancionados. No creo 
que haya discusión en eso.

Por lo tanto, mi opinión es que lo que co-
rresponde aquí es aprobar este proyecto en 
general, y luego corregirlo, como lo hemos 
hecho muchas veces, de común acuerdo, tra-
tando de no exagerar tampoco el tono, pero sí 
dando a la ciudadanía la señal de que nosotros 
rechazamos la violencia en todas sus formas y 
de que estamos disponibles para salir al paso 
de las cosas que están ocurriendo ahora. Por-
que estas son cosas que están sucediendo hoy 
día. Cada parte de este proyecto tiene que ver 
con algún fenómeno que se está manifestando 
en estos momentos en nuestra sociedad y que 
queremos rechazar. 

Desde ese punto de vista, señor Presidente, 
llamo a presentar las indicaciones respectivas 
y a aprobar en general este proyecto, porque es 
la señal que se espera de nosotros.

Muchas gracias.
El señor QUINTANA (Presidente).– Antes 

de seguir otorgando la palabra, se ha propuesto 
como plazo para formular indicaciones el vier-
nes 6 de diciembre, a las 12 horas.

¿Habría acuerdo?
—Se fija plazo para presentar indicacio-

nes hasta el viernes 6 de diciembre, a las 12, 
en la Secretaría de la Comisión de Seguri-
dad Pública.

El señor QUINTANA (Presidente).– A con-
tinuación, tiene la palabra el Senador Kenneth 
Pugh.

El señor PUGH.– Señor Presidente, sin 
lugar a dudas, lo que pasó a contar del 27 de 

febrero de 2010 y lo sucedido desde el 18 de 
octubre de este año nos llaman a reflexionar 
y a entender qué pasa cuando una conmoción 
pública puede generar desorden público.

Los fines no pueden justificar los medios. 
Quizás esa sea la primera reflexión general. 
Todo movimiento que tiene demandas y quie-
re expresarlas de forma pacífica no puede ser 
intervenido por terceros que se valen de él y, 
cual caballo de Troya, aparecen para destruir 
el entorno.

Es por ello que lo que busca este proyecto 
de ley es perseguir esos delitos, cuyos auto-
res, amparándose en situaciones particulares 
de conmoción o desorden público, tienen por 
objetivo destruir, para lo cual, tal como dijo el 
Senador Girardi, se coordinan por redes, por 
sistemas que permiten concentrar su furia en 
cosas precisas. Pasan de lo virtual a lo físico. 
Y pueden actuar diferentes grupos, de distinta 
naturaleza.

Por eso, quizás lo más importante que nos 
va a permitir este proyecto es precisar qué en-
tendemos por orden público y también por lo 
contrario, que es el desorden público en cuanto 
delito. En tal sentido, quiero citar la definición 
que nos entrega el profesor Larry J. Siegel en 
su libro Criminología: teorías, patrones y ti-
pologías: “Son los actos que interfieren con la 
operación de la sociedad y la capacidad de las 
personas de funcionar eficientemente”, vale 
decir, cuando se desarticula la sociedad con 
ciertos hechos que amenazan la convivencia 
nacional. Esos son los efectos que producen, 
y en algunos casos incluso terror. Uno podría 
perfectamente darles ese calificativo a quienes 
usan medios violentos como el fuego y otros 
para generar terror.

Es importante, entonces, que se haya con-
siderado la forma de sancionar los ataques 
premeditados a la infraestructura crítica. De 
hecho, es lo primero que se menciona: la con-
tinuidad del servicio por la paralización o inte-
rrupción de los servicios esenciales y básicos 
de los que dependemos. Si hubiésemos tenido 
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esta normativa desde un principio, se podría 
haber perseguido a los violentistas sin necesi-
dad de tener que militarizar nada para proteger 
esos lugares.

Los actos violentos no son compatibles con 
la democracia. Tenemos otras formas para so-
lucionar los problemas, y por eso el Estado 
tiene que perfeccionar los instrumentos que lo 
obligan a perseguir a quienes cometen delitos. 
¡De eso estamos hablando: de tipificar correc-
tamente los delitos!

Probablemente, en este caso la redacción 
no sea la más adecuada, razón por la cual me 
alegro de que tengamos plazo para formular 
indicaciones hasta el viernes 6 de diciembre. 
Pero sí hay que precisar que cada uno de los 
elementos que se mencionan los vemos coti-
dianamente. ¡Cómo se interrumpió el accionar 
de bomberos, evitando que ellos pudieran con-
currir a combatir los incendios! ¡Cómo se da-
ñaron ambulancias que podrían haber salvado 
vidas humanas!

Nadie puede estar sobre la ley. Y es muy 
importante que nuestro marco jurídico así lo 
establezca y tenga claramente tipificadas las 
conductas para que, con las evidencias que se 
puedan presentar, el Ministerio Público persi-
ga a los responsables y logre las condenas co-
rrespondientes.

Sin condenas efectivas todo esto es letra 
muerta.

Por ello, invito a que seamos capaces de 
formular, en el plazo fijado al efecto, las indi-
caciones más adecuadas para precisar los actos 
que no queremos y así la violencia no ocupe 
nuestras calles y nos saque de lo más impor-
tante, que son siempre los problemas de fondo: 
las demandas.

Por eso, no a la violencia con instrumentos 
precisos; no a grupos que se coordinan para 
destruir y que no están preocupados de sus se-
mejantes.

Por todo lo expresado, señor Presidente, 
apruebo en general el proyecto.

El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra el Senador Quinteros.
El señor QUINTEROS.– Señor Presiden-

te, nadie puede negarse a condenar los hechos 
de violencia, vandalismo y saqueo que hemos 
presenciado en las últimas semanas.

Por lo mismo, no puedo negarme a priori a 
discutir modificaciones legales a los tipos pe-
nales que sancionan dichos actos de violencia, 
ni a las penas respectivas, sobre todo si se con-
cluye fundadamente que existe un vacío en las 
figuras que posibilita la comisión de estos de-
litos, o que las sanciones son extremadamente 
bajas y no alcanzan a inhibir a los autores de 
los desmanes. Cosa distinta es que, con el pre-
texto de sancionar estas conductas violentas, 
se intente criminalizar la legítima protesta so-
cial. 

Esta es la primera cuestión que debe quedar 
meridianamente clara.

Ahora bien, es evidente que la gran mayoría 
de quienes protestan lo hacen pacíficamente, 
pero hay un grupo que, de manera espontánea 
o planificada, protagoniza enfrentamientos con 
la policía y hechos violentos de diverso tipo 
que afectan a personas o bienes, tanto públicos 
como privados.

Hoy, a las personas detenidas por estos he-
chos se les imputa normalmente la figura de 
desórdenes públicos establecida en el artículo 
269 del Código Penal, sin perjuicio de las figu-
ras de lesiones o daños, en su caso, pero, por 
su baja penalidad, ellas no sufren penas de pre-
sidio efectivo y acceden a salidas alternativas.

Los hechos de vandalismo, entonces, tienen 
sanción; lo que pasa es que, por su masividad 
o por la baja capacidad operativa de la policía, 
la gran mayoría de los actos queda sin sanción.

Se suma a ello que muchas veces Carabi-
neros no diferencia a quienes actúan pacífica 
o violentamente, comete excesos e incluso, 
como ha sido reconocido por organismos in-
ternaciones y el propio Gobierno, incurre en 
violaciones a los derechos humanos.

En este cuadro, ¿cambia la situación con 
las nuevas figuras penales? Creo que no. Subir 
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las penas o especificar los tipos penales no se 
traducirá, necesariamente, en el término de los 
actos vandálicos.

Son muchos los factores que influyen para 
lograr ese objetivo, entre otros la revisión de la 
acción de Carabineros que muchas veces -di-
gámoslo con franqueza- contribuye a generar o 
ampliar los desórdenes más que a contenerlos 
o disminuirlos.

En todo caso, concuerdo en que la antigua 
figura de los desórdenes públicos del actual 
artículo 269 requiere una actualización. Pero 
esta actualización debemos hacerla de manera 
sistemática, integral y proporcional.

Hace pocos días, por ejemplo, se aprobó 
en general incorporar la figura de los encapu-
chados en el marco de los desórdenes, lo que 
tiene evidentes contradicciones con el actual 
proyecto.

De la misma manera, surgen diversas du-
das con respecto a la tipificación de los actos 
violentos que constituyan desorden público, 
según el nuevo artículo 268 septies.

En primer lugar, las acciones violentas son 
sancionadas en el marco de manifestaciones o 
reuniones públicas. ¿Significa eso que las ba-
rricadas y los actos violentos aislados no serán 
sancionados?

Sobre las paralizaciones o interrupciones 
del N° 1 del mismo artículo, ¿se sanciona la 
paralización efectuada por los trabajadores de 
los mismos servicios?

El N° 2 es aún más confuso: sanciona a 
quienes formen parte, violentamente, en la eje-
cución de actos violentos.

El hecho de impedir coactivamente la cir-
culación de personas o vehículos, establecido 
en el N° 4, ¿incluye a quienes desplieguen un 
lienzo para interrumpir momentáneamente el 
tránsito?

La ocupación o usurpación de bienes in-
muebles del N° 6, ¿comprende la toma de te-
rrenos que ejecutan algunas personas que no 
cuentan con vivienda? 

En varias de estas situaciones pareciera que 

se pretende sancionar formas de movilización 
tradicionales y pacíficas ejecutadas por sindi-
catos, organizaciones estudiantiles y sociales, 
lo que resulta completamente inaceptable.

Por otro lado, en cuanto a los saqueos, que 
constituyen, sin duda, uno de los hechos más 
repudiables de los que hemos visto, se esta-
blece una pena mayor para el robo en lugar 
no habitado cuando se ejecute con ocasión de 
calamidad pública o alteración del orden pú-
blico. Pero esto será intrascendente porque esa 
figura ya existe como agravante en el artículo 
12, N° 10, del Código Penal, que se refiere al 
hecho de cometer el delito con ocasión de “tu-
multo o conmoción popular u otra calamidad 
o desgracia”.

En resumen, señor presidente, tengo mis 
reservas sobre el efecto que puedan tener mo-
dificaciones a las penas en la situación de or-
den público que vive el país. El Código Penal 
no va a subsanar las debilidades evidentes que 
han mostrado tanto el Ejecutivo como la poli-
cía para poder preservarlo.

Pero no me niego a revisar figuras penales 
cuya redacción es de otra época. Solo pido que 
no se criminalice la protesta social y que la re-
visión se haga con seriedad y serenidad, como 
tantas veces nos pedía en esta misma Sala el 
ex Senador y hoy Ministro de Justicia, Hernán 
Larraín.

¿Cuánto nos demoramos en modificar las 
normas relativas a delitos de cuello y corbata? 
¿Qué nos decían algunos parlamentarios?

Comparto, señor Presidente, los objetivos 
del proyecto. Pero atendidas sus evidentes 
deficiencias, prefiero que la Comisión de Se-
guridad Pública o la de Constitución trate este 
proyecto con la rigurosidad que se merece.

El señor QUINTANA (Presidente).– ¿Ha-
bría acuerdo para que pueda presidir en algu-
nos instantes más el Senador Coloma primero 
y el Senador Bianchi después?

Acordado.
El señor QUINTANA (Presidente).– Tiene 

la palabra la Senadora Isabel Allende.
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La señora ALLENDE.– Señor Presidente, 
lamentablemente, la experiencia, y no solo en 
Chile, nos muestra que la solución a los proble-
mas de violencia que estamos viviendo hoy no 
es el aumento indiscriminado de penas, como 
propone el proyecto que ahora discutimos.

Creo que su texto tiene un error esencial: 
mezcló dos temas diferentes, a saber, la ma-
nifestación social y los actos de saqueo y van-
dalismo, los cuales han afectado y destruido 
muchas ciudades y barrios, en nuestra región 
particularmente.

¡Cómo no voy a quedar afectada cuando 
sé que en seis cuadras tenemos más de ciento 
cuarenta pequeños comercios afectados, cuyos 
daños se calculan en más de 3.200 millones de 
pesos, más el lucro cesante y los instrumentos 
que hasta ahora han resultado completamente 
insuficientes!

Y, peor aún, tenemos que reconocer que la 
violencia la han desatado grupos que se escu-
dan detrás de las legítimas manifestaciones 
sociales. Nosotros condenamos la violencia 
absoluta y tajantemente, pues no solo busca 
destruir la democracia, sino que también daña 
profundamente a quienes más necesitan, a esos 
chilenos vulnerables que solo buscan vivir con 
dignidad.

¡Que quede clara nuestra total y tajante con-
dena a la violencia!

No me gusta la forma en que este Gobierno 
presiona para que tramitemos las iniciativas 
con la mayor rapidez. No me gusta la veloci-
dad que le quisieron imponer a este proyecto. 
No me parece adecuado, porque tiene graves 
deficiencias legislativas.

La iniciativa que ahora analizamos crea una 
figura agravada de desórdenes públicos, que 
finalmente criminaliza el movimiento social 
con tipos penales amplios, que pueden llevar 
incluso a que personas que lancen piedras en 
una marcha sean condenadas -escuchen bien- 
hasta a cinco años de presidio.

La verdad es que eso no es lo que nosotros 
estamos buscando.

Esa figura agravada de desórdenes que se 
crea incluye penas que van de los 541 días a 
cinco años, superior a la figura de desórdenes 
que tenemos hoy día en el actual artículo 269 
del Código Penal. Es así como se sanciona a 
quienes en una manifestación o reunión públi-
ca tomaren parte de forma violenta en un des-
orden.

El problema es que hablamos de “manifes-
taciones o reunión”, y no sabemos si se está re-
firiendo a marchas autorizadas o no. ¿Qué en-
tendemos por “reunión pública”? ¿Podría ser 
incluso un concierto que derivara en algunas 
acciones violentas o una reunión de junta de 
vecinos que termine en equis circunstancias?

Francamente, eso no queda claro.
Se habla de paralizar o interrumpir un ser-

vicio público de primera necesidad. Eso puede 
sonar bastante sensato, pero hay que tener cui-
dado. Los jóvenes que interrumpieron transito-
riamente algunas líneas del Metro -por favor, 
no me refiero a la quema ni a la destrucción, 
sino al hecho de sentarse en el andén- ¿podrían 
ser condenados de 541 días a cinco años de 
cárcel?

A esas asociaciones de salud que paralizan 
transitoriamente el servicio cuando protestan 
por la falta de implementos en los hospitales, 
¿también las podríamos condenar?

Quiero ponerme en un extremo. ¿Qué pasa-
ría si hubiese un paro de Televisión Nacional 
que interrumpiera las comunicaciones? ¿Tam-
bién vamos a perseguir a esos sindicatos? Por-
que el proyecto habla de “comunicaciones”; 
no se especifica exactamente si se trata de ser-
vicios estratégicos, de telefonía, de internet, en 
fin.

Quiero señalar que, cuando se legisla acele-
radamente, cuando se reacciona sin medir, sin 
reflexionar, sin tener coherencia en el propio 
proyecto que se presenta, francamente, señor 
Presidente, se hace un enorme daño.

¿Cómo vamos a aceptar, por ejemplo, que 
en el caso de una barricada menor -a nadie le 
agradan-, que momentáneamente interrumpe 
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el tránsito, se sancione con esa misma grave-
dad? 

Peor aún, los pobladores de Lo Hermida, 
que se tomaron los terrenos de la Viña Cousi-
ño, ¿también serán sancionados con este tipo 
de pena agravada?

Entonces, pregunto: ¿Por qué tenemos que 
legislar de esta manera? ¿Por qué el Gobierno 
se equivoca al ponerle “discusión inmediata”? 
¿Por qué queremos criminalizar los movi-
mientos sociales?

Con eso no vamos a lograr lo que todos que-
remos: aislar la violencia, el vandalismo, con 
lo que ninguno de nosotros está de acuerdo. 

Les puedo señalar con dolor lo que se ve 
en la comuna de Valparaíso, en seis cuadras de 
la calle Condell. No puedo dejar de referirme 
a ello, señor Presidente. Llama profundamente 
la atención lo ocurrido en Valparaíso, porque 
la violencia ha sido enorme. 

Sin embargo, mientras estaban saqueando, 
muchos de los carabineros estaban repeliendo 
manifestaciones pacíficas. Esta ha sido una 
tremenda duda que nos ha dejado nuestra re-
gión. ¿Qué ha pasado? ¿No tiene Carabineros 
la capacidad operativa? Hacen un uso despro-
porcionado de la fuerza, masivamente, pero no 
logran aislar a ese grupo de violentos y de ván-
dalos, que es lo que realmente necesitamos. Y 
ese es nuestro dolor, porque no hemos logrado 
eficacia ni un uso proporcional de la fuerza. 

Sí se han generado gravísimas violaciones a 
los derechos humanos, muy condenables, ma-
teria que están abordando las distintas comi-
siones que nos han asesorado.

Señor Presidente, voto a favor de este pro-
yecto solamente porque creo que necesitamos 
contar con una legislación en este ámbito, pero 
la iniciativa debe ser mejorada para que sea ra-
cional, proporcional, reflexionada y justa.

—Según lo acordado previamente, pasa 
a presidir la sesión el Senador señor Colo-
ma, en calidad de Presidente accidental.

El señor COLOMA (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador Bianchi.

El señor BIANCHI.– Señor Presidente, la 
primera reflexión que puede hacerse de este 
proyecto, que llegó hace poco rato a la Sala, 
es que efectivamente pretende criminalizar las 
manifestaciones sociales.

 Además, hace un refundido de temas, al 
mezclar el vandalismo, la seguridad y las legí-
timas marchas. 

 Por lo tanto, esta iniciativa, que estamos 
votando en general, claramente debe ser objeto 
de perfeccionamientos.

 En primer lugar, es necesario señalar que 
las conductas que se encuentran descritas en el 
proyecto como delitos presentan graves defi-
ciencias en su redacción. 

 Uno de los principios fundamentales en 
materia penal es el denominado “principio de 
legalidad”, que tiene como una de sus mani-
festaciones el principio de tipicidad o también 
denominado “mandato de determinación”. Es 
tal la importancia de este principio que se en-
cuentra establecido en el artículo 19, número 
3º, de la Constitución Política, que dispone 
expresamente: “Ninguna ley podrá establecer 
penas sin que la conducta que se sanciona esté 
expresamente descrita en ella”.

 De acuerdo a este precepto, las conductas 
que se castigan como delito deben estar des-
critas con precisión, lo que no se satisface con 
establecer simplemente una frase general en la 
que se trate de resumir las conductas que se 
pretenden sancionar, sino que es necesario es-
tablecerlas de la forma más precisa y detallada 
posible.

 Lo anterior, señor Presidente, por una razón 
fundamental: la ambigüedad es una herramien-
ta para restringir arbitrariamente los derechos 
de las personas. Si permitimos definiciones 
amplias e imprecisas, en la práctica se le en-
trega a las policías, al Ministerio Público y a 
los tribunales la posibilidad de actuar de forma 
absolutamente arbitraria. Esto es lo que ocurre 
en el presente proyecto con las conductas que 
se encuentran descritas como desórdenes pú-
blicos.
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 Es así como se señala que constituyen des-
órdenes públicos el “paralizar o interrumpir un 
servicio público de primera necesidad”. Esta 
conducta, que podría parecer sumamente gra-
ve y clara para alguien poco atento a las exi-
gencias que debe tener un proyecto de ley de 
esta naturaleza, si se revisa detenidamente, se 
advierte que se encuentra descrita en términos 
poco claros y rigurosos.

 Hay que tener presente que el proyecto 
considera dentro de los servicios públicos de 
primera necesidad los relativos al transporte. 
Esto significa que quien se encuentre en la vía 
pública manifestándose pacíficamente, ya sea 
realizando bailes, por ejemplo, u organizando 
una batucada, y detiene la marcha de un bus de 
locomoción pública podría haber incurrido en 
el delito de desorden público, conforme a lo 
establecido en esta iniciativa.

Como se puede apreciar, señor Presidente, 
lejos de constituir un medio para prevenir y 
sancionar por la vía penal aquellas conductas 
graves que alteren de forma seria el orden pú-
blico, tal como se nos presenta este proyecto, 
sus normas abren un espacio importante para 
los abusos, pudiéndose transformar en un ins-
trumento para sancionar y perseguir manifes-
taciones de protestas absolutamente pacíficas.

Frente a este tipo de críticas, se nos po-
dría decir que la norma restringe este tipo de 
supuestos mediante las expresiones “grave-
mente” o, en el encabezado del artículo 268 
septies, como “violenta” o “activamente”. Sin 
embargo, lo cierto es que el proyecto, de forma 
absolutamente intencional, no restringe ni es-
tablece expresamente qué debe entenderse por 
estos conceptos.

Insisto: lo anterior no es casualidad, ya que 
el proyecto se da el espacio para definir expre-
samente qué es un servicio público de primera 
necesidad, pero no hace lo mismo para defi-
nir qué se debe entender con expresiones tales 
como “activa”, “violenta” o “gravemente”.

Le pido un minuto más, señor Presidente.
El señor COLOMA (Presidente acciden-

tal).– Claro.
El señor BIANCHI.– Pero, incluso, si pen-

sáramos que estas normas merecen ese nivel 
de sanción, habría que señalar que son des-
proporcionadas respecto a otras conductas que 
tienen asignadas penas similares o inferiores.

Por ejemplo, el cohecho simple, que es 
una conducta sumamente grave y que afecta 
la probidad pública, es castigado con penas de 
61 días a tres años de cárcel. De esta forma, 
si aprobamos este proyecto de ley, cometer un 
delito de cohecho sería menos grave, según 
la pena que establece nuestra legislación, que 
realizar una barricada.

Es más, que el dueño de un grupo económi-
co soborne a un funcionario público podría te-
ner también una pena inferior que la señalada 
en la iniciativa para castigar a quien hace una 
barricada. 

Y eso, solo por señalar algunos ejemplos.
Ese tipo de situaciones demuestra la premu-

ra y la falta de precisión con la que se elaboró 
este proyecto de ley, cuya redacción actual po-
dría dar pie a toda clase de abusos, convirtién-
dose en una forma de sancionar criminalmente 
la protesta social hecha por medios pacíficos.

Señor Presidente, como han señalado mu-
chas Senadoras y Senadores que me han an-
tecedido en el uso de la palabra, aquí se han 
querido mezclar, intencionalmente, temas muy 
graves, como la seguridad y el vandalismo, y, 
además, se criminalizan las marchas pacíficas 
legítimas. 

Por lo tanto, vamos a aprobar la idea de le-
gislar, aunque la iniciativa requiere ser perfec-
cionada mediante muchas indicaciones. 

Creo que debemos cambiar la intenciona-
lidad del proyecto y transformarlo en una he-
rramienta efectiva para enfrentar situaciones 
mucho más graves.

He dicho.
El señor COLOMA (Presidente acciden-

tal).– Tiene la palabra el Senador De Urresti.
El señor DE URRESTI.– Señor Presidente, 

a mi juicio, es tremendamente relevante el pro-
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yecto que estamos votando. Lamento que no 
esté presente el Ejecutivo para hacer un segui-
miento de esta iniciativa y recoger las inquie-
tudes que vamos a plantear.

No cabe duda de que estamos en presencia 
de situaciones graves en nuestro país, y nadie, 
¡absolutamente nadie! -en esto hay que ser ta-
jante-, avala los hechos de violencia que han 
acaecido principalmente en los núcleos urba-
nos de distintas comunas y que jurídicamente 
se denominan “saqueos”.

En ese sentido, dado que esta es una dis-
cusión jurídica, quiero precisar lo que la Real 
Academia Española entiende por “saqueo”. 
En su primera acepción señala: “Dicho de los 
soldados: Apoderarse violentamente de lo que 
hallan en un lugar.”.

Ese concepto no es ajeno a su tratamien-
to en el derecho comparado. Por ejemplo, en 
España el Derecho Penal Militar contempla, 
entre otras descripciones de delitos contra las 
leyes o usos de guerra, el “saqueo a los habi-
tantes de las poblaciones enemigas”. 

En nuestro sistema jurídico, la ley Nº 
20.357, que tipifica crímenes de lesa humani-
dad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, 
dentro de los crímenes en el caso de conflicto 
armado, en el inciso tercero del artículo 27, 
castiga con presidio mayor en su grado mí-
nimo, es decir, de cinco años y un día a diez 
años, el “saqueo de una ciudad o plaza”. 

Conforme al Derecho Penal Internacional, 
el saqueo se distingue de la apropiación y con-
fiscación a través de la intención del autor de 
apropiarse de la cosa para su uso privado o 
personal.

Considero que es importante, desde el pun-
to de vista jurídico, lo que nosotros estamos 
discutiendo. Al llamado para tener una legis-
lación que sancione efectivamente ese tipo 
de acciones, estamos dispuestos a concurrir, 
porque nadie, ¡absolutamente nadie!, ava-
la los hechos que suceden en las plazas y el 
centro de muchas ciudades, que han sido ab-
solutamente vandalizadas por personas que 

no son parte de la protesta social y no están 
marchando y reivindicando derechos, sino que 
simplemente buscan una destrucción sistemá-
tica de la infraestructura y, principalmente, de 
los emprendimientos de pequeños y medianos 
comerciantes. 

¡Eso no lo queremos!
Pero seamos precisos. 
Se nos convocó a votar esta iniciativa. Hoy 

día en la Comisión de Seguridad Pública nos 
encontramos con un proyecto, derivado de la 
Cámara Baja, que tiene una serie de agregados 
que no tiene nada que ver con el saqueo, lo 
que claramente confunde a la opinión pública. 
Incluso, desde el punto de vista de la técnica 
legislativa, desde la técnica penal, subsumen 
dentro del tipo las propias agravantes del uso 
de la violencia en este tipo de casos.

Entonces -y ahora llegó alguien del Ejecuti-
vo-, seamos claros. 

Le hago presente al Gobierno, con mucho 
cariño pero con fuerza, que hemos colaborado 
para tener una legislación acorde a los hechos 
que están sucediendo. Pero no estamos dispo-
nibles para la improvisación. 

Ya lo vimos con la iniciativa anticapuchas, 
un proyecto que no apunta al fondo del asunto. 
La semana pasada se votó. A muchos nos acu-
saron por votarla en contra, pero es ineficaz, 
es populismo penal, es engañar a la población 
haciendo creer que a través de esa norma efec-
tivamente se podrá perseguir a los autores de 
la violencia, cuando simplemente criminaliza 
a quienes usan esa vestimenta, principalmente 
la juventud. 

Seamos responsables.
Hoy día tuvimos una extensa discusión en 

la Comisión de Constitución a propósito del 
proyecto referido a la infraestructura crítica. 
Lo voté en contra, porque creo que va a ex-
poner a las fuerzas militares en lugares donde, 
más allá de resguardarlos, pueden estar bajo el 
riesgo de una eventual matanza. ¡Y eso no lo 
queremos! 

Es mejor que actúe de mejor manera el Mi-
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nisterio Público; que el Gobierno se coordine 
con la Fiscalía para que estén presentes los fis-
cales tomando declaración, haciendo el proce-
dimiento como corresponde. 

Se requiere que Carabineros mejore la téc-
nica investigativa. Hoy día vimos que fue for-
malizado un coronel de Aysén por falsificar 
información, por esconder un video tomado en 
las protestas. Eso no le hace bien al objetivo 
que queremos conseguir.

Entonces, pido rigurosidad en el texto que 
está en votación, rigurosidad para tener una 
normativa efectivamente antisaqueos. Pero no 
me vengan a traer de contrabando en este pro-
yecto normas que apuntan a intereses claros y 
precisos, introducidos…

El señor COLOMA (Presidente acciden-
tal).– Terminó su tiempo, señor Senador.

Le vamos a dar cuarenta segundos.
El señor DE URRESTI.– El número 6) del 

nuevo artículo 268 septies fue introducido con 
nombre y apellido para criminalizar la lucha 
del pueblo mapuche.

Dice: “Para estos efectos constituye desor-
den público:

“6) Ocupar o usurpar bienes inmuebles de 
carácter industrial, comercial o agrícola, sean 
estos públicos o privados.”.

¿Qué es esto, señor Presidente? ¡Contra-
bando jurídico, contrabando penal! Se busca, a 
propósito de este movimiento, de esta tremen-
da demanda social, contar con un instrumento 
de lucha contra el pueblo mapuche.

¡Por favor, seamos serios! 
Vamos a estar disponibles absolutamente 

para discutir y ser claros y precisos respecto 
del saqueo. Pero, ¡por favor!, exijo rigurosidad 
intelectual: no al populismo penal, claridad en 
lo que queremos conseguir.

He dicho, señor Presidente.
El señor COLOMA (Presidente acciden-

tal).– Tiene la palabra la Senadora Ebensper-
ger.

La señora EBENSPERGER.– Señor Presi-
dente, quiero aclarar, en primer lugar, un pun-

to: se ha interpelado aquí al Ejecutivo por este 
proyecto, pero no es de su autoría. Esta es una 
moción de la Cámara de Diputados. Entonces, 
¡por favor!, qué culpa tiene el Gobierno de las 
iniciativas que presentan los parlamentarios. 

Eso es lo primero que quiero aclarar.
Dicho eso, señor Presidente, lamento pro-

fundamente que el proyecto se vote solo en 
general. Me habría gustado que se votara en 
general y en particular, porque creo que es in-
dispensable y urgente que dotemos al Gobier-
no, al Ministerio Público y a los tribunales de 
las herramientas necesarias para resguardar 
nuestra democracia, institucionalidad y Estado 
de derecho.

No comparto lo que acá se sostiene respecto 
a que se quiere criminalizar a las manifestacio-
nes pacíficas.

Lo que hemos vivido durante estos días 
es claro y, a mi juicio, no deja lugar a dudas. 
Aquí ha habido manifestaciones pacíficas por 
legítimas demandas sociales; pero también -y 
tampoco deja lugar a dudas- ha habido gru-
pos de delincuentes, de narcotraficantes y de 
otros violentistas que lo único que buscan es 
destruir. Porque detrás de un incendio, de un 
saqueo, de la destrucción y la violencia no hay 
demanda social alguna. Solo quieren debili-
tar nuestro Estado de derecho, solo quieren la 
anarquía.

Señor Presidente, si uno lee el texto del 
proyecto de ley -reitero que no es de iniciativa 
del Ejecutivo, sino de parlamentarios-, lo que 
se está sancionando es la violencia que puede 
nacer de las manifestaciones o reuniones pú-
blicas que constituyan desorden público.

Y se establecen seis descripciones de desór-
denes públicos.

Primero, lo que para mí es importante y de 
primer orden, la paralización o interrupción 
de un servicio público, como un hospital, un 
cuerpo de bomberos, la electricidad o el agua 
potable.

Eso sí que es necesario castigarlo fuerte-
mente.
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Segundo, atentar contra la integridad física 
de las personas mediante el lanzamiento de 
elementos contundentes, cortantes, punzantes 
u otros. Esto también lo considero violencia.

Tercero, destruir total o parcialmente una 
vivienda, un establecimiento comercial o in-
dustrial, o una oficina. Hemos visto cómo han 
destruido las pymes.

¡Cómo no vamos a estar dispuestos a cas-
tigar eso como violencia pública y como sa-
queo!

Cuarto, incendiar objetos o hacer barricadas 
que impidan la libre circulación, las cuales, 
además, destruyen las calles y alteran la tran-
quilidad de quienes viven alrededor de donde 
se instalan.

Quinto, impedir o dificultar la actuación del 
cuerpo de bomberos, el que ha realizado en es-
tos más de cuarenta días una labor extremada-
mente relevante, sacrificada y comprometida.

Sexto, el ocupar o usurpar bienes inmue-
bles, cuando se hace con violencia, cuando no 
es legítimo. También es importante sancionar-
lo.

En fin, señor Presidente, en estos seis núme-
ros no veo dónde se criminaliza a las manifes-
taciones pacíficas. Lo que aquí se criminaliza 
es la violencia. Eso es lo que se quiere castigar.

Se ha sostenido reiteradamente que no su-
pimos leer a la calle y que por eso hubo este 
estallido social. Pues yo los llamo a no volver 
a equivocarnos y a leer a la calle, la que hoy 
día está pidiendo incansablemente el restable-
cimiento del orden público, la tranquilidad y la 
paz ciudadana. Nuestra obligación como Con-
greso, como Poder Legislativo, es entregar al 
Gobierno, al Ministerio Público y a los tribu-
nales las herramientas necesarias para ello.

Gracias.
—Según lo acordado previamente, pasa 

a presidir la sesión el Senador señor Bian-
chi, en calidad de Presidente accidental.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador Harboe.

El señor HARBOE.– Señor Presidente, el 

conflicto social no se soluciona con más san-
ciones o con más militares. El conflicto social 
se soluciona con política social, que es un ele-
mento básico para entender la forma de enfren-
tar la conflictividad social que afecta a Chile, 
que han superado aquellos países que también 
la han experimentado en su oportunidad.

Una cosa son las demandas sociales y otra 
muy distinta es la violencia. No son fenóme-
nos que necesariamente deban estar unidos.

Muchas veces la violencia es producida por 
grupos minoritarios a los cuales les dan lo mis-
mo las reivindicaciones, les dan lo mismo las 
medidas que se adopten, y usan las efemérides, 
las conmemoraciones, cualesquiera que estas 
sean, para cometer desmanes, para crear vio-
lencia, para causar destrozos. Se trata de gente 
a la que no le interesa cuál es la causa del mo-
vimiento social y que lo perjudica.

Por eso es tan relevante que, junto con ha-
cer entender al Gobierno que las demandas 
sociales se resuelven con políticas sociales y 
con una agenda social potente, este tiene que 
ser capaz también de separar y de identificar a 
aquellos que causan permanentemente violen-
cia, saqueos y destrucción.

Señor Presidente, yo no tengo idea si los 
comerciantes de Concepción, de Santiago, 
de Valparaíso, de La Serena, de Valdivia, de 
Iquique y de muchas otras ciudades que han 
sido saqueadas son de Derecha, de Centro o 
de Izquierda. Me da lo mismo. Mi tema es que 
como sociedad no podemos aceptar que la vio-
lencia se utilice como una forma de reivindica-
ción. ¡No, señores!

Lo que tenemos que hacer nosotros es san-
cionar a aquellos que usan la violencia, no la 
protesta social, que es distinta.

Por eso concurrí con mi voto favorable en 
general a este proyecto. Porque, a diferencia de 
lo que señaló el primer Senador que intervino, 
quien dijo que este proyecto no tenía ninguna 
norma sobre los saqueadores, déjeme decirle 
que habría sido bueno que leyera el proyecto 
o al menos que se quedara a la discusión para 
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que aprendiera que esta iniciativa de ley sí 
contempla normas contra el saqueo.

¿Es buena la norma? ¡No es buena!
¿Es bueno el proyecto? ¡No es bueno!
¿Es un mal proyecto? ¡Sí, es un mal proyec-

to que viene de la Cámara de Diputados!
Es un mal proyecto, pero bien intenciona-

do. Mezcla un conjunto de cosas: desórdenes 
públicos con delitos. Mezcla aspectos relati-
vos a manifestaciones con francos episodios 
de violencia.

Y lo que es peor, alguien dijo por ahí que 
una norma se metió de contrabando, lo cual me 
parece un exceso lingüístico; pero déjeme de-
cirle, señor Presidente, que efectivamente hay 
una disposición que no tiene nada que hacer en 
esta iniciativa, la del número 6), que conside-
ra desorden público la ocupación de terrenos 
agrícolas.

Señor Presidente, esta norma surgió de la 
indicación de un Diputado de Evópoli, de la 
Región de La Araucanía, que pretende incor-
porar acá una sanción para los que se tomen un 
predio. ¡Oiga! ¡Ese es el delito de usurpación! 
¡Es otro delito! No tiene nada que ver con des-
orden público. Y nos puede armar un conflicto 
con los pueblos originarios, ¡por favor!, y con 
los comités de vivienda, ¡por favor!

Para eso habrá otro momento, otra legisla-
ción.

Hay que ser serios, hay que ser responsa-
bles. No hay que tratar de pasar gato por liebre.

Los Senadores y Senadoras de esta Sala es-
tamos discutiendo solo en general esta mate-
ria. ¿Y por qué? Porque la Comisión de Segu-
ridad, cuando el Gobierno ingresó el proyecto 
para discutirlo en general y particular, luego de 
leer -dispusimos solo de dos horas de anticipa-
ción- el texto que había despachado la Cámara 
de Diputados, dijimos: “Señores, no podemos 
aprobar en general y particular un proyecto de 
esta naturaleza, porque tiene un conjunto de 
errores”.

Y si hoy día la Sala del Senado está discu-
tiendo solo en general esta iniciativa, es por 

recomendación de la Comisión que me honro 
en presidir. Porque todos sus integrantes consi-
deraron que este proyecto tenía falencias y que 
solo había que acordarlo en general, es decir, 
solo aprobar la idea de legislar y no el articu-
lado.

Por eso, luego de la aprobación en general, 
la iniciativa volverá a la Comisión de Seguri-
dad, donde se eliminarán un conjunto de artí-
culos que nada tienen que ver con materias re-
lativas al orden público, desórdenes y saqueos.

En consecuencia, se requiere hacer modifi-
caciones estructurales.

Por de pronto, desde ya hemos anunciado, 
con los Senadores Huenchumilla, Quintana y 
Lagos Weber, que vamos a ingresar una indi-
cación para eliminar el numeral 6) propuesto, 
con el objeto de sacar de esta discusión lo re-
lativo a la usurpación, pues no corresponde in-
cluirlo en este proyecto.

Pero, a su vez, hago míos los argumentos 
que conversamos con el Senador Araya, en el 
sentido de que la redacción del artículo 442 del 
Código Penal, relativo al delito del saqueo, es 
completamente inútil, porque hoy día existe 
una agravante de responsabilidad penal que 
establece las mismas circunstancias. Entonces, 
no va a tener ningún efecto práctico.

Señor Presidente, entiendo el apuro, el entu-
siasmo de la Cámara de Diputados, pero ¿sabe 
lo que pasa? Que aquí debemos ser serios y 
responsables. Vamos a hacer un proyecto de 
ley como corresponde, probablemente más 
pequeño, pero orientado a sancionar el saqueo 
para que nunca más ocurra en Chile.

Gracias.
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Senador don Víctor Pérez, tiene la pa-
labra.

El señor PÉREZ VARELA.– Señor Pre-
sidente, en una democracia, en un Estado de 
derecho, en un orden constitucional en que las 
personas tienen derechos y deberes, la violen-
cia tiene que ser claramente erradicada.

Cuando hay separación de poderes, cuan-
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do la Constitución garantiza a cada una de las 
personas el derecho a expresarse libremente, la 
violencia debe quedar absolutamente fuera de 
toda justificación.

A mí me llaman profundamente la atención 
los esfuerzos de algunos para tratar de justifi-
car la violencia.

Las manifestaciones son absolutamente le-
gítimas, en la medida que sean pacíficas. Estas 
sin duda están permitidas y no hay norma algu-
na que deba condenarlas, ni restringirlas; pero 
a los violentistas que se aprovechan de las ma-
nifestaciones pacíficas hay que sancionarlos.

Es la violencia de quien arma una barrica-
da, prende fuego e impide que otras personas 
ejerzan sus derechos, la que hay que sancionar.

Es la violencia de quien destruye una vi-
vienda o un inmueble público o privado, lo que 
hay que sancionar.

Es la violencia de quien saquea, entra a un 
local comercial y roba lo que está ahí, de una 
manera violenta, lo que hay que sancionar.

Eso es, en definitiva, lo que queremos que 
castigue esta ley en proyecto.

Por cierto, hay que mejorarla técnicamente. 
Pero eso es. No se está sancionando la expre-
sión pública de las personas; no se están san-
cionando las manifestaciones.

En una democracia -vuelvo a decir- tene-
mos que erradicar absolutamente la violencia 
y sancionar a los violentos.

Es verdad que tenemos preocupación por 
las dificultades técnicas de este proyecto, y 
así lo discutimos en la Comisión de Seguridad 
Ciudadana. Por ello debemos perfeccionarlo 
y mejorarlo. Pero el tema de fondo (quienes 
ejercen la violencia, quienes alteran el orden 
público violentamente) debe tener sanciones. 
Creo que en esto no debe haber ninguna duda.

Ahora, quienes defienden la cuestión de 
fondo, quienes cuestionan eso, se colocan fren-
te a la democracia, frente al Estado de derecho. 
Y nosotros vamos a defender la democracia y 
el Estado de derecho.

Sin embargo, la preocupación por un pro-

yecto de esta naturaleza también nos debe lle-
var a cómo está actuando el Ministerio Público 
frente a situaciones similares.

Al respecto, quisiera dar aquí algunas cifras 
que cuestionan el rol del Ministerio Público.

Cuando existe un imputado conocido, o 
sea, una persona que cometió un delito y que 
está plenamente identificado, solo en el 23 por 
ciento de los casos se llega a sentencia con-
denatoria. Y las salidas alternativas superan el 
43 por ciento; los acuerdos reparatorios, 29, y 
en muchas ocasiones -digamos- se archiva la 
causa y no se persevera.

Es decir, un delincuente que comete un he-
cho y que es claramente identificado no solo 
por la policía, sino también en el curso del pro-
ceso, la mayoría de las veces no recibe senten-
cia. Y, si el imputado no es conocido, las cifras 
respecto al archivo provisional superan el 84 
por ciento.

¡Ese es un problema real!
Por eso la gente ve, presencia cómo se des-

truye el centro de Concepción; cómo se destru-
ye gran parte de Valparaíso; cómo se destruyen 
los centros de numerosas ciudades de nuestro 
país, y nadie -¡nadie!- es imputado o sancio-
nado drásticamente. Y no se visualiza siquiera 
una condena para quienes, por ejemplo, des-
truyeron las distintas estaciones del Metro.

Tenemos que mejorar este proyecto, pero 
sin dejar de lado una cuestión fundamental: 
que quienes cuentan con el monopolio de la 
persecución criminal tienen cifras de baja efi-
cacia, lo que muchas veces provoca que las 
normas que aquí se dictan no tengan una apli-
cación como la ciudadanía y nosotros espera-
mos.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador don Ricardo 
Lagos Weber.

El señor LAGOS.– Señor Presidente, pri-
mero, hay un tema que es bien importante 
aclarar: este no es un proyecto que provenga 
del Gobierno, tiene su origen en una moción.

Sin embargo, el Ejecutivo le puso urgencia 
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y, por tanto, hay una responsabilidad en pedir-
nos a nosotros y a la Cámara de Diputados que 
legislemos rápidamente para aprobar esta ini-
ciativa, que yo entiendo que el Ejecutivo avala 
al ponerle urgencia.

Dejemos las cosas en contexto, para que así 
no confundamos a la opinión pública. Pero va-
mos al asunto de fondo.

El proyecto en examen tiene un contexto. 
Hemos vivido ya seis semanas de movilizacio-
nes intensas que han dado un tremendo, poten-
te y contundente mensaje desde la ciudadanía 
a los chilenos mismos, incluidos los que toma-
mos decisiones.

Las manifestaciones, que son valorables, 
que defiendo y lo seguiré haciendo, sin las 
cuales no hubieran tenido lugar muchos de los 
cambios que hemos aprobado hoy día, como la 
pensión básica solidaria, han estado acompa-
ñadas de hechos grises y oscuros. Unos dicen 
relación con los cientos de chilenos que están 
lesionados con daños oculares y con los nume-
rosos muertos. Las responsabilidades se verán 
en su oportunidad.

Hemos sido testigos de determinaciones de 
organismos internacionales de derechos huma-
nos que hacen ver que en Chile se han violado 
los derechos de las personas en el actuar de la 
policía.

Simultáneamente, hay decenas de policías 
y carabineros heridos, algunos también seve-
ramente.

Todo eso va acompañado de violencia y 
saqueos. Cualquiera que haya estado en Val-
paraíso, en Santiago, en muchas capitales de 
provincia y en ciudades más pequeñas de Chi-
le, ha vivido la violencia y el saqueo. Y eso no 
lo avala nadie, que yo sepa. ¡Nadie!

Por esa razón creemos que este proyecto es 
importante, porque tenemos que apuntar a eso.

Yo que defiendo la movilización, porque 
creo que es significativa para hacer cambios 
en Chile, no quiero que quede secuestrada o 
atrapada o manchada por la violencia que tiene 
lugar.

Lo que ha ocurrido en Valparaíso es muy 
fuerte. Condell y Bellavista no son los únicos 
lugares. Viña del Mar y San Antonio también 
han sido afectados. Se han quemado munici-
palidades. Y eso no tiene que ver con ninguna 
reivindicación social, ¡y menos los saqueos y 
la violencia!

Entonces, el proyecto se supone que apunta 
a eso. Y repito: fue realizado por parlamenta-
rios, por Diputados. Le pusieron tal vez mucho 
énfasis, pero el texto tiene errores. Lo han di-
cho acá distintos Senadores que han revisado 
la iniciativa y constatado los errores. Tiene ex-
cesos, como tipos penales amplios y una gra-
dación de penas distinta, que puede ser com-
plicado interpretar.

Ciertamente, lo digo de entrada, como se-
ñalaba el Senador Harboe -por su intermedio, 
señor Presidente-, me haré cargo de eliminar 
el número 6), que en el fondo puede prestar-
se para sancionar las tomas. Esto no implica 
el avalarlas. Si queremos concentrarnos en la 
violencia y los saqueos, ¡concentrémonos en 
la violencia y los saqueos!, y que no pase in-
advertido que la interpretación de esas normas 
genera consecuencias distintas.

Entonces, ¿por qué se produce esta tensión 
ante el proyecto? Porque yo quiero que ter-
mine la violencia del saqueo, pero sobre todo 
quiero sancionarla, porque no acepto la violen-
cia como instrumento de definiciones políticas 
ni en Chile ni en ninguna parte del mundo. No 
la acepté antes en dictadura y no la voy a acep-
tar ahora en democracia. Y eso tiene muchos 
determinantes. Con todo, creo que tenemos la 
capacidad de distinguir unas cosas de otras.

Por ejemplo, el tema de la usurpación de 
bienes agrícolas puede prestarse para inter-
pretaciones muy complejas desde el punto de 
vista político. Y, a mi juicio, eso debemos lim-
piarlo de esta iniciativa.

Entonces, sí, prácticamente todos van a 
apoyar la idea de legislar de este proyecto, 
pero el texto que verá la luz al final no será tal 
como está hoy.
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Lo digo con gran respeto, más allá de que 
fue aprobado por amplia mayoría de Diputa-
dos. ¡Amplia! ¡Transversalmente, de todos los 
colores, prácticamente!

Hay un punto que no voy a dejar pasar tam-
poco, y que no sé si está sancionado acá, en 
este proyecto: la violencia en las personas.

La práctica de “El que no baila, no pasa” 
para mí es gravísima. Es gravísima porque 
algo que parece simpático, esconde detrás que 
a usted, a cualquiera de nosotros, a cualquier 
chileno o chilena que no comulgue con la 
demanda que está siendo manifestada en ese 
momento a través de la interrupción del trán-
sito o la libre circulación de un chileno o una 
chilena, o que no le guste, sea amenazado bajo 
coerción a realizar una conducta impropia.

Aquello atenta contra la libertad de expre-
sión, contra la libertad de pensamiento, contra 
la libertad de conciencia.

De ahí a decir “El que no baila, no pasa” 
porque no quiere nueva Constitución y termi-
nemos prohibiendo que lleguen los extranjeros 
a Chile; o porque pensamos que hay chilenos 
de primera y segunda categorías, pues estable-
cemos consideraciones racistas o religiosas de 
toda naturaleza como fue en el pasado de Chi-
le, lo encuentro ¡gravísimo!

A mí me ha tocado enfrentar esa situación.
Entonces, puede que yo comulgue con las 

cuestiones que se están planteando en la calle. 
Sin embargo, no puedo aceptar ese mecanis-
mo.

Si admitimos lo que se genera con “El que 
no baila, no pasa”, estaremos diciendo que 
cuando queramos escribir nuestra Constitu-
ción desde cero y realicemos el debate el tono 
va a ser: ¿Las barricadas del que quiera dos 
tercios? ¿Las barricadas del que desee Banco 
Central autónomo o no? ¿Y vamos a impedir 
la discusión?

Señor Presidente, esta situación -no sé si 
este proyecto, porque tiene por objeto abordar 
lo relativo a la violencia y el saqueo- que aten-
ta contra la libertad de expresión, contra lo que 

yo creo porque tengo a chilenos enfrente que 
piensan distinto (y no los califico de buenos 
o malos); esta acción de fuerza que se ejerce, 
por ejemplo, sobre una familia o respecto de 
un ciudadano que va a trabajar o que vuelve de 
estudiar y que piensa diferente, creo que es lo 
más grave que nos ha ocurrido, junto con todo 
lo que hemos visto en materia de violencia.

Si vamos a este asunto en profundidad, en-
tonces, aquello significa que no creemos en la 
democracia y que somos incapaces de aceptar 
que somos distintos.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador señor Lato-
rre.

El señor LATORRE.– Señor Presidente, yo 
también considero que este proyecto no es solo 
antisaqueo. De hecho, solo en el número 3 de 
su artículo único se plantea una norma que ha-
bla del robo en lugar no habitado, pero lo hace 
de mala manera.

Hay penalistas, como el abogado Carlos 
Gajardo, que han criticado esto y han señalado 
que no sirve de nada esa disposición tal cual 
viene redactada. 

Lo preocupante es que el número 1 del refe-
rido artículo único contiene una serie de con-
ductas que se penalizan, pero confunde aspec-
tos que no tienen nada que ver con el saqueo: 
mezcla elementos que claramente pueden ser 
faltas o problemas de orden público con de-
litos graves. Sin embargo, puede criminalizar, 
por ejemplo, una toma de terreno, un campa-
mento.

La Región de Valparaíso tiene el mayor 
número de campamentos de nuestro país. En-
tonces, ¿vamos a criminalizar ese problema 
social? ¿O la reivindicación territorial de co-
munidades mapuches?

¡Eso es criminalizar la protesta social!
Asimismo, hay otros elementos que no ne-

cesariamente se hallan relacionados con el sa-
queo, y se mete todo en el mismo saco.

Ahora bien, este no es un proyecto del Go-
bierno, sino una moción de un conjunto de 
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Diputados: unos de la Democracia Cristiana; 
otros de Derecha, de Renovación Nacional. 
Pero el Ejecutivo le puso “discusión inmedia-
ta”.

Y en ello sí existe responsabilidad del Go-
bierno, porque quiere que lo discutamos a la 
rápida.

Entonces, valoro que acá, en el Senado, al 
menos se dé la posibilidad de realizar un deba-
te; de votar en general esta iniciativa; de per-
mitir, de aquí al viernes o a un par de días más, 
la presentación de indicaciones para corregir, 
para acotar, para redactar de manera adecua-
da su texto. Seguramente este asunto se votará 
la próxima semana, si el Ejecutivo no da más 
margen para la discusión, por la urgencia que 
presentó.

A mi juicio, detrás de esta denominación de 
“antisaqueo”, que es muy popular, hay una es-
trategia de populismo penal.

Como dijo Nelly León, capellana de Gen-
darmería; la hermana Nelly, quien estuvo con 
el Papa Francisco: “En Chile se encarcela la 
pobreza”. 

Con este proyecto, si se aprueba tal cual vie-
ne redactado, vamos a seguir metiendo presa a 
gente pobre; continuaremos llenando nuestras 
cárceles de personas vulnerables, mientras que 
a los grandes saqueadores, quienes cometen 
delitos económicos de cuello y corbata, no se 
los llevará a ellas.

Como dijo el gran empresario Juan Pablo 
Swett: “Los grandes empresarios que saquean, 
que se coluden, que evaden impuestos no van 
a parar a la cárcel”.

Acá estamos llenando nuestras cárceles de 
gente pobre, excluida y vulnerable.

Yo no estoy disponible para aquello; yo no 
me voy a prestar para ese populismo penal. 
Obviamente, empatizo con los pequeños y me-
dianos comerciantes que han sido saqueados 
en nuestras ciudades tanto en esta región como 
en muchas otras. ¡Ese vandalismo, ese saqueo 
no tiene nada que ver con la protesta social!

El Presidente Piñera y muchos de sus vo-

ceros dicen: “Estamos frente a un enemigo 
poderoso”, y han hablado de extranjeros, de 
cubanos, de venezolanos; se han referido al 
Foro de São Paulo, al Frente Amplio, etcéte-
ra; hablan de anarquistas, que ciertamente, 
puede haberlos. Sin embargo, esta semana nos 
encontramos con que un concejal de La Cale-
ra, perteneciente a Renovación Nacional, está 
metido en la organización de saqueos. Al res-
pecto, está muy bien que el Senador Chahuán, 
su Presidente, diga que lo van a expulsar del 
partido y que se van a querellar. Pero creo que 
este es un llamado de atención a la Derecha en 
el sentido de que ese enemigo poderoso que 
está organizando saqueos lo pueden tener más 
cerca de sus filas de lo que piensan.

Ahora, ¿será el único caso? 
En Santiago un asesor de un concejal de la 

Municipalidad de Santiago, vinculado también 
a Renovación Nacional, estuvo metido en los 
saqueos de La Cisterna.

¡Claramente eso está muy mal!
Por lo tanto -reitero-, ese enemigo poderoso 

puede estar más cerca de las filas de la Derecha 
de lo que creen.

Acá se necesita -y lo han dicho múltiples 
personas vinculadas a los Derechos Humanos- 
una reforma profunda a las policías; inteligen-
cia policial; prevención; focalización del uso 
de la fuerza con estándares en derechos huma-
nos.

Por último, en cuanto al conflicto social, 
debo señalar que una sociedad desigual, injus-
ta, que genera exclusión es un caldo de cultivo 
para la violencia. Eso no se resuelve con un 
Estado policial, sino con un Estado social, de-
mocrático, de derecho; con políticas sociales; 
con bienestar social, a fin de establecer una so-
ciedad más cohesionada y equitativa.

Eso traerá paz social, no así un Estado po-
licial.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador Iván Moreira.

El señor MOREIRA.– Señor Presidente, 
no soy el defensor de Renovación Nacional 
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en este minuto. No obstante, quiero decir que 
es muy fácil dar ejemplos de un partido que, 
por lo demás, ha tomado severas medidas y ha 
aplicado drásticas sanciones respecto de las 
personas que han sido acusadas de estar vincu-
ladas con saqueos.

Sin embargo, a mí me habría gustado que 
mi colega hubiese señalado, por ejemplo, que 
en el Partido Comunista se encontraron una se-
rie de elementos cuya finalidad era generar in-
cendios y que hasta el día de hoy nada se sabe 
de aquello.

Pero aquí tampoco se trata de empatar. Sí 
estamos claros en decir algo muy importante. 
Acá hay una persona que tiene mucha trayec-
toria en la Comisión de Constitución y Justi-
cia. Y me refiero al Senador Huenchumilla. 

Yo le puedo expresar que los Senadores de 
la UDI presentamos un proyecto precisamen-
te para que la colusión tuviera una penalidad 
alta, de cárcel. Sin embargo, tampoco puede 
generarse la muy mala señal de decir poco 
menos que la persona pobre está eximida de 
responsabilidad penal. Porque ello significaría 
un insulto para muchos chilenos y chilenas po-
bres, que son personas honestas, que han sali-
do adelante, que sufren. A mi juicio, sería una 
bofetada plantear que por el hecho de ser pobre 
una persona prácticamente no tenga responsa-
bilidad penal.

Ahora bien, yendo directamente a este pro-
yecto de ley, debo decir que todos sabemos lo 
que ha pasado con los saqueos; todos tenemos 
claro que el drama ha continuado. Quizá esta 
situación ha bajado en intensidad, por cuan-
to en nuestro país hemos estado azotados por 
más de cincuenta días desde que se inició esta 
convulsión social. Separamos lo que es una 
protesta pacífica de lo que son acciones de vio-
lencia, de vandalismo y de saqueo.

Pero ya basta de marchas y de huelgas, pues 
me parece que ha habido demasiadas.

Creo que el Gobierno y la clase política 
ya escucharon lo que está pasando en nues-
tro país. Hoy día estamos viendo que se han 

aprobado algunas cuestiones, aunque faltan 
muchas por hacer. 

Cuando se llama a una marcha, uno sabe 
en qué va a terminar: se infiltran sectores vio-
lentistas y producen el saqueo y la violencia. 
Claro, no era esa la intención de quienes lla-
maron a la protesta pacífica. Pero pienso que 
uno debe darle tregua a la sociedad, por lo que 
resulta muy importante no seguir en ese cami-
no, porque finalmente Chile es el que pierde.

Entonces, la moción que estamos votando 
sirve de antecedente. Es verdad que a veces la 
prisa es enemigo de lo excelente. 

Es probable que este proyecto adolezca de 
una serie de errores. Pero lo importante es el 
debate que estamos llevando a cabo acá para 
los efectos de mejorar su texto.

Ahora, si el Gobierno envió esta iniciativa 
con “discusión inmediata”, si aquello lo plan-
tearon los Diputados, bueno, el Senado es la 
Cámara revisora, y acá tendremos que debatir-
la y buscar las soluciones.

En tal sentido, todo lo que se ha dicho en 
esta Sala ha sido muy significativo. 

El Senador Lagos abordó otro punto, la 
situación que genera esto de “El que baila, 
pasa”, que es un atentado contra la libertad de 
las personas.

Son muchas las cuestiones que debemos 
examinar.

Pero también hay que ser conscientes en el 
sentido de que fueron los propios Senadores 
del órgano técnico respectivo quienes dijeron: 
“No, señores: hay que votar este proyecto en 
general, pues tiene que volver a la Comisión; 
debemos introducirle una serie de indicacio-
nes, y lo vamos a discutir con seriedad, con 
responsabilidad”. 

Lo que queremos es castigar al que saquea, 
al violentista. Hay distintas posiciones al res-
pecto. Y tendremos que llegar a acuerdo, por-
que no podemos seguir diez, quince, veinte, 
treinta días más con iniciativas de ley que no 
se aprueban y con este tipo de desmanes.

Algunos dicen que la violencia ha bajado en 
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60 a 70 por ciento. Pero todavía vemos que se 
registran hechos de violencia y saqueos.

Considero muy importante la señal política 
que se quiere dar con relación a estos proyec-
tos cuya discusión se está incentivando aquí, 
en el Congreso.

El Parlamento debe entregar señales claras 
y ejemplares: ¡sí a la justicia social!; ¡sí a los 
derechos ciudadanos!; ¡sí a la igualdad de tra-
to entre empresas y consumidores! ¡Pero no al 
saqueo!; ¡no a las barricadas!;…

El señor NAVARRO.– ¡No a las AFP!
El señor MOREIRA.–… ¡no a las tomas!; 

¡no al caos!
Ahora bien, si hay que reformar el sistema 

previsional, como el Senador Navarro dice “no 
a las AFP”, bueno, para eso está el Congreso.

Señor Presidente, a quienes hablan de las 
AFP acá -y es lo que me molesta, porque ahora 
todos están contra las AFP- me gustaría pre-
guntarles por qué no abordaron esta situación 
antes. ¡Durante veintitantos años tuvieron las 
mayorías necesarias en el Parlamento como 
para haber aprobado los proyectos pertinentes, 
pero nunca lo hicieron!

Entonces, ¡parece que el único mohicano 
que va quedando en esta materia es el Senador 
Navarro...! 

Pero -reitero- acá nadie dijo nada.
Señor Presidente, aquí tiene que haber una 

trilogía virtuosa: justicia, policías y Fiscalía.
Sin embargo, hoy día vemos que la Fiscalía 

ha actuado con inoperancia. Me refiero explí-
citamente al señor Fiscal Nacional, ¡quien ha 
actuado en forma inoperante, imprecisa, irres-
ponsable; tratando de zafar de una crítica polí-
tica que le han hecho todos los sectores!

Cuando la propia Corte Suprema dice que 
es más fácil arrancar que perseguir, ¿qué está 
planteando? 

Que está muy mal, entonces, el señor Fiscal 
Nacional. No hay una política clara de perse-
cución criminal en la Fiscalía, y esa responsa-
bilidad de directriz es del Fiscal Nacional.

Por eso, Fiscal Nacional: ¡renuncie!

Señor Presidente, le pido que tratemos de 
despachar estos proyectos lo antes posible.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Tiene la palabra el Senador José García.

El señor GARCÍA.– Señor Presidente, ten-
go convicción en el sentido de que este es un 
proyecto necesario, con todas las perfecciones 
que haya que hacerle: ¡es una iniciativa fun-
damental!

Cuando uno analiza y revisa las cifras de la 
destrucción que ha habido en nuestro país en 
estas últimas semanas, ve que no queda sino 
responder con actualización y modernización 
de nuestra legislación penal, porque muchas 
de las situaciones de violencia y de destruc-
ción extremas que hemos observado lamen-
tablemente no se hallan recogidas de manera 
suficiente en nuestra legislación penal.

Un breve recuento: 79 estaciones de Metro 
dañadas; 2.438 buses vandalizados; 307 cruces 
con semáforos estropeados; 452 supermerca-
dos atacados.

Esas son cifras al 22 de noviembre. Proba-
blemente, al día de hoy, algunas de ellas (o tal 
vez todas) habrán aumentado.

Señor Presidente, el impacto que la violen-
cia y la destrucción están generando en nuestra 
economía es tremendo.

Hace un par de días conocimos el dato que 
muestra cómo ha disminuido nuestra actividad 
económica: solo en el mes de octubre se regis-
tra una caída de 3,4 por ciento.

Entonces, enfrentar esta situación con mejo-
res instrumentos penales, con una tipificación 
más adecuada de los delitos debería ayudarnos 
a hacer realidad lo que aquí muchas señoras 
Senadoras y muchos señores Senadores han 
dicho: “Una cosa son las manifestaciones pa-
cíficas, pues las personas están en su derecho 
a realizarlas, y otra muy distinta, la violencia y 
la destrucción”.

Ahora bien, a este proyecto se ha agregado 
una mayor penalización para la usurpación.

Al respecto, lo primero que deseo señalar 
es que la usurpación es un delito; así está tipi-
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ficado en nuestro Código Penal. Sin embargo, 
¿cómo se penaliza la usurpación? ¡Con una 
multa! 

No es posible disuadir ese delito con una 
penalidad tan baja. De tal manera que, en la 
práctica, frente a la usurpación tenemos la más 
total, completa y absoluta impunidad.

No sé si la solución es la que se plantea en 
este proyecto. Por eso considero bueno que 
lo analice la Comisión de Seguridad Pública 
del Senado y que nos proponga algo a la Sala. 
Porque tengo la convicción de que el delito 
usurpación no puede seguir siendo penalizado 
única y exclusivamente con una multa.

Señor Presidente, insisto en que este pro-
yecto es necesario y en que es indispensable 
aislar y separar completamente lo que son las 
manifestaciones ciudadanas, que buscan poner 
de relieve sus demandas, de la violencia, que 
es una cosa muy distinta, pues por ese camino 
no vamos a llegar a ninguna parte.

Chile necesita crecer, así como también 
nuestra economía; necesitamos recuperar los 
empleos que se han perdido; necesitamos que 
las pymes que han sido destruidas se pongan 
de pie. En pocas palabras: necesitamos que 
nuestro país se reencuentre con un camino de 
paz y de prosperidad.

¡La violencia no es la vía!
Señor Presidente, no puedo votar porque 

estoy pareado con el Senador Carlos Montes; 
pero confío en que se va a aprobar la idea de 
legislar respecto de esta iniciativa y que la 
próxima semana la veremos nuevamente en la 
Sala para su discusión en particular.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– A continuación, tiene la palabra el Sena-
dor Francisco Huenchumilla.

El señor HUENCHUMILLA.– Señor Pre-
sidente, en realidad, yo trato, al igual que el 
resto de las Senadoras y de los Senadores, de 
hacer bien mi trabajo, mi pega. Por lo tanto, 
intento escuchar los argumentos y racionalizar 
los procesos de discusión y de estudio de los 
proyectos de ley.

Pero hoy día en la Comisión de Seguri-
dad, donde examinamos esta iniciativa -por-
que quienes la integramos también repeti-
mos nuestra participación en la Comisión de 
Constitución, y ocurre lo mismo con muchos 
de sus miembros-, yo protesté por su texto en 
presencia del señor Ministro del Interior, quien 
concurrió a dicha instancia. Y lo hice porque 
en estos casi dos años que llevo en el Senado, 
a los que debo agregar la experiencia de doce 
años en la Cámara de Diputados y en otros 
tantos cargos en que he estado, dificulto haber 
visto una materia tan mal tratada como esta 
iniciativa de ley.

Desde el punto de vista del procedimiento, 
es un proyecto en el que uno llega a sentarse 
a la mesa de la Comisión y en tres o cuatro 
minutos tiene que enterarse de su contenido, 
para debatirlo en general y en particular con 
“discusión inmediata”.

En segundo lugar, este es un proyecto que 
viene de la Cámara de Diputados, originado en 
una moción parlamentaria -es verdad-, pero al 
cual el Gobierno le pone “discusión inmedia-
ta”, con lo cual utiliza una facultad constitu-
cional y lo hace suyo. Es por eso que el señor 
Ministro del Interior estuvo presente en la Co-
misión durante el debate.

Sin embargo, dadas las condiciones en que 
se halla este proyecto, si la votación fuera ar-
tículo por artículo, creo que uno tendría que 
rechazarlo, tal como lo hice en la Comisión, 
porque no podemos legislar así. ¿Y saben por 
qué? Porque debiéramos tener conciencia de 
que, de todas las crisis que hemos enfrentado a 
lo largo de los siglos XIX y XX, probablemen-
te esta sea una de las más profundas. 

Entonces, hay que hacer las cosas bien. El 
Gobierno tiene que tomar las medidas políticas 
de fondo, para las cuales estamos disponibles 
como Oposición, con la finalidad de llegar a 
los acuerdos pertinentes. Y así lo hemos de-
mostrado.

El otro camino es el combate a la violen-
cia mediante la ley. Entonces, hagamos una 
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ley que sea buena, no una que no nos lleve a 
ninguna parte y que sea un completo error. Y 
estoy hablando de cosas procedimentales y de 
cosas sustantivas. 

Por eso, le quiero decir a mi estimado cole-
ga de tantos años, con quien compartimos en 
la Cámara de Diputados y ahora en el Senado 
la representación de La Araucanía, el Senador 
José García, que el numeral 6) al cual se refe-
ría, correspondiente al delito de usurpación, es 
una cosa de contrabando, es querer meternos 
un gol de media cancha. Porque la idea matriz 
de la moción no tiene nada que ver con lo que 
sucede en las zonas rurales. El proyecto se re-
fiere al vandalismo y los saqueos que ocurren 
en las zonas urbanas.

En consecuencia, ese número 6) es absolu-
tamente inconstitucional y el Gobierno lo avala 
con su declaración de “discusión inmediata”.

Aquí se ha hecho un análisis de lo que pasa 
con el resto de los números. Señor Presidente, 
yo siempre trato de ser una persona bastante 
serena y calmada, pero protesté en la Comi-
sión, porque no me parece que, frente a una 
profunda crisis, hagamos las cosas tan mal 
como las estamos haciendo con este proyecto.

¡No me parece! 
Y ahora vamos a tener que despacharlo en 

dos o tres días más, por la “discusión inme-
diata”. ¿Y quién es el dueño de la urgencia? 
¡El Gobierno, pues! Y de aquí al viernes ten-
dremos que presentar indicaciones; el lunes 
tendremos que analizarlo y el martes -o no sé 
cuándo- lo estaremos debatiendo nuevamente 
acá.

Entonces, yo espero que hagamos las cosas 
bien, porque aquí estamos, ni más ni menos, 
que otorgándole al Estado una herramienta ju-
rídica para que sancione a aquellos que violan 
el Estado de derecho mediante la violencia. Y 
por ello tenemos que darle un buen instrumen-
to, que sea serio, válido y eficaz, como son las 
características que debe contener toda norma 
jurídica. Una norma jurídica tiene que ser jus-
ta, tiene que ser válida, pero también tiene que 

ser eficaz, para que consiga sus propósitos.
Ahora bien, creo que nosotros tenemos que 

legislar sobre esta materia. Hecha mi protesta, 
yo digo: “Sí, señor. Frente a lo que ha sucedi-
do, necesitamos tener una buena legislación, 
acorde con la gravedad de los hechos para los 
cuales queremos legislar”.

Yo espero que, a pesar del corto tiempo que 
nos queda con esta urgencia de “discusión in-
mediata”, ojalá podamos despachar un buen 
proyecto. Lo vamos a cambiar completamen-
te. Hemos conversado con los Senadores para 
poder hacer algo que esté a la altura de lo que 
siempre ha sido este Senado, para así aprobar 
una iniciativa adecuada por el bien de Chile, 
que tanto lo requiere en medio de la crisis pro-
funda que estamos viviendo.

Gracias, señor Presidente.
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Finalmente, tiene la palabra el Senador 
Alejandro Navarro.

El señor NAVARRO.– Señor Presidente, 
vandalismo, saqueos, violencia, miedo, te-
rror, angustia: todo eso lo han vivido los co-
merciantes en Concepción, en Valparaíso, en 
Santiago y en muchos lugares del país. Y lo 
dijimos y lo reiteramos: “Vamos a perseguir al 
vandalismo y a los saqueadores, porque le ha-
cen mal al movimiento ciudadano y porque se 
aprovechan de una circunstancia histórica, sin 
comprender lo que está en juego”.

Entonces, una legislación para combatir a 
los saqueadores y para establecer sanciones 
duras contra los vándalos es necesaria. Pero 
este mamarracho que nos ha enviado la Cá-
mara de Diputados y el apoyo incomprensible, 
improvisado que el Gobierno le da a este pre-
tendido proyecto de ley, la verdad es que no 
logro entenderlos.

El Gobierno dice que quiere resolver el pro-
blema de los saqueadores y aquí en la Sala ¡no 
hay un solo Ministro! ¡Ni uno solo!

El señor MOREIRA.– ¡Mire para atrás!
El señor NAVARRO.– Está el Subsecreta-

rio General de la Presidencia, que nada tiene 
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que ver con lo que estamos hablando.
¡No les interesa este proyecto o no tuvieron 

la cara para venir a ponerla frente a esta situa-
ción, señor Presidente! 

¡Este proyecto es un “Frankenstein”! ¡Nada 
más parecido a un “Frankenstein”! Es un pro-
yecto mutante dentro de un debate en que se 
cree que las leyes son mágicas. Se piensa que 
con un proyecto de ley se va a acabar la situa-
ción de violencia que hoy día vivimos.

Entonces, este no es un proyecto ni para 
vándalos ni para saqueadores. Ni siquiera lo 
dice su título. O sea, no están incluidos. Y se 
nos presenta comunicacionalmente como un 
proyecto  de ley antisaqueos.

El Gobierno abusa de su control hegemóni-
co comunicacional.

¡Y este proyecto, entonces, es una vergüen-
za!

Yo no sé qué fumaron los Diputados -¡no sé 
qué fumaron!- cuando aprobaron este proyec-
to y lo enviaron al Senado. Pero quiero decir-
les una cosa al Gobierno, al Ministro Blumel 
y a los Diputados: les vamos a hacer la pega. 
Porque en esta Corporación hay convicción, 
porque le vamos a poner seriedad, porque yo 
quiero apoyar las movilizaciones de los jóve-
nes valientes que salen a la calle a reclamar 
derechos que nosotros no fuimos capaces de 
reclamar. Y a esos jóvenes, a la ciudadanía que 
sale a la calle, hay que protegerlos.

Señor Presidente, quiero destacar que por 
este proyecto  de ley no se consultó a nadie. 
Pedí el informe. No se consultó a la Fiscalía, 
no se consultó a Carabineros, no se consultó a 
la PDI. ¡No tiene ni un informe técnico!

Además, de contrabando -y esto se los ad-
vierto a la Fenats y a los conductores de la 
salud-, el numeral 2) del artículo 268 septies 
dice que se va a sancionar a los que arrojen 
“elementos contundentes, cortantes, punzantes 
u otros aptos para esos fines”. 

¿Y los balines? ¿Y los perdigones? ¿Quié-
nes han causado los daños? ¿Las 260 personas, 
hombres y mujeres, cuya vista ha resultado 

mutilada por los perdigones?
Y el punto 5), relativo a Bomberos, dice que 

se va a sancionar a aquel que no les brinde to-
das las condiciones para que cumplan su tarea 
de utilidad pública.

¡Entonces, va a haber que sancionar al Mi-
nistro del Interior, porque los Bomberos no 
tienen plata, porque no se les dan los recursos 
necesarios, porque las propias autoridades di-
ficultan su trabajo!

Y el punto 6), ¡antimapuche!
Yo comparto plenamente con el Senador 

Huenchumilla que aquí nos quieren pasar gato 
por liebre. 

En consecuencia, hay una cierta maldad 
detrás de este proyecto, porque se le pone ur-
gencia para que lo despachemos rápidamente y 
nos presionan por los medios diciéndonos que, 
si lo rechazamos, nos van a sancionar.

Yo no le tengo temor a aquello. 
¡Hemos sido claros con los vándalos y los 

saqueadores!
¡Y hemos sido claros también en apoyar la 

movilización ciudadana!
Por lo tanto, hay responsabilidades compar-

tidas.
Aquí se culpa al Ministerio Público. ¡Palos 

porque bogas, palos porque no bogas! ¡Treinta 
mil personas han sido procesadas, veinte mil 
formalizadas!

Entonces, empezamos a perseguir a los per-
secutores, a responsabilizar a Carabineros o a 
la PDI, pero olvidamos a los vándalos, a las 
bandas, pues, como aquí se ha dicho.

El Gobierno sostenía que estábamos ante 
bandas organizadas. ¡La banda la dirigía un 
concejal de Renovación Nacional de apellido 
Chahuán! ¡Él la dirigía!

Por último, creo que este Gobierno, en su 
apresurada gestión e improvisación, se ha per-
dido. Vamos a exigirle que haga la pega. Noso-
tros haremos la nuestra.

¡Presidente Piñera, vamos a hacer la pega! 
Vamos a hacer una legislación seria, responsa-
ble en este Senado y no este mamarracho que 
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usted nos envía desde la Cámara de Diputados, 
con la firma de los Ministros, para darle la se-
ñal al país de que está preocupado del vanda-
lismo y no tiene ¡ni un solo Ministro! hoy día 
discutiendo este proyecto a las 23:39 horas de 
este día miércoles, lo que demuestra la absolu-
ta despreocupación...

El señor MOREIRA.– ¡Dele diez minutos 
más, señor Presidente…!

El señor NAVARRO.– Un minuto.
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Continúe, señor Senador. 
El señor NAVARRO.– Decía, señor Presi-

dente, que esto demuestra la absoluta despreo-
cupación del Gobierno. 

Nosotros hicimos una sesión de cinco horas 
y media, casi seis, con las Cámaras de Comer-
cio de Santiago, de Valparaíso, de Concepción, 
y tuvimos una sala llenísima: Carabineros, la 
PDI. 

Pero, ¿sabe qué? Los comerciantes piden 
apoyo ahora ya, no según las reglas del mer-
cado, porque los mandan al Banco del Estado. 
Piden seguridad; piden plata para los arrien-
dos y así no tener que despedir a la gente en 
Navidad; piden recursos para poder forrar con 
planchas de acero sus locales, y el Gobierno no 
se los ha dado. 

Entonces, este Gobierno no ha cumplido 
con lo que le solicitan los comerciantes y nos 
mandan un proyecto para darles más seguridad 
que no satisface ningún requisito. 

Yo lo he señalado: Esta iniciativa no con-
tiene ni siquiera la idea de legislar sobre anti-
vandalismo. Pero vamos a corregirla. Por eso 
voto a favor, porque la vamos a transformar en 
forma completa, total y absoluta para defender 
a los comerciantes y a la gente de bien de este 
país. 

He dicho. 
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– Previo al cierre, le concederé la palabra 
por algunos minutos al Subsecretario don Juan 
Francisco Galli. 

El señor GALLI (Subsecretario General de 

la Presidencia).– Señor Presidente, muy breve. 
Solamente deseo agradecer a la Comisión 

de Seguridad Pública y al Senado por su dispo-
sición a apoyar la idea de legislar con urgencia 
en esta materia. Es una importante señal la que 
damos a la ciudadanía acerca de la voluntad 
de avanzar hacia la condena transversal de la 
violencia. 

A mi juicio, más allá de las correcciones 
que se le puedan hacer al proyecto de ley, aquí 
existe unanimidad en la condena hacia la vio-
lencia y creo que eso es lo relevante, pues es 
una señal que estamos dando. 

Sin duda, habrá espacio y voluntad de los 
Ministros Blumel y Ward, y, por supuesto, del 
Presidente Sebastián Piñera, que es el principal 
interesado en avanzar hacia la condena trans-
versal de la violencia, para hacer los cambios 
que sean necesarios. 

Obviamente, no podemos olvidar que esta 
es una de las medidas que estamos tomando 
como Gobierno. Hay una agenda social para 
avanzar en los desafíos que legítimamente nos 
está planteando la ciudadanía. En segundo 
lugar, también estamos llevando adelante un 
acuerdo de todos. 

Por lo mismo, cuando aquí se ha planteado 
que el Gobierno ha dado urgencia a esta mate-
ria, puedo señalar que efectivamente estamos 
acá, siendo las 11:42 de la noche, apoyando 
en nuestro rol colegislador al Senado. Por eso, 
creo que habrá voluntad para concordar, para 
dialogar un texto que ojalá satisfaga a la ma-
yoría de este Senado y pueda ser ley de la re-
pública, para dar una señal transversal a toda 
la ciudadanía. 

Así que, señor Presidente, muchas gracias 
al Senado por el apoyo en esta materia. 

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– A usted, señor Subsecretario. 

El señor GUZMÁN (Secretario General).– 
¿Alguna señora Senadora o algún señor Sena-
dor no ha emitido su voto? 

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Terminada votación.
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—Se aprueba en general el proyecto (33 
votos a favor, 2 en contra, 2 abstenciones y 
1 pareo).

Votaron por la afirmativa las señoras Ara-
vena, Ebensperger, Goic, Órdenes, Van Rys-
selberghe y Von Baer y los señores Allamand, 
Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, 
Durana, Elizalde, Galilea, García-Huidobro, 
Girardi, Harboe, Huenchumilla, Insulza, La-
gos, Letelier, Moreira, Navarro, Ossandón, Pé-
rez Varela, Pizarro, Prohens, Pugh, Quintana, 
Quinteros, Sandoval y Soria.

Votaron por la negativa los señores Gui-
llier y Latorre.

Se abstuvieron las señoras Allende y Mu-
ñoz.

No votó, por estar pareado, el señor Gar-
cía.

El señor BIANCHI (Presidente acciden-
tal).– Hago presente que el plazo de indica-
ciones se fijó para el día 6 de diciembre, a las 

12 horas, en la Secretaría de la Comisión de 
Seguridad Pública. 

Tiene la palabra el Senador Moreira. 
El señor MOREIRA.– Señor Presidente, 

quería nada más preguntar, porque tenía pre-
parado un escrito, si va a haber hora de Inci-
dentes.

El señor NAVARRO.– ¡Yo lo acompaño!
El señor BIANCHI (Presidente acciden-

tal).– ¡Le podría dejar la llave a usted o al 
Senador Navarro, así pueden cerrar el Congre-
so…! 

Habiéndose cumplido su objetivo, se levan-
ta la sesión.  

—Se levantó a las 23:44. 

Daniel Venegas Palominos 
Jefe de la Redacción subrogante
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ANEXOS
DOCUMENTOS

1

INFORME DE LAS COMISIONES DE HACIENDA Y DE TRABAJO Y PREVISIÓN 
SOCIAL, UNIDAS, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE 

CONSTITUCIONAL, QUE MEJORA Y ESTABLECE NUEVOS BENEFICIOS EN
 EL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS

(13.091-13)

Honorable Senado:

Vuestras Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas, tienen el 
honor de informar acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su 
Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de 
la Corporación, las Comisiones unidas discutieron en general y en particular esta iniciativa 
de ley, por tratarse de un proyecto a cuyo respecto el Ejecutivo ha dispuesto su “discusión 
inmediata”.

A la sesión que celebraron las Comisiones asistieron, además de sus integrantes, los 
Honorables Senadores señora Rincón y señor Elizalde.

Asimismo, concurrieron:
Del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, la Ministra, señora María José Zaldí-

var; el Subsecretario de Previsión Social, señor Pedro Pizarro; el Coordinador Legislativo, 
señor Francisco Del Río; la asesora, señora Mónica Titze; la asesora de comunicaciones, 
señora Ángeles Pacheco, y el Fotógrafo, señor Pablo Yovane.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Felipe Ward; la 
Coordinadora, señora Constanza Castillo, y la asesora, señora Trinidad Sainz. 

De la Oficina del Honorable Senador García, la asesora, señora Valentina Becerra y la 
Periodista, señora Andrea González.

El asesor del Honorable Senador Lagos, señor Reinaldo Monardes.
Los asesores del Honorable Senador Letelier, señora Elvira Oyanguren y señor José 

Fuentes.
El asesor del Honorable Senador Durana, señor César Quiroga.
El asesor de la Honorable Senadora Muñoz, señor Luis Díaz.
El asesor del Honorable Senador Lagos, señor Reinaldo Monardes.
El asesor del Honorable Senador Elizalde, señor Mauricio Muñoz.
El asesor del Honorable Senador Latorre, señor Mario Pino.
Los asesores de la Honorable Senadora Rincón, señores Luis Lindemann y Gonzalo 

Mardones.
La Jefa de Gabinete de la Honorable Senadora Rincón, señora Paula Silla.
La periodista del Honorable Senador Pizarro, señora Andrea Gómez.
Del Comité Demócrata Cristiano, el asesor, señor Julio Valladares.
La asesora de la Bancada PS, señora Evelyn Pino.

Cabe hacer presente que con fecha 4 de diciembre de 2019, los Comités dispusieron que 
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el proyecto de ley debía ser analizado de manera conjunta por las Comisiones de Hacienda 
y de Trabajo y Previsión Social.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Los artículos 1 y 2 permanentes y primero, segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios 
del proyecto de ley deben ser aprobados con quórum calificado, por cuanto regulan el ejer-
cicio del derecho a la seguridad social, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 19, Nº 
18º, de la Constitución Política de la República, en relación a lo establecido en el artículo 
66, inciso tercero, de la Carta Fundamental.

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Mejorar los montos de los beneficios de los actuales y futuros pensionados del Sistema 
de Pensiones Solidarias; asegurar una pensión de monto constante a los futuros pensio-
nados en Retiro Programado con Pilar Solidario, y establecer un nuevo beneficio, el cual 
consiste en garantizar en el Pilar Solidario que la pensión por retiro programado no será 
inferior al valor de la Pensión Básica Solidaria.

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre 
otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS
1) La ley N° 20.255, que establece Reforma Previsional.
2) El decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo Sistema de Pensiones.

II. ANTECEDENTES DE HECHO
El Mensaje que da origen a este proyecto de ley fundamenta su propuesta en los siguien-

tes términos:
En primer lugar, entre los antecedentes, se consigna que el Sistema de Pensiones So-

lidarias (también conocido como el “Pilar Solidario”) es uno de los tres componentes del 
Sistema de Pensiones chileno, junto al ahorro individual obligatorio y a los planes de aho-
rro previsional voluntario. 

El Pilar Solidario, describe la iniciativa, paga beneficios a un total de 1.564.000 pensio-
nados que integran un grupo familiar perteneciente al 60% más pobre de nuestra población 
y se financia con recursos que aporta el Estado, los que corresponden a la Pensión Básica 
Solidaria, tanto de vejez como de invalidez, que reciben las personas que no tienen derecho 
a pensión en ningún régimen previsional, y al Aporte Previsional Solidario, que correspon-
de a un complemento a la pensión autofinanciada. Sobre dicho universo de beneficiaros, 
expone que un 38% de los beneficios otorgados por el Pilar Solidario corresponden a la 
Pensión Básica Solidaria y el 62% restante al Aporte Previsional Solidario.

Respecto de las modificaciones a dicho sistema, describe que el Marco de Entendimien-
to Social, acordado durante la discusión de la ley de Presupuestos del Sector Público para el 
año 2020, incluyó propuestas para fortalecer este Sistema de Pensiones Solidario, mediante 
una combinación de aumentos en el nivel de sus beneficios y garantía para evitar que las 
pensiones totales caigan en el tiempo, que introduce las modificaciones relativas al Sistema 
de Pensiones Solidarias.

Enseguida, el Mensaje expone que la iniciativa tiene como objeto fundamental mejorar 
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el nivel y la calidad de los beneficios solidarios. En específico, apunta a mejorar los montos 
de los beneficios de los actuales y futuros pensionados del Sistema de Pensiones Solidarias, 
asegurar una pensión de monto constante a los futuros pensionados en Retiro Programado 
con Pilar Solidario, y establecer un nuevo beneficio, el cual consiste en garantizar en el 
Pilar Solidario que la pensión por retiro programado no será inferior al valor de la Pensión 
Básica Solidaria.

A continuación, da cuenta del contenido del proyecto de ley sometido a la consideración 
de las Comisiones unidas.

El primero de los objetivos consiste en mejorar beneficios actuales y futuros del Pilar 
Solidario. En ese sentido, la propuesta aumenta el valor de la Pensión Básica Solidaria 
de vejez e invalidez (“PBS”) y de la Pensión Máxima con Aporte Solidario (“PMAS”) y, 
por ende, aumenta el Aporte Previsional Solidario (“APS”), de modo que la PBS sube, a 
diciembre de 2019, en un 50% para los pensionados de 80 años o más, lo que equivale a 
55.100 pesos (aumenta de 110.201 a 165.302 pesos); un 30% para los pensionados de 75 a 
79 años de edad, lo que equivale a 33 mil pesos, y un 25% para los pensionados menores 
de 75 años, lo que equivale a 27.500 pesos. 

A enero de 2021, contempla que la PBS acumulará un aumento de 40% para los pensio-
nados menores de 75 años, lo que equivale a 44 mil pesos respecto del valor actual. A su 
vez, acumulará un aumento de 50% para los pensionados entre 75 a 79 años de edad, lo que 
equivale a 55.100 pesos respecto del valor actual, los que se reajustarán además por la va-
riación del IPC, mientras que, en enero de 2022, el aumento del valor de la PBS alcanzará 
un 50% para todos los pensionados, es decir, la PBS será de 165.302 pesos, más el reajuste 
correspondiente a la variación del IPC.

En el caso de la PMAS, propone un aumento a diciembre de 2019 en un 50% para los 
pensionados de 80 años o más, alcanzando a 488 mil pesos; un 30% para los pensionados 
de 75 a 79 años de edad, alcanzando a 423 mil pesos, y un 25% para los pensionados me-
nores de 75 años, alcanzando a 407 mil pesos. A enero de 2021, contempla que la PMAS 
acumulará un aumento de 40% para los pensionados menores de 75 años, alcanzando a 456 
mil pesos, más el reajuste correspondiente a la variación del IPC, de modo que, a esa fecha, 
la PMAS acumulará un aumento de 50% para los pensionados entre 75 a 79 años, alcan-
zando a 488 mil pesos, más el reajuste correspondiente a la variación del IPC, y en enero 
de 2022 la PMAS acumulará un aumento de 50% para todos los pensionados, llegando a 
488 mil pesos, más el reajuste por IPC.

En ambos casos, dispone que los incrementos de la PBS y de la PMAS se traducirán en 
incrementos del APS a contar de diciembre de 2019.

A continuación, en lo que atañe a la APS, contempla que, a diciembre de 2019, para 
los pensionados de 80 años o más, aumentará en promedio aproximadamente un 71%; en 
un 43% para los pensionados de 75 a 79 años de edad, y en un 38% para los pensionados 
menores de 75 años. Asimismo, a enero de 2021, acumulará un aumento promedio aproxi-
mado de 59% para los pensionados menores de 75 años, y acumulará un aumento promedio 
aproximado de 71% para los pensionados entre 75 y 79 años de edad, y en enero de 2022 
acumulará un aumento promedio aproximado de 71% para todos los pensionados.

En consecuencia, las pensiones de los afiliados que reciben APS aumentarán a diciem-
bre de 2019 en promedio un 22%, lo que equivale a 36 mil pesos, en enero de 2021 habrán 
aumentado en promedio un 30%, lo que equivale a 50 mil pesos, y en enero de 2022 habrán 
aumentado en promedio un 34%, lo que equivale a 55.800 pesos.

Tales medidas, expone el Mensaje, benefician aproximadamente a 975.000 personas 
que reciben APS y 589.000 que reciben PBS.

Adicionalmente, añade que la propuesta elimina la disposición de la ley N°20.255 que 
establece que los beneficios de PBS o APS de invalidez se reducen total o parcialmente si 
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los beneficiarios reciben ingresos laborales.
Paralelamente, el proyecto propone fijar en 12 Unidades de Fomento -es decir, el valor 

equivalente a la actual PMAS-, el requisito para el retiro de Excedentes de Libre Disposi-
ción en el sistema de pensiones de ahorro obligatorio, de modo que las personas que ten-
drían derecho a dicho retiro no se verán afectadas por los aumentos de la PMAS incluidos 
en el proyecto de ley.

Asimismo, el proyecto apunta a fortalecer el Pilar Solidario, asegurando una pensión de 
monto constante a los futuros pensionados en Retiro Programado, de modo de extender la 
pensión final garantizada a todos los nuevos pensionados por retiro programado que sean 
beneficiarios del Pilar Solidario, lo que se traduce en una pensión permanente y por un 
monto fijo. Sobre este punto, explica que actualmente a este beneficio acceden sólo los pen-
sionados bajo la modalidad de retiro programado que tienen una pensión de monto inferior 
a la Pensión Básica Solidaria, por lo que la propuesta amplía el beneficio a los nuevos pen-
sionados del Pilar Solidario que tengan una pensión superior a la PBS e inferior a la PMAS.

Finalmente, el proyecto apunta a establecer un nuevo beneficio en el Sistema de Pen-
siones Solidarias, para quienes no hayan accedido al Sistema de Pensiones Solidarias y 
posteriormente cumplan los requisitos de edad, focalización y residencia que dan acceso 
al mismo, de modo de garantizar que el monto de la pensión por retiro programado no sea 
inferior al valor de la PBS.

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora María José Zaldívar, expuso que el 
proyecto de ley refleja el acuerdo alcanzado en el marco de la discusión del proyecto de ley 
de presupuestos para el año 2020.

Explicó la forma y los plazos en que se aumentan las pensiones hasta alcanzar una me-
jora del 50% para todos.

Además, se contempla un mecanismo que evita que los pensionados del Pilar Solidario 
con retiro programado vean decrecer el monto de la pensión en el futuro.

Respecto de la pensión de invalidez se termina con una discriminación que afectaba a 
quienes la reciben.

Recoge petición de la Senadora señora Rincón para que retiros de libre disposición no 
se vean perjudicados por lo que el monto se fijó en unidades de fomento (12).

El Honorable Senador señor Letelier manifestó que los últimos elementos explicados no 
formaron parte del acuerdo referido al comienzo, que involucraba solamente un calendario 
de reajustes y cubrir con fondos de los pensionados los montos del retiro programado.

Del mismo modo, solicitó que se expliquen con detalle los números involucrados. En el 
caso de PMAS se llega a un umbral de $488.000.

Preguntó por los indicadores para focalización de pensiones.
Agregó que una persona con una pensión de $450.000 pensará que tiene derecho a reci-

bir APS y no necesariamente será así.
La señora Ministra señaló que se relacionan el instrumento técnico de focalización, ITF, 

que sirve para obtener el Puntaje de Focalización Previsional, PFP.
Sostuvo que existe un mito de que al ser dueño de una propiedad eso impedirá recibir el 

beneficio, lo que no es efectivo en caso que se viva en la propiedad. 
La Honorable Senadora señora Goic destacó que lo relevante es tener claridad en que se 

requiere ser parte del 60% más vulnerable, que tiene derecho a acceder a cobertura, y que 
ello es lo que refleja el monto de $488.000. 

La señora Ministra expresó que se busca llegar a la mayor cantidad de personas dentro 
de ese 60% más vulnerable, dado que en la actualidad existen un número dentro de ese 
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grupo que no recibe el aporte, y ahora recibirán $55.000 adicionales.
La asesora, señora Mónica Titze, explicó que la ley N° 20.255 establece un instrumento 

de focalización y un grupo familiar a considerar, el o la pensionada y su cónyuge o con-
viviente civil. Y para determinar si pertenece al 60% se consideran sólo los ingresos, y si 
una persona recibe una pensión básica o aporte previsional solidario, eso no se considera 
como ingresos.

Agregó que el PFP se alimenta de información administrativa. Es relevante que se efec-
túe el registro familiar.

Observó que se saca un per cápita que depende de diversos factores como la edad y 
grado de autovalencia. En el caso de dos adultos de 65 años autovalentes el ingreso de cada 
uno para quedar fuera de los beneficios es $300.000.

El Honorable Senador señor Letelier manifestó que existen personas que reciben pen-
siones de gracia de $80.000, por debajo de la PBS, y no reciben APS, por lo que no les 
conviene recibir dicha pensión.

La asesora, señora Mónica Titze, explicó que existe un aumento de $55.000 para todos 
los que actualmente reciben APS.

Agregó que recibirán $46.800 personas que hoy tienen una pensión de $350.000, esto 
es, fuera del Pilar Solidario. Pero quienes reciben actualmente APS es un aporte fijo de 
$55.000.

Asimismo, una persona con un monto para financiar $200.000 de pensión recibe un 
APS de $97.620, así es en la actualidad, se descompone en retiro programado $200.000 y 
APS $97.620. Los $200.000 van bajando con el paso de los años, pero el cambio que se 
propone asegura que no bajen dichos $200.000 y siempre recibirá el total de $297.620. El 
cambio, añadió, es que al comienzo se financiarán $297.620 con los fondos del pensionado 
y cuando se acaben el Estado financia esos $297.620. La pensión de sobrevivencia deberá 
calcularse nocionalmente, de modo de tomar en cuenta como si el pensionado sólo hubiese 
gastado $200.000 y no los $297.620 que financiará a contar de ahora en más.

La señora Ministra señaló que la ventaja para el beneficiario es que no verá bajar su 
pensión a pesar de encontrarse en modalidad de retiro programado. Rentas vitalicias no se 
interesan mayormente en este segmento por ser montos bajos de pensiones.

Agregó que el caso de la herencia es distinto al de la pensión de sobrevivencia. En este 
caso, si el pensionado consume todos sus fondos no dejará herencia, pero si al fallecer to-
davía le quedan fondos, seguirán siendo heredables.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó cuál es la razón de establecer la discri-
minación por tramo etario.

La señora Ministra expresó que fue el acuerdo que se logró para poder financiar razona-
blemente un aumento del 50% en un período relativamente breve, 23 meses en total.

Asimismo, se consideró que, a mayor edad mayor vulnerabilidad en general y mayor 
posibilidad de que la persona se encuentre sola.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó que el adelanto a diciembre es una buena 
noticia, además pensando que se cambiaban fechas a diciembre 2020 y diciembre 2021, y 
no enero 2021 y enero 2022.

El Honorable Senador señor Lagos indicó que se planteó lo anterior, pero el Ejecutivo 
no accedió y mantuvo lo que presentó en el proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma destacó que son 25 meses para llegar a la situación 
en régimen, prácticamente 2 años, en ningún caso 3 años. En régimen se estará el 1 de 
enero de 2022.

La Honorable Senadora señora Muñoz consultó por una serie de disposiciones que mo-
difican la ley N° 20.255, en su Pilar Solidario, las que fueron detalladas en su momento por 
la señora Ministra.
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Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de 
los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, 
y señores Allamand, Coloma, Durana, García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas 
comisiones) y Pizarro.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

Artículo 1
Señala lo siguiente:
“Artículo 1.– Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.255, que esta-

blece Reforma Previsional.
1. Intercálase en la primera oración del párrafo cuarto de la letra g) del inciso primero 

del artículo 2°, entre la palabra “reajuste” y la expresión “la pensión básica”, los vocablos 
“o incremente”.

2. Incorpórase, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo 9° bis:
“Artículo 9° bis.– El pensionado por vejez bajo la modalidad de retiro programado que 

tenga una pensión base de un valor mayor o igual a la pensión máxima con aporte solida-
rio, tendrá derecho a una pensión igual a la pensión básica solidaria de vejez, cuando el 
monto de la pensión o suma de pensiones que perciba sea inferior a la citada pensión básica 
solidaria y siempre que cumpla con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del 
artículo 3 de esta ley.

El monto de la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará de forma que 
la pensión a que tiene derecho el afiliado, menos las otras pensiones que éste perciba, se 
financie con el saldo de su cuenta de capitalización individual. En caso de que el saldo de 
la citada cuenta sea insuficiente, la diferencia será financiada con recursos del Estado. Si el 
afiliado deja de cumplir con los requisitos que le garantizan el beneficio a que se refiere el 
inciso primero, la diferencia respecto del retiro programado que hubiese tenido el afiliado, 
de no haberse financiado el beneficio solidario con recursos de su cuenta individual, será 
financiada con recursos del Estado.

Asimismo, al fallecimiento del causante los beneficiarios de pensión de sobrevivencia 
definidos en el artículo 5° del decreto ley N° 3.500, de 1980, percibirán pensiones de so-
brevivencia en la modalidad de retiro programado calculadas en base al saldo que hubiese 
quedado en la cuenta individual del causante, de no haberse financiado este beneficio del 
Sistema de Pensiones Solidarias con recursos de dicha cuenta. Las citadas pensiones se 
financiarán con el saldo remanente de la cuenta individual del causante; cuando éste sea 
insuficiente, serán financiadas con recursos del Estado. 

Para acceder al beneficio establecido en este artículo, las personas deberán presentar 
la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social. Con todo, las personas 
podrán presentar sus solicitudes ante la Administradora de Fondos de Pensiones a la cual 
se encuentren afiliados, la que deberá remitirlas al Instituto de Previsión Social para que 
resuelva sobre la concesión y pago del beneficio. La citada solicitud podrá presentarse con 
anterioridad a que la suma de las pensiones percibidas sea menor a la pensión básica solida-
ria de vejez. En este último caso, el beneficio a que se refiere el inciso primero se devengará 
a contar del día primero del mes en que se cumplan los requisitos para acceder a él.

Una norma de carácter general de la Superintendencia de Pensiones establecerá el pro-
cedimiento de solicitud, cálculo y otorgamiento de este beneficio.”.

3. Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:
“Artículo 10.– Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, que perciban una pen-

sión bajo la modalidad de retiro programado, el monto del aporte previsional solidario de 
vejez ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, el monto de la pen-
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sión o suma de las pensiones que perciban, considerando lo señalado en el inciso siguiente.
El monto de la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará de forma 

que la pensión final menos las otras pensiones que el afiliado perciba, se financie con el 
saldo de su cuenta de capitalización individual. En caso de que el saldo de la citada cuenta 
sea insuficiente, la diferencia será financiada con recursos del Estado. De igual forma, si el 
afiliado deja de cumplir con los requisitos que le garantizan la pensión final, la diferencia 
respecto del retiro programado que hubiese tenido el afiliado, de no haberse financiado 
el aporte previsional solidario con recursos de su cuenta individual, será financiada con 
recursos del Estado.

Asimismo, al fallecimiento del causante los beneficiarios de pensión de sobrevivencia 
definidos en el artículo 5° del decreto ley N° 3.500, de 1980, percibirán pensiones de so-
brevivencia en la modalidad de retiro programado calculadas en base al saldo que hubiese 
quedado en la cuenta individual del causante, de no haberse financiado el aporte previ-
sional solidario con recursos de dicha cuenta. Las citadas pensiones se financiarán con el 
saldo remanente de la cuenta individual del causante; cuando éste sea insuficiente, serán 
financiadas con recursos del Estado.

Para efecto de lo dispuesto en los dos incisos precedentes, la respectiva Administradora 
de Fondos de Pensiones requerirá, cuando corresponda, los recursos fiscales a través del 
Instituto de Previsión Social.”.

4. Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:
“Artículo 11.– Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, que perciban una pen-

sión bajo la modalidad de renta vitalicia, el monto del aporte previsional solidario de vejez 
ascenderá al valor del complemento solidario.”.

5. Intercálase en la segunda oración del inciso final del artículo 15, entre las palabras “se 
reajuste” y la expresión “la pensión básica solidaria”, los vocablos “o incremente”.

6. Derógase el artículo 22.”.
En votación, los números 1, 2, 3, 4, 5 y 6, fueron aprobados por la unanimidad de 

los miembros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, 
y señores Allamand, Coloma, Durana, García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas 
comisiones) y Pizarro.

Artículo 2
Es del siguiente tenor:
“Artículo 2.– Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 

1980, que establece nuevo Sistema de Pensiones:
1. Reemplázase en el inciso sexto del artículo 62 la expresión “al cien por ciento de la 

pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fomento”.
2. Sustitúyese en la primera oración del inciso segundo del artículo 62 bis la expresión 

“al cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fo-
mento”.

3. Reemplázase en el inciso séptimo del artículo 64 la expresión “al cien por ciento de 
la pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fomento”.

4. Sustitúyese en la primera oración del inciso séptimo del artículo 65 la expresión “al 
cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fomen-
to”.”.

La Honorable Senadora señora Rincón explicó que, actualmente, la posibilidad de reti-
rar excedentes está ligada al monto máximo de los fondos necesarios para financiar la pen-
sión máxima con aporte solidario. Como en la iniciativa legal se aumenta dicho monto, se 
requerirán más fondos para acceder a dichos retiros, por lo que la propuesta desliga ambos 
elementos y lo deja en un monto equivalente al límite actual.

La Honorable Senadora señora Muñoz indicó que se imponen una serie de requisitos.
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La señora Ministra señaló que se rebajan los requisitos, la tasa de reemplazo de un 70% 
actualmente ya se contempla.

En votación, los números 1, 2, 3 y 4, fueron aprobados por la unanimidad de los miem-
bros de las Comisiones unidas, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, y señores 
Allamand, Durana (como miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Letelier (como 
miembro de ambas comisiones) y Pizarro.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero
Prescribe que las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia a partir del 1 de enero 

de 2020, con excepción de lo dispuesto en los números 1 y 5 del artículo 1 que entrarán en 
vigencia el 1 de diciembre de 2019.

En votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones uni-
das, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, y señores Allamand, Durana (como 
miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas comi-
siones) y Pizarro.

Artículo segundo
Su texto es el que sigue:
“Artículo segundo.– A partir del 1 de diciembre de 2019, la pensión básica solidaria 

de vejez y la pensión máxima con aporte solidario, para beneficiarios de 80 y más años 
de edad, se incrementarán en 50% respecto de sus valores vigentes a noviembre de 2019.

A partir del 1 de diciembre de 2019, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión 
máxima con aporte solidario, para beneficiarios de 75 a 79 años de edad se incrementarán 
en 30% respecto de sus valores vigentes a noviembre de 2019, igualándose el 1 de enero 
del año 2021 a los montos de la pensión básica solidaria y de la pensión máxima con aporte 
solidario de los beneficiarios de 80 y más años de edad.

A partir del 1 de diciembre de 2019, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión 
máxima con aporte solidario para los beneficiarios menores de 75 años de edad se incre-
mentarán en 25% respecto de sus valores vigentes a noviembre de 2019, alcanzando el 1 de 
enero de 2021 un aumento acumulado de 40% más el reajuste a que se refiere el artículo 8° 
de la ley N° 20.255, e igualándose a partir del 1 de enero de 2022 a los montos de la pensión 
básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario de los beneficiarios 
de 75 y más años de edad.

El reajuste establecido en el artículo 8° de la ley Nº 20.255 se aplicará conforme a lo 
establecido en dicha norma, sobre los montos de la pensión básica solidaria y de la pensión 
máxima con aporte solidario vigentes en el mes inmediatamente anterior.”.

En votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones uni-
das, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, y señores Allamand, Durana (como 
miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas comi-
siones) y Pizarro.

Artículo tercero
Dispone que quienes se encuentren percibiendo aporte previsional solidario de vejez o 

hubieren presentado una solicitud que esté en tramitación a la fecha de entrada en vigencia 
de las modificaciones que el artículo 1 de esta ley introduce en los artículos 10 y 11 de la 
ley N° 20.255, continuarán rigiéndose por las reglas de cálculo establecidas en los citados 
artículos, vigentes a la fecha de otorgamiento del beneficio o de presentación de la respec-
tiva solicitud.

En votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones uni-
das, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, y señores Allamand, Durana (como 
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miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas comi-
siones) y Pizarro.

Artículo cuarto
Su texto es el que sigue:
“Artículo cuarto.– A partir de la vigencia de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2021, 

para efectos de lo dispuesto en las letras e) y f) del artículo 2, en los artículos 9°, 9° bis y 
36, y en el artículo décimo transitorio, todos de la ley N° 20.255, los valores de la pensión 
básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario se entenderán referi-
dos a aquellos montos que correspondan a la edad del beneficiario.

Por su parte, a partir de la vigencia de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2021, las 
restantes referencias a la pensión básica solidaria y a la pensión máxima con aporte soli-
dario que efectúa la ley N° 20.255 se entenderán hechas a la pensión básica solidaria y a 
la pensión máxima con aporte solidario para beneficiarios menores de 75 años de edad. 
Asimismo, en el mismo periodo, las referencias a la pensión básica solidaria y a la pensión 
máxima con aporte solidario que efectúe el decreto ley N° 3.500, de 1980, se entenderán 
hechas a la pensión básica solidaria y a la pensión máxima con aporte solidario para bene-
ficiarios menores de 75 años de edad.”.

En votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones uni-
das, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, y señores Allamand, Durana (como 
miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas comi-
siones) y Pizarro.

Artículo quinto
Establece que a partir de la entrada en vigencia de la presente ley y hasta el 31 de di-

ciembre de 2021, la pensión básica solidaria de invalidez, total o parcial, será de igual valor 
al de la pensión básica solidaria de vejez que corresponda a los beneficiarios menores de 
75 años de edad.

En votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones uni-
das, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, y señores Allamand, Durana (como 
miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas comi-
siones) y Pizarro.

Artículo sexto
Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el 

primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al Programa Ope-
raciones Complementarias del Tesoro Público, subtítulo 24, ítem 03, asignación 259 “Pro-
visión Agenda Social”. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos que 
disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

El Honorable Senador señor Letelier pidió dejar constancia de que el financiamiento 
cubre la entrada en vigencia de la presente ley durante el año 2019, como consigna el in-
forme financiero.

La Comisión acordó hacer presente que, como consigna el informe financiero, para el 
año 2019 el mayor gasto fiscal que represente la ley se financiará con cargo a la Partida 
Ministerio del Trabajo y Previsión Social, mientras que para el año 2020 el mayor gasto 
fiscal se financiará con cargo a la Partida Tesoro Público.

En votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de las Comisiones uni-
das, Honorables Senadoras señoras Goic y Muñoz, y señores Allamand, Durana (como 
miembro de ambas comisiones), García, Lagos, Letelier (como miembro de ambas comi-
siones) y Pizarro.
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INFORME FINANCIERO

La Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda elaboró el siguiente informe 
financiero N° 208, de 27 de noviembre de 2019:

“I. Antecedentes
El presente informe financiero presenta el efecto fiscal del aumento de los parámetros 

que definen los beneficios contemplados en el Sistema de Pensiones Solidarias creado en 
la ley N°20.255. Dichos beneficios son el Aporte Previsional Solidario de Vejez, la Pensión 
Básica Solidaria de Vejez, el Aporte Previsional Solidario de Invalidez y la Pensión Básica 
Solidaria de Invalidez.

La propuesta plantea el valor de la Pensión Básica Solidaria (PBS) y la Pensión Máxima 
con Aporte Solidario (PMAS), definidos en los artículos 7° y 13° de la ley N°20.255.

El incremento de estos parámetros no afecta la aplicación del reajuste por inflación que 
se efectúa en julio de cada año.

Se uniforma la regla de cálculo del APS de vejez para los nuevos beneficiarios, aplican-
do la regla de pensión final garantizada, que actualmente se le aplica sólo a quienes tengan 
una pensión base inferior al valor de la PBS. Esta modificación beneficia a las personas con 
una pensión de vejez bajo la modalidad de Retiro Programado.

También se incorpora una nueva regla de usos de los fondos de las cuentas de capitali-
zación para el financiamiento del APS, usando los fondos individuales primero. Con lo an-
terior se crea un beneficio de sobrevivencia para compensar por las eventuales diferencias 
entre el fondo efectivo y el fondo que hubiese tenido sin el cambio de regla planteado, con 
el propósito de que un eventual sobreviviente tenga una pensión de sobrevivencia por el 
mismo valor al que hubiese tenido si no se hubiera efectuado tal cambio de regla.

Finalmente, se incorpora un beneficio para quienes tienen una Pensión Autofinanciada 
de Referencia (PAFE) más alta que la PMAS, pero que eventualmente su retiro programa-
do cae por debajo del valor de la PBS. A este grupo se les entregará un complemento para 
que la suma de sus pensiones no baje del valor de la PBS. Para ingresar a este beneficio, el 
pensionado debe cumplir los requisitos de focalización definidos.

La aplicación de esta medida requiere un reforzamiento de la fiscalización por parte de 
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la Superintendencia de Pensiones. La contratación de personal y equipamiento implicará 
un mayor gasto de 97,8 millones de pesos anuales, vinculado a un aumento de dotación de 
3 cupos.

El mayor gasto fiscal vinculado a las transferencias fiscales de los beneficios descritos 
anteriormente, se detallan en la siguiente sección.

II. Efecto Fiscal

III. Imputación del gasto
Para el año 2019, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley se finan-

ciará con cargo a la Partida 15 Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Para el año 2020, 
el mayor gasto fiscal se financiará con cargo al Programa Operaciones Complementarias 
del Tesoro Público, subt.24, ítem 03, asignación 259: “Provisión Agenda Social”. En los 
años siguientes se financiará con cargo a los recursos que disponga las respectivas Leyes 
de Presupuestos del Sector Público.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto 
en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Na-
cional.
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TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, las Comisiones de Hacienda y de Trabajo 
y Previsión Social, unidas, tienen el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley 
en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de 
Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.– Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.255, que esta-
blece Reforma Previsional.

1. Intercálase en la primera oración del párrafo cuarto de la letra g) del inciso primero 
del artículo 2°, entre la palabra “reajuste” y la expresión “la pensión básica”, los vocablos 
“o incremente”.

2. Incorpórase, a continuación del artículo 9°, el siguiente artículo 9° bis:
“Artículo 9° bis.– El pensionado por vejez bajo la modalidad de retiro programado que 

tenga una pensión base de un valor mayor o igual a la pensión máxima con aporte solida-
rio, tendrá derecho a una pensión igual a la pensión básica solidaria de vejez, cuando el 
monto de la pensión o suma de pensiones que perciba sea inferior a la citada pensión básica 
solidaria y siempre que cumpla con los requisitos establecidos en las letras a), b) y c) del 
artículo 3 de esta ley.

El monto de la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará de forma que 
la pensión a que tiene derecho el afiliado, menos las otras pensiones que éste perciba, se 
financie con el saldo de su cuenta de capitalización individual. En caso de que el saldo de 
la citada cuenta sea insuficiente, la diferencia será financiada con recursos del Estado. Si el 
afiliado deja de cumplir con los requisitos que le garantizan el beneficio a que se refiere el 
inciso primero, la diferencia respecto del retiro programado que hubiese tenido el afiliado, 
de no haberse financiado el beneficio solidario con recursos de su cuenta individual, será 
financiada con recursos del Estado.

Asimismo, al fallecimiento del causante los beneficiarios de pensión de sobrevivencia 
definidos en el artículo 5° del decreto ley N° 3.500, de 1980, percibirán pensiones de so-
brevivencia en la modalidad de retiro programado calculadas en base al saldo que hubiese 
quedado en la cuenta individual del causante, de no haberse financiado este beneficio del 
Sistema de Pensiones Solidarias con recursos de dicha cuenta. Las citadas pensiones se 
financiarán con el saldo remanente de la cuenta individual del causante; cuando éste sea 
insuficiente, serán financiadas con recursos del Estado. 

Para acceder al beneficio establecido en este artículo, las personas deberán presentar 
la correspondiente solicitud en el Instituto de Previsión Social. Con todo, las personas 
podrán presentar sus solicitudes ante la Administradora de Fondos de Pensiones a la cual 
se encuentren afiliados, la que deberá remitirlas al Instituto de Previsión Social para que 
resuelva sobre la concesión y pago del beneficio. La citada solicitud podrá presentarse con 
anterioridad a que la suma de las pensiones percibidas sea menor a la pensión básica solida-
ria de vejez. En este último caso, el beneficio a que se refiere el inciso primero se devengará 
a contar del día primero del mes en que se cumplan los requisitos para acceder a él.

Una norma de carácter general de la Superintendencia de Pensiones establecerá el pro-
cedimiento de solicitud, cálculo y otorgamiento de este beneficio.”.

3. Reemplázase el artículo 10 por el siguiente:
“Artículo 10.– Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, que perciban una pen-

sión bajo la modalidad de retiro programado, el monto del aporte previsional solidario de 
vejez ascenderá a la cantidad que resulte de restar de la pensión final, el monto de la pen-
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sión o suma de las pensiones que perciban, considerando lo señalado en el inciso siguiente.
El monto de la pensión bajo la modalidad de retiro programado se ajustará de forma 

que la pensión final menos las otras pensiones que el afiliado perciba, se financie con el 
saldo de su cuenta de capitalización individual. En caso de que el saldo de la citada cuenta 
sea insuficiente, la diferencia será financiada con recursos del Estado. De igual forma, si el 
afiliado deja de cumplir con los requisitos que le garantizan la pensión final, la diferencia 
respecto del retiro programado que hubiese tenido el afiliado, de no haberse financiado 
el aporte previsional solidario con recursos de su cuenta individual, será financiada con 
recursos del Estado.

Asimismo, al fallecimiento del causante los beneficiarios de pensión de sobrevivencia 
definidos en el artículo 5° del decreto ley N° 3.500, de 1980, percibirán pensiones de so-
brevivencia en la modalidad de retiro programado calculadas en base al saldo que hubiese 
quedado en la cuenta individual del causante, de no haberse financiado el aporte previ-
sional solidario con recursos de dicha cuenta. Las citadas pensiones se financiarán con el 
saldo remanente de la cuenta individual del causante; cuando éste sea insuficiente, serán 
financiadas con recursos del Estado.

Para efecto de lo dispuesto en los dos incisos precedentes, la respectiva Administradora 
de Fondos de Pensiones requerirá, cuando corresponda, los recursos fiscales a través del 
Instituto de Previsión Social.”.

4. Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:
“Artículo 11.– Para los beneficiarios señalados en el artículo 9°, que perciban una pen-

sión bajo la modalidad de renta vitalicia, el monto del aporte previsional solidario de vejez 
ascenderá al valor del complemento solidario.”.

5. Intercálase en la segunda oración del inciso final del artículo 15, entre las palabras “se 
reajuste” y la expresión “la pensión básica solidaria”, los vocablos “o incremente”.

6. Derógase el artículo 22.
Artículo 2.– Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.500, de 

1980, que establece nuevo Sistema de Pensiones:
1. Reemplázase en el inciso sexto del artículo 62 la expresión “al cien por ciento de la 

pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fomento”.
2. Sustitúyese en la primera oración del inciso segundo del artículo 62 bis la expresión 

“al cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fo-
mento”.

3. Reemplázase en el inciso séptimo del artículo 64 la expresión “al cien por ciento de 
la pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fomento”.

4. Sustitúyese en la primera oración del inciso séptimo del artículo 65 la expresión “al 
cien por ciento de la pensión máxima con aporte solidario” por “a 12 unidades de fomento”.

Disposiciones transitorias
Artículo primero.– Las disposiciones de esta ley entrarán en vigencia a partir del 1 de 

enero de 2020, con excepción de lo dispuesto en los números 1 y 5 del artículo 1 que entra-
rán en vigencia el 1 de diciembre de 2019.

Artículo segundo.– A partir del 1 de diciembre de 2019, la pensión básica solidaria de 
vejez y la pensión máxima con aporte solidario, para beneficiarios de 80 y más años de 
edad, se incrementarán en 50% respecto de sus valores vigentes a noviembre de 2019.

A partir del 1 de diciembre de 2019, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión 
máxima con aporte solidario, para beneficiarios de 75 a 79 años de edad se incrementarán 
en 30% respecto de sus valores vigentes a noviembre de 2019, igualándose el 1 de enero 
del año 2021 a los montos de la pensión básica solidaria y de la pensión máxima con aporte 
solidario de los beneficiarios de 80 y más años de edad.

A partir del 1 de diciembre de 2019, la pensión básica solidaria de vejez y la pensión 
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máxima con aporte solidario para los beneficiarios menores de 75 años de edad se incre-
mentarán en 25% respecto de sus valores vigentes a noviembre de 2019, alcanzando el 1 de 
enero de 2021 un aumento acumulado de 40% más el reajuste a que se refiere el artículo 8° 
de la ley N° 20.255, e igualándose a partir del 1 de enero de 2022 a los montos de la pensión 
básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario de los beneficiarios 
de 75 y más años de edad.

El reajuste establecido en el artículo 8° de la ley Nº 20.255 se aplicará conforme a lo 
establecido en dicha norma, sobre los montos de la pensión básica solidaria y de la pensión 
máxima con aporte solidario vigentes en el mes inmediatamente anterior.

Artículo tercero.– Quienes se encuentren percibiendo aporte previsional solidario de 
vejez o hubieren presentado una solicitud que esté en tramitación a la fecha de entrada en 
vigencia de las modificaciones que el artículo 1 de esta ley introduce en los artículos 10 y 
11 de la ley N° 20.255, continuarán rigiéndose por las reglas de cálculo establecidas en los 
citados artículos, vigentes a la fecha de otorgamiento del beneficio o de presentación de la 
respectiva solicitud.

Artículo cuarto.– A partir de la vigencia de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2021, 
para efectos de lo dispuesto en las letras e) y f) del artículo 2, en los artículos 9°, 9° bis y 
36, y en el artículo décimo transitorio, todos de la ley N° 20.255, los valores de la pensión 
básica solidaria de vejez y de la pensión máxima con aporte solidario se entenderán referi-
dos a aquellos montos que correspondan a la edad del beneficiario.

Por su parte, a partir de la vigencia de esta ley y hasta el 31 de diciembre de 2021, las 
restantes referencias a la pensión básica solidaria y a la pensión máxima con aporte soli-
dario que efectúa la ley N° 20.255 se entenderán hechas a la pensión básica solidaria y a 
la pensión máxima con aporte solidario para beneficiarios menores de 75 años de edad. 
Asimismo, en el mismo periodo, las referencias a la pensión básica solidaria y a la pensión 
máxima con aporte solidario que efectúe el decreto ley N° 3.500, de 1980, se entenderán 
hechas a la pensión básica solidaria y a la pensión máxima con aporte solidario para bene-
ficiarios menores de 75 años de edad.

Artículo quinto.– A partir de la entrada en vigencia de la presente ley y hasta el 31 de 
diciembre de 2021, la pensión básica solidaria de invalidez, total o parcial, será de igual 
valor al de la pensión básica solidaria de vejez que corresponda a los beneficiarios menores 
de 75 años de edad.

Artículo sexto.– El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante 
el primer año presupuestario de entrada en vigencia se financiará con cargo al Programa 
Operaciones Complementarias del Tesoro Público, subtítulo 24, ítem 03, asignación 259 
“Provisión Agenda Social”. En los años siguientes se financiará con cargo a los recursos 
que disponga la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Acordado en sesión celebrada el día 4 de diciembre de 2019, con asistencia de los 
Honorables Senadores señor Ricardo Lagos Weber (Presidente), señoras Carolina Goic 
Boroevic y Adriana Muñoz D´Albora, y de los señores Andrés Allamand Zavala, Juan 
Antonio Coloma Correa, José Miguel Durana Semir, José García Ruminot, Juan Pablo 
Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.

Sala de las Comisiones unidas, a 4 de diciembre de 2019.
(Fdo.): Soledad Aravena Cifuentes, Secretaria de las Comisiones de Hacienda y de Tra-

bajo y Previsión Social, unidas.
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CERTIFICADO DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA RECAÍDO EN 
EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE 

MODIFICA EL CÓDIGO PENAL PARA TIPIFICAR COMO DELITO LA 
ALTERACIÓN DE LA PAZ PÚBLICA MEDIANTE LA EJECUCIÓN DE

 ACTOS DE VIOLENCIA, Y AGRAVA LAS PENAS APLICABLES, EN
 LAS CIRCUNSTANCIAS QUE INDICA 

(13.090-25)

CERTIFICADO

Certifico que el día 4 de diciembre de 2019, la Comisión de Seguridad Pública del Se-
nado sesionó para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica 
el Código Penal para tipificar como delito la alteración de la paz pública mediante la ejecu-
ción de actos de violencia, y agrava las penas aplicables, en las circunstancias que indica, 
Boletín N° 13.090-25, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Marcela 
Sabat Fernández y señores Miguel Ángel Calisto Ávila, Gonzalo Fuenzalida Figueroa, 
Gabriel Silber Romo y Matías Walker Prieto, para cuyo despacho se ha hecho presente la 
urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Cabe señalar que la Comisión prefirió pronunciarse solamente sobre la idea de legislar 
y proponer a la Sala del Senado proceder de la misma manera, con el objeto de dar espacio 
a un mayor estudio de las modificaciones propuestas y otorgar a las señoras Senadoras y a 
los señores Senadores que no participaron en su análisis, la oportunidad de perfeccionar y 
enriquecer la iniciativa con ocasión del segundo informe.

En la sesión en que se trató este proyecto, asistieron, además de los miembros de la 
Comisión, los Honorables Senadores señoras Yasna Provoste Campillay, Jacqueline Van 
Rysselberghe Herrera y Ena Von Baer Jahn y señores Alfonso De Urresti Longton y Álvaro 
Elizalde Soto.

Igualmente, concurrieron, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Ministro, 
señor Gonzalo Blumel; los asesores, señorita Isidora Riveros, y señores Pablo Celedón,  
Ilan Motles, Gonzalo Santini y Renato Gaggero, y el camarógrafo señor Francisco Rubilar.

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia asistieron el Subsecretario, señor 
Juan Francisco Galli, y el asesor, señor Cristián Barrera.   

Igualmente, participó el abogado penalista de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Chile,  señor Jean Pierre Matus.

En nombre de la Biblioteca del Congreso Nacional, acudió el analista, señor Guillermo 
Fernández.   

En representación de la Fundación Jaime Guzmán, asistió la asesora, señorita Antonia 
Vicencio.

Asimismo, concurrieron los siguientes asesores parlamentarios: de la oficina de la Ho-
norable Senadora señora Allende, el señor Rafael Ferrada; de la oficina del Honorable 
Senador señor Insulza, las señoras Lorena Escalona y Ginette Joignant, y el señor  Nicolás 
Godoy; de la oficina del Honorable Senador señor Kast, el señor Javier de Iruarrizaga; de 
la oficina del Honorable Senador señor Harboe, la periodista, señora Joanna Lederer;  del 
Comité RN, el señor Sebastián Amado; del Comité DC, el señor Gerardo Bascuñán, y del 
Comité PPD, los señores José Miguel Bolados, Sebastián Abarca y Robert Angelbeck. 
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OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY 

Modificar el Código Penal, con el propósito de tipificar como delito la alteración de la 
paz pública mediante la ejecución de actos de violencia, agravando las penas aplicables, en 
determinadas circunstancias.

IDEA DE LEGISLAR

La Comisión, por la mayoría de sus integrantes, Honorables Senadores señores Harboe, 
Insulza, Kast y Pérez, aprobó en general este proyecto de ley. Se pronunció en contra el 
Honorable Senador señor Huenchumilla.

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO EN GENERAL

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, la Comisión de Seguridad Pública 
tiene el honor proponer la aprobación, en general, del siguiente proyecto de ley: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.– Introdúcense en el Código Penal las siguientes modificaciones:
1. Intercálase en el Párrafo II del Título Sexto del Libro Segundo el siguiente artículo 

268 septies:
“Artículo 268 septies.– El que valiéndose de una manifestación o reunión pública toma-

re parte violenta y activamente en un hecho constitutivo de desorden público será sancio-
nado con reclusión menor en su grado medio a máximo.

Para estos efectos constituye desorden público:
1) Paralizar o interrumpir un servicio público de primera necesidad afectando grave-

mente su funcionamiento. Se entiende por tal el servicio de transportes, hospitalario, de 
emergencia, de electricidad, de combustible, de agua potable y de comunicaciones.

2) Ejecutar actos de violencia peligrosos para la vida o la integridad física de las perso-
nas mediante el lanzamiento de elementos contundentes, cortantes, punzantes u otros aptos 
para esos fines.

3) Destruir total o parcialmente en forma relevante una vivienda o un establecimiento 
comercial o industrial, una oficina pública o privada, uno o más vehículos motorizados o 
irrogar daño a bienes de reconocida importancia científica, religiosa o social. 

4) Incendiar objetos o utilizar elementos destinados a impedir coactivamente la libre 
circulación de las personas o vehículos.

5) Impedir o dificultar la actuación del personal de los Cuerpos de Bomberos u otros 
servicios de utilidad pública, destinada a combatir un siniestro u otra calamidad o desgracia 
que constituya peligro para la seguridad de las personas.

6) Ocupar o usurpar bienes inmuebles de carácter industrial, comercial o agrícola, sean 
estos públicos o privados.

Se aplicará siempre el grado máximo de la pena dispuesta en el inciso primero cuando 
los partícipes hayan actuado formando parte de una agrupación u organización de dos o 
más personas destinada a cometer habitualmente los hechos punibles a que se refiere el 
inciso anterior, siempre que esta o aquella no constituya una asociación ilícita de que trata 
el Párrafo X de este Título. 

Si un hecho previsto en este artículo mereciere mayor pena por aplicación de alguna 
otra disposición, se aplicará esta última.

2. Reemplázase en el artículo 269 la palabra “Párrafo” por “artículo”.
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3. Incorpórase en el artículo 442 el siguiente inciso final:
“Se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo cuando el autor perpetre 

este delito con ocasión de calamidad pública o alteración del orden público, sea que actúe 
individualmente, en grupo o amparado en este.”.”.

Acordado en sesión celebrada el día de hoy, con asistencia de los Honorables Senado-
res señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Francisco Huenchumilla Jaramillo, José 
Miguel Insulza Salinas, Felipe Kast Sommerhoff y Víctor Pérez Varela.

Sala de la Comisión, a 4 de diciembre de 2019.
(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa, Secretaria Accidental de la Comisión.
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